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RESUMEN 
En el presente estudio desarrollado trata esencialmente sobre las 
implicancias del proceso de amparo como mecanismo de protección 
del derecho fundamental del medio ambiente equilibrado y adecuado 
reconocido en la constitución política del Perú. 
 
Con el propósito de determinar las implicancias que tiene el  
proceso de amparo como mecanismo de protección del derecho 
fundamental del medio ambiente equilibrado y adecuado reconocido 
en la constitución política del Perú; para el efecto se aplicaron 
instrumentos de recolección de datos como el análisis de 
expedientes y registro respectivamente a fin de percibir si los 
procesos de amparo en los diferentes casos que se presentaron han 
sido  mecanismos pertinentes sobre la protección de los derechos 
del medio ambiente. 
Al  analizar  y  medir  la  variable  independiente proceso de 
amparo se ha establecido que tiene implicancias en todo los aspectos 
que comprende, es decir, el mecanismo de derecho, la motivación de 
las resoluciones judiciales. 
La variable dependiente derecho del medio ambiente delitos de 
violación al ser analizada, ponderada, y medida se ha determinado 
que, los indicadores de la misma; como la protección y los derechos 
fundamentales procesales permitieron precisar de mejor forma el 
estudio y análisis de las implicancias en los diferentes casos 
presentados y denotados en los expedientes estudiados. 
Para el procesamiento de la información se ha desarrollado 
mediante el análisis e interpretación de la información utilizando para 
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el caso la estadística descriptiva e inferencial, cuyos resultados se 
presentan en capítulo aparte. 
En el presente estudio se concluye que, las implicancias del 
proceso de amparo como mecanismo de protección del derecho 
fundamental del medio ambiente equilibrado y adecuado reconocido 
en la constitución política del Perú, están descritas en que  el estudio  
de los derechos fundamentales parte de identificar  sus  fundamentos,  
lo que  no  constituye  un  tema  estrictamente  jurídico,  pero  sí  una  
premisa  importante para  los  operadores  jurídicos  en  el  ámbito  de  
los  procesos  judiciales  relacionados con la tutela de estos derechos, 
en particular cuando deben ser ponderados entre sí o con  otros  
bienes  jurídico-constitucionales.   
Palabras claves: acción de amparo, mecanismo de protección y 
derecho al medio ambiente. 
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ABSTRACT 
In the present developed study it treats essentially on the implications 
of the process of protection as protection mechanism of the 
fundamental right of the balanced and suitable environment 
recognized in the political constitution of Peru. 
With the intention of determining the implications that the 
process of protection has as protection mechanism of the fundamental 
right of the balanced and suitable environment recognized in the 
political constitution of Peru; for the effect there were applied 
instruments of compilation of information as the analysis of processes 
and I register respectively in order to perceive if the processes of 
protection in the different cases that they presented have been 
pertinent mechanisms on the protection of the rights of the 
environment. 
On having analyzed and to measure the independent variable 
process of protection has established that has implications in 
everything the aspects that there understands, that is to say, the 
mechanism of right, the motivation of the judicial resolutions. 
The dependent variable right of the environment crimes of 
violation on having been analyzed, weighted, and measure has 
decided that, the indicators of the same one; as the protection and the 
fundamental procedural rights they allowed to be necessary better 
form the study and analysis of the implications in the different cases 
presented and denoted in the studied processes. 
For the processing of the information it has developed by 
means of the analysis and interpretation of the information using for 
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the case the descriptive statistics and inferencial, whose results 
appear in chapter apart. 
In the present study one concludes that, the implications of the 
process of protection as protection mechanism of the fundamental 
right of the balanced and suitable environment recognized in the 
political constitution of Peru, they are described in that the study of the 
fundamental rights divides of identifying his foundations, which does 
not constitute a strictly juridical topic, but yes an important premise for 
the juridical operators in the area of the judicial processes related to 
the guardianship of these rights, especially when they must be 
weighted between yes or with other juridical - constitutional goods. 
Key words: action of protection, right protection mechanism and 
to the environment. 
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RESUMO 
Provas de estudo agora desenvolvidas essencialmente no 
implicancias do processo de ajuda como mecanismo de proteção do 
direito fundamental do ambiente equilibrado e apropriado reconhecido 
na constituição política de Peru. 
Com o propósito de determinar o implicancias que tem o 
processo de ajuda como mecanismo de proteção do direito 
fundamental do ambiente equilibrado e apropriado reconhecido na 
constituição política de Peru; para os instrumentos de efeito de juntar 
de dados como a análise de arquivos e inscrição era respectivamente 
aplicado para perceber se a ajuda processa nos casos diferentes para 
cima os que mostraram foi mecanismos pertinentes na proteção dos 
direitos do ambiente. 
Ao analisar e medir o processo de ajuda independente variável 
ele/ela se estabeleceu que ele/ela tem implicancias quer dizer nos 
aspectos inteiros que ele/ela entende, o mecanismo certo, a 
motivação das resoluções judiciais. 
A variável certa dependente dos crimes de violação de 
ambiente ao ser analisado, ponderou e medida foi determinada que, 
os indicadores do mesmo; como a proteção e as propriedades 
processuais fundamentais permitiram especificar de um modo melhor 
o estudo e análise do implicancias nos casos diferentes apresentados 
e denotaram nos arquivos instruídos. 
Para a acusação da informação foi desenvolvido por meio da 
análise e interpretação da informação que usa para o caso a 
estatística descritiva e inferencial cujos resultam espetáculo para cima 
separado em capítulo. 
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Agora o estude conclui que, o implicancias do processo de ajuda 
como mecanismo de proteção do direito fundamental do ambiente 
equilibrado e apropriado reconhecido na constituição política de Peru, 
eles são descritos dentro que o estudo dos direitos parte fundamental 
de identificar os fundamentos deles/delas, o que não constitui um 
tópico estritamente jurídico, mas sim uma premissa importante para 
os operadores jurídicos no ambiente dos processos judiciais 
relacionado com isto a guia destes direitos, em particular quando eles 
deveriam ser ponderados a um ao outro ou com outros bens jurídico-
constitucionais. 
Palavras chaves: ajude ação, mecanismo de proteção e direito 
ao ambiente. 
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INTRODUCCIÓN 
El presente trabajo trata de establecer cómo se incorpora y analiza 
las características esenciales del proceso de amparo para que pueda 
ser calificado como un mecanismo efectivo de protección de derechos 
fundamentales, de casos concretos y emblemáticos que han llegado a 
conocimiento del Tribunal Constitucional peruano, sobre la efectividad 
del amparo para la resolución de controversias relacionadas con el 
mencionado derecho fundamental. 
La función o finalidad de la acción de Amparo es la protección 
de los derechos constitucionales, quiere decir que, para que su manto 
protector se extienda sobre ellos, es menester se cumpla la condición 
fundamental de su existencia previa al acto u omisión cuyos efectos 
queremos anular. En otras palabras, se requiere que el justiciable 
haya estado, previamente, gozando y ejerciendo en forma efectiva 
dichos derechos, o hayan estado en la actitud de hacerlo con 
dicho carácter.  
No es suficiente que al interior de un proceso de Amparo, ante 
la exposición del justiciable de ser el titular de un derecho o 
encontrarse en una situación que le permita ejercer un determinado 
derecho constitucional, el juzgador deba limitarse en forma única y 
exclusiva a verificar si el demandado ha obrado por acción u omisión 
para impedir el ejercicio del supuesto derecho; si no que es necesario 
e imprescindible -lo invoque o no el demandado- analice la real y legal 
existencia de la aptitud o derecho que el demandante invoca se 
proteja. 
El hombre que es parte de la naturaleza debe vivir en armonía 
con ella, esto significa que las actividades humanas deben 
desenvolverse de tal manera que sean compatibles con 
el mantenimiento y mejoramiento del entorno ecológico que lo 
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sustenta y condiciona. 
Los componentes esenciales del medio ambiente son: el agua, 
el aire, la tierra y los seres vivos, los cuales se hallan en estrecha 
relación, proporcionando a la Biósfera el equilibrio necesario para que 
las distintas formas de vida se mantengan y desarrollen. La alteración 
de tales componentes perjudica dicho equilibrio ecológico y puede 
ocasionar graves daños a cualquier forma de vida y , en todo caso, 
deteriorar la calidad de vida humana. 
Ciertas alteraciones se han venido produciendo en mayor o 
menor medida en el medio humano durante las últimas décadas por 
la aplicación de políticas culturales, sociales y económicas que no 
tienen suficientemente en cuenta el "impacto medioambiental" de 
determinadas formas abusivas de explotación de los recursos 
naturales, de la utilización  de determinadas sustancias, industrias y 
tecnologías potencialmente dañinas y de la preferencia por energías 
"no limpias". 
El hombre, para disfrutarlo mejor va sustituyendo el medio 
ambiente natural por uno artificial, perjudicando a terceros y 
deteriorando la naturaleza, cuya reparación es muy difícil y costosa, 
comprometiendo no solo la existencia de otros grupos humanos, sino 
también de toda la Humanidad, incluyendo ésta no solo 
especies animales y vegetales, sino también generaciones futuras. 
En este contexto se ha desarrollado el Derecho Ambiental, que 
cabe definir como "el que norma la creación, modificación, 
transformación y extinción de las relaciones jurídicas que condicionan 
el disfrute, la preservación y el mejoramiento del medio ambiente". 
Este último entendido como "el conjunto de valores naturales, 
sociales y culturales existentes en un lugar y momento determinados, 
es aquel espacio en que el hombre se desarrolla, que el hombre 
condiciona y que es condicionado por el hombre". 
La aspiración del Derecho Ambiental es regular la relación del 
hombre con la naturaleza, codificándola, sobre la base de los 
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elementos comunes que diversas leyes hasta hoy vigentes han 
regulado por separado, incluso a veces en oposición (leyes del suelo, 
de yacimientos minerales, de bosques, etc). 
La institucionalización de la protección ambiental en su sentido 
ecológico tiene como punto de partida la Conferencia de Estocolmo 
de 1972, convocada por las Naciones Unidas. 
En ese sentido nuestro trabajo de análisis dogmático crítico se 
complementará con una investigación de campo, tomando como base 
los procesos constitucionales sobre la materia correspondiente a los 
últimos años en el tribunal constitucional del país. 
La presente tesis se ha estructurado en cuatro capítulos; el 
primero comprende el problema, explicación, análisis de la situación 
problemática, planteamiento del problema, la formulación del problema 
se ha caracterizado a través de interrogantes de forma general y 
problemas específicos; los objetivos de la investigación ya sean general 
y específicos que orientaron el presente estudio o investigación; en el 
segundo capítulo se incluye el marco teórico referencial, en el que se 
considera los antecedentes referidas  a la investigación, las  bases 
teóricas que dieron sustento doctrinario, marco conceptual, las 
hipótesis y la operacionalizacion de variables. 
El tercer capítulo comprende a la metodología, diseño de la 
investigación, población, muestra y técnicas e instrumentos de 
investigación.  
Y el cuarto capítulo comprende los resultados y discusión; la 
presentación y análisis de resultados, interpretación, conclusiones y 
sugerencias. Finalmente se consideran la bibliografía y los anexos.  
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CAPÍTULO I 
EL PROBLEMA 
1.1 EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
En las últimas décadas se ha desarrollado un particular interés por parte de 
los Estados en adoptar medidas orientadas a garantizar el medio ambiente. 
Entre tales medidas se encuentra el reconocimiento constitucional del 
derecho al medio ambiente, y el establecimiento de mecanismos orientados 
a su protección, tanto en sede administrativa, penal como constitucional.  
El derecho a un medio ambiente equilibrado es el último derecho 
establecido en el Inciso 22 del art. 2 de nuestra constitución Política actual. 
Es indiscutible que constituye un derecho fundamental de la persona no 
solo en nuestro país sino en la mayoría de países del mundo, por ello, debe 
ser estrictamente respetado. 
El avance científico y la tecnología han hecho que este derecho por un 
lado y por otro esté siendo vulnerado, y es que el hombre ahora con su 
vasto conocimiento, podemos decir que, está en la capacidad de destruir el 
medio ambiente completo, si así lo quisiera, de la noche a la mañana. 
En el caso peruano, recién en los últimos años se ha podido constatar 
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una interesante actividad de los litigantes para plantear a través de los 
procesos constitucionales controversias orientadas a la protección del 
derecho al medio ambiente. A propósito de las demandas presentadas y de 
las respuestas dadas a nivel de las diferentes instancias jurisdiccionales, 
incluyendo al Tribunal Constitucional, se han identificado diversos temas de 
interés para el análisis, en particular si realmente resulta eficaz la tutela 
procesal que se ofrece a través del proceso de amparo, tanto a partir del 
marco normativo que regula sus instituciones, como de la forma en que las 
mismas son aplicadas por los operadores jurídicos. 
La presente investigación se enmarca dentro de esta perspectiva 
pues, a partir de las sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional 
peruano, busca analizar el desarrollo jurisprudencial del proceso 
constitucional de amparo con relación a la protección del derecho al medio 
ambiente 
El 31 de mayo de 2004 fue publicada en el diario oficial “El Peruano” la 
Ley 28237, la cual contenía un novedoso cuerpo normativo que fue 
denominado Código Procesal Constitucional, el primero de alcance nacional 
en nuestro continente. Dicho Código contempló en su artículo 4 la 
procedencia de demandas de amparo y de hábeas corpus contra 
resoluciones judiciales por vulneración de la tutela procesal efectiva, derecho 
en el que se encuentran subsumidos los derechos procesales consagrados 
en el artículo 139 de la Constitución, los cuales son, de acuerdo al 
mencionado artículo del Código Procesal Constitucional, el libre acceso 
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al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad 
sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada 
ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la ley, a la 
obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios 
impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a 
la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones 
judiciales.  
Este marco normativo permitía que cualquier persona que considerara 
vulnerado una o más de los derechos procesales consagrados en el artículo 
139 de la Constitución, pudiera recurrir al proceso de amparo con el 
propósito de que se declarara su nulidad.  
Sin embargo, el propio texto del artículo 4 del Código Procesal 
Constitucional establecía que “el amparo procede respecto de resoluciones 
judiciales firmes dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva”; 
ello quiere decir, que el mencionado artículo coloca un parámetro que limita 
la interposición de estas demandas y que, conforme señala Castillo Córdova, 
significa que: 
 
 “sólo podrá acudirse al respectivo proceso constitucional una 
vez que se hayan agotado los recursos impugnativos que ofrece el 
proceso cuya irregularidad se invoca. No puede acudirse al proceso 
constitucional inmediatamente después de configurada la lesión al 
derecho constitucional de naturaleza procesal (alguno de los 
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contenidos de la tutela procesal efectiva), sino que previamente se ha 
de recurrir esa resolución en todas las instancias que prevea el 
proceso judicial mismo, y sólo si la irregularidad (violación de la tutela 
procesal efectiva) persiste, se podrá acudir al proceso constitucional 
respectivo”1 
 
 
1.2 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El desarrollo de la presente investigación responde a las siguientes 
interrogantes: 
Problema general 
¿Cuáles son las implicancias del proceso de amparo como mecanismo de 
protección del derecho fundamental del medio ambiente equilibrado y 
adecuado reconocido en la constitución política del Perú? 
Problemas específicos: 
- ¿En qué medida el proceso de amparo en el Perú constituye un 
mecanismo de protección judicial efectivo del derecho fundamental al 
medio ambiente? 
- ¿De qué forma las decisiones emitidas por el Tribunal Constitucional del 
Perú respecto a controversias relacionadas con la protección del derecho 
al medio ambiente tiene implicancias a través del proceso amparo? 
 
                                                          
1 CASTILLO CÓRDOVA, Luis. “Comentarios al Código Procesal Constitucional”. Palestra  
editores. Tomo I. Lima, 2006. Página 209. 
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1.3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
Este trabajo de investigación se justifica, porque: 
El derecho al medio ambiente es un derecho fundamental reconocido 
en la Constitución peruana de 1993 y los tratados sobre derechos humanos 
ratificados por el Estado peruano. Se trata de un derecho indispensable 
para el desarrollo de la sociedad en su conjunto, que tiene una 
trascendencia que va más allá del ámbito individual, en atención a su 
dimensión esencialmente colectiva. Dado este doble carácter, debe ser 
objeto de una protección jurisdiccional adecuada ante cualquier tipo de 
amenaza o violación. 
 
La importancia de este derecho se ve reforzada, además, por la 
invocación constante que desde hace algunos años se viene realizando en 
diferentes zonas del país respecto a actos concretos que estarían 
afectando el medio ambiente, relacionados con determinadas actividades 
económicas, situación que ha dado lugar a diversos conflictos sociales. 
Ante ello, la posibilidad de evitar o reducir estos conflictos con 
pronunciamientos oportunos por parte de las autoridades judiciales ante las 
demandas que se presenten es una posibilidad que no puede ser 
descartada, aunque para ello se hace necesario evaluar las verdaderas 
razones que impiden que en los hechos esto ocurra, en gran medida por los 
problemas identificados en el desarrollo del proceso constitucional de 
amparo.  
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De manera práctica el presente estudio permite que la evaluación 
sobre el desarrollo de los procesos de amparo para la protección del 
derecho al medio ambiente tenga una importante implicancia práctica. Si 
tales procesos no resultan efectivos e idóneos, cabe concluir que el 
derecho al medio ambiente carece de una tutela procesal adecuada en el 
país ante acciones u omisiones que sean contrarias a su contenido. 
 
Por eso, este trabajo pretende identificar los problemas presentes en 
el desarrollo del proceso constitucional de amparo para la tutela del 
derecho al medio ambiente y que podrían dejar sin una efectiva protección 
dicho derecho. En caso afirmativo, se plantearán recomendaciones para 
que tal situación pueda ser revertida, de modo tal que se lleve a cabo una 
mejora en la tutela jurisdiccional del mismo, sea a través de modificaciones 
normativas o de cambios en la forma en que las autoridades 
jurisdiccionales aplican las normas de alcance procesal vigentes. 
 
En el Perú, son pocos los trabajos de investigación que analizan el 
desarrollo de los procesos constitucionales con relación a algún derecho en 
particular –en nuestro caso, respecto al medio ambiente-, a partir del cual 
se deduzcan los aspectos positivos o negativos sobre tales procesos. En 
consecuencia, consideramos que nuestro trabajo podría servir de referencia 
para el desarrollo de posteriores investigaciones en una similar línea de 
análisis, que tome como referencia no sólo el estudio de la legislación 
procesal constitucional (aspecto formal) sino también la evaluación 
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concreta sobre el desarrollo de tales procesos en la realidad, a partir de 
casos resueltos por las más altas instancias jurisdiccionales. 
 
Metodológicamente; este trabajo se efectuara en base a un método 
que no es extraño en el campo de la investigación jurídica, pero que sí 
resulta novedoso en el ámbito de las investigaciones nacionales sobre la 
jurisprudencia de los procesos constitucionales de defensa de derechos 
fundamentales. Si bien su objetivo central es el análisis de la efectividad del 
proceso constitucional de amparo, esta investigación puede servir de 
referencia para trabajos que se realicen más adelante sobre el desarrollo 
de este proceso para la tutela de derechos distintos al medio ambiente. 
 
Finalmente este trabajo de investigación es de relevancia e 
importancia, habida cuenta que permitirá formular alternativas de solución, 
que subsanen las deficiencias legales frente a esta problemática así mismo 
permitirá determinar las implicancias que tiene el  proceso de amparo como 
mecanismo de protección del derecho fundamental del medio ambiente 
equilibrado y adecuado reconocido en la constitución política del Perú. 
 
1.4. OBJETIVOS 
1.4.1. OBJETIVO GENERAL 
Determinar las implicancias que tiene el  proceso de amparo como 
mecanismo de protección del derecho fundamental del medio ambiente 
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equilibrado y adecuado reconocido en la constitución política del Perú. 
1.4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
- Analizar si el proceso de amparo en el Perú constituye un mecanismo de 
protección judicial efectivo del derecho fundamental al medio ambiente. 
- Identificar y describir las decisiones emitidas por el Tribunal Constitucional 
del Perú respecto a controversias relacionadas con la protección del 
derecho al medio ambiente a través del proceso amparo. 
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CAPÍTULO II 
MARCO TEÓRICO DE LA INVESTIGACIÓN  
 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN  
Se encontraron los siguientes antecedentes de estudio relacionado con el 
problema: 
A NIVEL INTERNACIONAL 
En la escuela judicial del estado de México; se efectuó la investigación 
denominada “La responsabilidad del Estado frente al daño ambiental” tesis 
para obtener el título de maestro en derecho presentada por: Abraham 
bastida Aguilar. Arribando a las conclusiones: 
 La protección del medio ambiente es una garantía constitucional, ya 
que el Estado esta obligado a preservar el medio ambiente, problema que a 
todos nos afecta como colectividad y cualquier ciudadano debe tener el 
Derecho de demandar, la reparación del daño al Estado, cuando se le afecte 
su medio ambiente. 
Actualmente, la protección al medio ambiente, se ha convertido en una 
preocupación del Estado a partir de que se  observó que se deterioraban los 
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ecosistemas con el peligro de amenazar la presencia de todo ser vivo en la 
tierra, esta preocupación que primero se presentó a nivel de los Organismos 
Internacionales, se fue incorporando en tratados y convenciones 
internacionales, siendo retomado por el Derecho positivo mexicano. 
Últimamente los científicos se han  ido dotando de instrumentos de análisis, 
modelización  y previsión muchísimo más sofisticados que les permiten ser 
más agudos en su veredicto.  
El Derecho ecológico ha tenido que incorporar aspectos novedosos 
como son los relativos a proteger el medio ambiente como bien jurídicamente 
tutelado y como un Derecho humano de la más reciente generación. 
 
 A NIVEL NACIONAL 
El estudio efectuado en la PUCP, cuyo título: “Conciencia ecológica: garantía 
de un medioambiente sano” por Pacheco Vargas, María Elena Katherin;  a fin 
de optar el grado académico de Magíster en Derecho Constitucional. 
 
La finalidad del presente trabajo es exponer y analizar los instrumentos 
jurídicos concernientes al medio ambiente y los recursos naturales, 
incluyendo la normativa de diferentes sistemas jurídicos de Latinoamérica y 
de Europa. La importancia del tema, con el propósito señalado es contribuir 
al conocimiento y a la puesta en práctica del derecho al medio ambiente, 
para formar una conciencia personal y colectiva sobre su trascendencia, más 
que una disposición sancionatoria se busca la exposición de casos y de la 
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importancia que cada miembro de la sociedad adopte la conciencia ecológica 
que permita el cumplimiento de dicha normativa y de las declaraciones 
internacionales. 
 
2.2  BASES TEÓRICAS 
3.2.1. DERECHO AL MEDIO AMBIENTE 
A nivel del Derecho Ambiental se han ido desarrollando un conjunto de 
principios, que buscan constituirse en puntos de partida a partir de los 
cuales se desarrollen las acciones orientadas a proteger el medio ambiente. 
Tales principios han tenido un desarrollo importante en el denominado 
Derecho Internacional Ambiental, en particular en la Declaración de Río 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. 
Sobre la repercusión de estos principios en el ámbito del derecho 
internacional se ha señalado: 
Los principios del derecho ambiental han jugado un jugado un rol 
importante en el desarrollo de las normas el derecho internacional 
ambiental y ha dado lugar a normas jurídicas más específicas. Desde 
que más y más normas jurídicas y objetivas claras (prohibiciones y 
reducción de emisiones) han sido aceptadas en tratados, la 
búsqueda de principios de derecho ambiental que posean el carácter 
de norma consuetudinaria ha sido menos esencial. En vez de buscar 
nuevos principios, el derecho internacional del medio ambiente ha 
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alcanzado un momento para la estabilidad y la implementación de 
sus principios y normas jurídicas […]. (Maes 2007: 224-225) 
 
A nivel nacional, los principios que rigen la protección del medio 
ambiente se encuentran en la Ley General de Ambiente (2005), definidos 
de la siguiente manera: 
- Principio de sostenibilidad: Conforme al artículo V de la Ley, la 
gestión del ambiente y de sus componentes, así como el ejercicio y la 
protección de los derechos que establece la ley “se sustentan en la 
integración equilibrada de los aspectos sociales, ambientales y económicos 
del desarrollo nacional, así como en la satisfacción de las necesidades de 
las actuales y futuras generaciones”.  
- Principio de prevención: Conforme al artículo VI de la Ley, la gestión 
ambiental, tiene como objetivos prioritarios prevenir, vigilar y evitar la 
degradación ambiental. Cuando no sea posible eliminar las causas que la 
generan, se adoptan las medidas de mitigación, recuperación, restauración 
o eventual compensación, que correspondan. 
- Principio de internalización de costos: Conforme al artículo VIII de la 
Ley, toda persona natural o jurídica, pública o privada, debe asumir el costo 
de los riesgos o daños que genere sobre el ambiente. El costo de las 
acciones de prevención, vigilancia, restauración, rehabilitación, reparación y 
la eventual compensación, relacionadas con la protección del ambiente y 
de sus componentes de los impactos negativos de las actividades humanas 
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debe ser asumido por los causantes de dichos impactos.  
- Principio de responsabilidad ambiental: Conforme al artículo IX de la 
Ley, el causante de la degradación del ambiente y de sus componentes, 
sea una persona natural o jurídica, pública o privada, está obligado a 
adoptar inexcusablemente las medidas para su restauración, rehabilitación 
o reparación según corresponda o, cuando lo anterior no fuera posible, a 
compensar en términos ambientales los daños generados, sin perjuicio de 
otras responsabilidades administrativas, civiles o penales a que hubiera 
lugar.  
- Principio de equidad: Conforme al artículo X de la Ley, el diseño y la 
aplicación de las políticas públicas ambientales deben contribuir a erradicar 
la pobreza y reducir las inequidades sociales y económicas existentes; y al 
desarrollo económico sostenible de las poblaciones menos favorecidas. En 
tal sentido, el Estado podrá adoptar, entre otras, políticas o programas de 
acción afirmativas, entendidas como el conjunto coherente de medidas de 
carácter temporal dirigidas a corregir la situación de los miembros del grupo 
al que están destinadas, en un aspecto o varios de su vida social o 
económica, a fin de alcanzar la equidad efectiva. 
- Principio de Gobernanza Ambiental: Conforme al artículo XI de la 
Ley, este princiopio rige el diseño y aplicación de las políticas públicas 
ambientales […] que conduce a la armonización de las políticas, 
instituciones, normas, procedimientos, herramientas e información de 
manera tal que sea posible la participación efectiva e integrada de los 
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actores públicos y privados, en la toma de decisiones, manejo de conflictos 
y construcción de consensos, sobre la base de responsabilidades 
claramente definidas, seguridad jurídica y transparencia.  
 
Junto con todos estos principios, el denominado Principio precautorio es 
uno de los que mayor atención ha generado, y que incluso ha servido de 
sustento para decisiones de especial importancia del Tribunal Constitucional 
respecto a la protección del derecho al medio ambiente a través del proceso 
constitucional de amparo, por lo cual se considera apropiado desarrollarlo de 
forma separada. 
El punto de partida para el análisis jurídico de todo derecho fundamental 
es identificar y delimitar su contenido, aspecto esencial para la adecuada 
evaluación de los presupuestos procesales que corresponden ser analizados 
cuando se da inicio a una demanda de amparo orientada a su protección. La 
precisión sobre los alcances del derecho fundamental al medio ambiente 
implica asumir en esta parte del trabajo una perspectiva de análisis propia del 
Derecho Constitucional, en particular de la Teoría de los Derechos 
Fundamentales. 
 
3.2.1.1. ELEMENTOS PARA DELIMITAR EL CONTENIDO DE LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES 
Delimitar el contenido de un derecho fundamental implica determinar 
aquellas facultades que lo integran o caracteres que lo prefiguran frente 
a los demás (Aba 2001: 30-31). En este sentido, se entiende por 
15 
 
 
 
delimitación de un derecho fundamental el ámbito máximo de extensión 
de este derecho, su definición jurídica, esto es, la determinación de las 
facultades que, en un primer momento, la norma fundamental parece 
incluir en su protección (Naranjo 2000: 35). 
La delimitación del contenido de un derecho fundamental es una 
tarea que se realiza de modo permanente, lo que permite perfeccionar 
sus alcances en atención a las exigencias de la realidad. Como ha 
señalado el Tribunal Constitucional peruano, “los derechos 
constitucionales albergan contenidos axiológicos que, por su propia 
naturaleza, pueden y deben desarrollarse, proyectando su vis expansiva 
a través de remozadas y, otrora,inusitadas manifestaciones”2 
Respecto a los elementos que deben tomarse en cuenta para 
delimitar el contenido de un derecho fundamental se ha señalado: 
La delimitación del derecho puede comprender tres componentes: un 
elemento subjetivo, un elemento sustantivo y, finalmente, un elemento 
formal. Llamamos elemento subjetivo de la delimitación del derecho 
fundamental al conjunto de sujetos activos y pasivos del mismo. Se 
establece así quién puede ser titular del derecho fundamental y frente a 
quién se puede ejercer, a quién obliga. El elemento objetivo del ámbito 
del derecho, por su parte, haría referencia al objeto del derecho, 
conjunto de facultades o ámbito de inviolabilidad que éste otorga a sus 
                                                          
2 Sentencia 1124-2001-AA/TC (caso Sindicato Unitario de Trabajadores de Telefónica del Perú 
S.A. y FETRATEL), publicada el 11 de setiembre del 2002, fundamento 8. 
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titulares. Finalmente, el elemento formal, lo constituyen las garantías 
específicas que pueda poseer, en su caso, el derecho fundamental. 
(Naranjo 2000: 35) 
 
En consecuencia, para delimitar el contenido de un derecho fundamental se deben 
considerar los siguientes aspectos: 
- Titularidad del derecho (identificación del sujeto activo).  
- Autoridad, funcionario o persona que está obligada a realizar una 
determinada conducta respecto a ese derecho (identificación del sujeto 
pasivo).  
- Facultades de actuación o de prestación que se derivan del derecho.  
- Garantías específicas del derecho.  
 
3.2.1.2. CONTENIDO DEL DERECHO FUNDAMENTAL AL MEDIO AMBIENTE 
Para delimitar jurídicamente el contenido de un derecho fundamental se 
debe tomar como referencia, en primer lugar, lo dispuesto en los textos 
constitucionales. Sin embargo, lo más frecuente es que estos se limiten 
a reconocer los derechos, sin precisar mayores alcances sobre su 
contenido. Ello ocurre, por ejemplo, en el caso de la Constitución 
peruana de 1993 y su reconocimiento del derecho al medio ambiente, 
pues el artículo 2º, inciso 22º, se limita a señalar que toda persona tiene 
derecho a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al 
descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al 
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desarrollo de su vida. 
El hecho que un texto constitucional no señale mayores aspectos 
relacionados con el contenido del derecho al medio ambiente implica un 
reto para los operadores jurídicos. Al comentar el citado artículo de la 
Constitución peruana, Alegre señala: 
Si bien todos intuimos qué es lo ambiental y existe consenso 
mayoritario acerca de la importancia de protegerlo desde la 
perspectiva jurídica, el alcance del derecho fundamental 
reconocido en el artículo 2º, numeral 22º, requiere aún de la clara 
determinación de su materialidad y conjuntamente con ello, de 
las herramientas jurídicas para garantizar su cumplimiento. Por el 
momento, partimos de su reconocimiento como un derecho 
fundamental y, por ende, asociado a la vida y a la dignidad del 
ser humano; de su carácter subjetivo, público, prestacional e 
incluso reaccional, así como de su estructura abierta que sitúa al 
legislador en la posibilidad de configurar su alcance a través de 
las normas legales que desarrollan el mandato constitucional, sin 
afectar su contenido esencial. Uno de los aspectos que 
consideramos también fundamentales para entender su alcance 
es su objeto jurídico vinculado al interés público y 
transgeneracional, que trasciende el ámbito de lo individual y lo 
colectivo, de lo local e incluso, de lo generacional. (Alegre 2009: 
489) 
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La falta de precisión sobre el contenido del derecho al medio 
ambiente podría llevar a que el proceso de amparo sea utilizado para hacer 
frente a cualquier problema relacionado con el medio ambiente, 
distorsionándose sus reales alcances y posibilidades de resolución de 
conflictos: 
Tratar del derecho al medio ambiente desde la perspectiva de su 
protección constitucional no debe hacerse glosando el precepto 
constitucional de cabecera y derivando luego del mismo cualesquiera 
de las múltiples vertientes del tema, o haciendo acaso inventario de 
las distintas vías de protección, civil, penal, administrativa, así como 
de los instrumentos específicos de defensa que dentro de cada uno 
de esos órdenes brindan las numerosas leyes sectoriales. Por el 
contrario, creemos que una perspectiva constitucional de este tema 
excusa de tal planteamiento y, lo que debe hacerse es seleccionar y 
estudiar los aspectos verdaderamente constitucionalizados de la 
materia, y sólo ellos. (López Menudo 1991: 161) 
 
En este sentido, la delimitación del contenido del derecho al medio 
ambiente es una labor complicada, siendo factible afirmar que respecto a su 
contenido todavía no existe una definición precisa como sí ocurre con los 
denominados derechos civiles, políticos y sociales. 
3.2.1.3. DERECHO COMPARADO 
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Ha sido en época reciente que los textos constitucionales de diversos 
países han incluido cláusulas expresas reconociendo un derecho al 
medio ambiente. En esta sección corresponde citar algunos de estos 
textos, para lo cual se seguirá un orden cronológico. 
A) Textos constitucionales de Europa 
En el caso de Europa, se debe distinguir los textos europeos en 
razón al año en que fueron emitidos. Así por ejemplo, textos 
constitucionales de la posguerra, como la Constitución de Italia de 
1947, no contemplaron una referencia expresa al derecho al medio 
ambiente, sin perjuicio de lo cual, a través de la jurisprudencia 
constitucional se ha reconocido la necesidad de garantizar su 
protección constitucional: 
 
La nostra Carta costituzionale [se refiere a la Constitución de 
Italia] non contiene riferimenti espliciti alla problematica 
ambientale, le ragioni di questo ritardo sono, evidentemente, 
storiche in quanto la questione non aveva ancora assunto la 
rilevanza che l’evolversi del progresso le ha assegnato. 
Nonostante ciò, dottrina e giurisprudenza hanno colmato il 
vuoto e sottolineato l’importanza costituzionale dell’ambiente 
attraverso l’interpretazione evolutiva di alcune disposizioni e, 
precisamente, dell’art. 2, dell’ art. 3, dell’ art. 9 , dell’ art. 32 
della Costituzione 11 . Oggi giurisprudenza costituzionale 
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consolidata considera l’ambiente alla stregua di un valore 
fondamentale dell’ordinamento giuridico. (Vollero 2001: 120) 
 
En el caso de textos constitucionales aprobados en las 
décadas finales del siglo XX la situación varía, pues sí es 
posible encontrar referencias expresas al derecho al medio 
ambiente. Este es el caso de la Constitución de Portugal de 
1976, cuyo artículo 66º inciso 1º - ubicado en el capítulo 
correspondiente a los Derechos y Deberes Sociales-señala: 
“Todos tienen derecho a un medio ambiente de vida humano, 
salubre y ecológicamente equilibrado, y el deber de 
defenderlo”. Otros ejemplos son la Constitución suiza de 1971, 
la griega de 1975, las reformas de la Constitución finlandesa 
(a partir de 1980), holandesa (1983), Sueca (en su 
Instrumento de Gobierno de 1994) y alemana (artículo 20.a, 
introducido por la reforma del 27 de octubre de 1994) (Aguado 
2001: 54). 
 
En el caso de la Constitución de España de 1978, de bastante influencia   
en el texto constitucional peruano de 1979, su artículo 45º señala: 
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el 
desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo.  
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los 
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recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y 
defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable 
solidaridad colectiva.  
3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos 
que la Ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, 
administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.  
 
Respecto al caso español es importante señalar que el citado artículo 
45º de la Constitución no se encuentra ubicado en la Sección sobre los 
Derechos Fundamentales, sino en la que corresponde a los Principios 
Rectores de la Política Social y Económica, lo cual no ha sido impedimento 
para su protección a través de los procesos constitucionales. Sin embargo, 
sobre el nivel de tutela de este derecho se ha señalado: 
La protección por vía judicial ordinaria y por vía de amparo constitucional 
del derecho a un medio ambiente adecuado arroja desiguales resultados. 
Siendo destacable el que se acepte sin discusión que una injerencia 
medioambiental puede impedir el efectivo ejercicio de algunos derechos 
fundamentales, se aprecia una discrepancia entre el Tribunal Constitucional 
y los tribunales ordinarios al tomar en consideración las condiciones en que 
dicha injerencia sería o no constitutiva de una violación del derecho 
fundamental cuyo ejercicio interfiere. Resulta más progresiva la 
jurisprudencia desarrollada a este respecto por los Tribunales Superiores 
de Justicia y por el Tribunal Supremo que la seguida a este respecto 
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por el Tribunal Constitucional, criticable en la medida que –apartándose de 
la jurisprudencia del Tribunal de Estrasbrugo […]- no ha tomado en 
consideración la relevancia de la naturaleza del derecho fundamental 
afectado por la injerencia medioambiental ni su importancia específica para 
el particular a la hora de determinar su violación. (García San José 2003: 
29-30) 
En este sentido, los problemas centrales relacionados con el derecho 
al medio ambiente se relacionan principalmente con el grado de protección 
efectiva que reciben por parte de los órganos jurisdiccionales del Estado. 
En todo caso, a efectos de esta parte de la investigación corresponde 
señalar que las disposiciones constitucionales en Europa continental suelen 
limitarse al reconocimiento del mencionado derecho, junto con algunas 
disposiciones de alcance general, lo que en parte obedece a que se trata de 
textos expedidos hace varios años atrás, cuando la materia todavía no era 
objeto de un desarrollo constitucional más amplio, a diferencia de lo que 
viene ocurriendo con los más recientes textos constitucionales, muchos de 
ellos provenientes de América Latina. 
 
B) Textos constitucionales de América Latina 
América Latina es una región en donde son frecuentes los cambios 
de textos constitucionales. Mientras que algunos países han logrado 
mantener una estabilidad respecto al texto completo de los mismos –
con las modificaciones parciales que siempre son necesarias-, en 
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otros hemos asistido en años recientes a cambios sustantivos y de 
importancia. Por ello, vamos a hacer mención a los textos 
constitucionales que actualmente se encuentran vigentes, mas no a 
aquellos que fueron modificados en su integridad. Como premisa 
importante sobre este tema se debe señalar: 
En América Latina se ha generalizado en los nuevos textos 
constitucionales el reconocimiento del derecho de todas las 
personas a un ambiente adecuado, en un proceso de 
“enverdecimiento” de las Constituciones Políticas de esta 
región del mundo. Este constitucionalismo ambiental 
constituye una ruptura con el modelo constitucional liberal 
diseñado como instrumento de la revolución industrial y 
basado en la supremacía de la propiedad privada y el libre 
mercado. El constitucionalismo ambiental se orienta a la 
conformación de un Estado Regulador de equilibrio en la 
relación sociedad-mercado. (Kresalja y Ochoa 2009: 333) 
 
En este sentido, y siguiendo también un orden cronológico, haremos 
mención en primer lugar a la Constitución de Chile, vigente desde 1980 
pero con diversas reformas, en cuyo artículo 19º inciso 8º se señala: 
La Constitución asegura a todas las personas: 
El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Es deber 
del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la 
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preservación de la naturaleza. La ley podrá establecer restricciones 
específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para 
proteger el medio ambiente. 
 
Otra referencia importante lo constituye la Constitución de Colombia de 
1991, en cuyo artículo 79º establece: 
Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan 
afectarlo. 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, 
conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la 
educación para el logro de estos fines. 
En el caso de Argentina su texto constitucional de 1994 contiene un 
capítulo que lleva por título “Nuevos derechos”, en el cual se incluyen 
disposiciones relacionadas con los derechos de los usuarios y 
consumidores (artículo 42º), la iniciativa legislativa y la consulta popular 
para la aprobación de leyes (artículos 39º y 40º), y también un artículo 
específico sobre el derecho al medio ambiente (artículo 41º), cuyo texto es 
el siguiente: 
Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, 
apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas 
satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las 
generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental 
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generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca 
la ley. 
Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la 
utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del 
patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y 
educación ambientales. 
Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los 
presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias 
para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales. 
Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o 
potencialmente peligrosos, y de los radiactivos. 
En época reciente, dos países de la región andina han dado nuevos 
textos constitucionales, con interesantes contenidos relacionados con el 
derecho al medio ambiente. En el caso de la Constitución de Bolivia del 
2008, el artículo 33º señala: “Las personas tienen derecho a un medio 
ambiente saludable, protegido y equilibrado. El ejercicio de este derecho 
debe permitir a los individuos y colectividades de las presentes y futuras 
generaciones, además de otros seres vivos, desarrollarse de manera 
normal y permanente”. Este artículo se encuentra en la sección 
correspondiente a los Derechos Sociales y Económicos, en una sub 
sección denominada de forma expresa como Derecho al Medio Ambiente. 
En ella, junto con el citado artículo 33º, se incluye un artículo de alcance 
procesal (artículo 34º), sobre la legitimidad para la tutela de este 
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derecho, el cual señala: “Cualquier persona, a título individual o en 
representación de una colectividad, está facultada para ejercitar las 
acciones legales en defensa del derecho al medio ambiente, sin perjuicio 
de la obligación de las instituciones públicas de actuar de oficio frente a los 
atentados contra el medio ambiente”. 
 
En el caso del Ecuador, el texto constitucional aprobado en el 2008 
dispone lo siguiente en su artículo 14º: “Se reconoce el derecho de la 
población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que 
garantice la sostenibilidad y el buen vivir, sumak kawsay […]”. Este artículo 
se encuentra en el Título II de la Constitución, sobre los Derechos, en el 
Capítulo Segundo, denominado Derechos del buen vivir, en la Sección 
Segunda, que lleva por nombre Ambiente Sano. Esta Sección consta de 
dos artículos. En el primero (artículo 14º) se realiza en primer lugar una 
mención al derecho, para inmediatamente agregar que “se declara de 
interés público la preservación del ambiente, la conservación de los 
ecosistemas, la biodiversidad y la integridad del patrimonio genético del 
país, la prevención del daño ambiental y la recuperación de los espacios 
naturales degradados”. El siguiente artículo (número 15º) establece una 
serie de aspectos particularmente interesantes, que actúan como garantías 
de índole constitucional para la protección del derecho. En este sentido, 
dispone determinadas obligaciones para el Estado, así como prohíbe 
determinadas actividades que puedan afectar el medio ambiente: 
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El Estado promoverá, en el sector público y privado, el uso de 
tecnologías ambientalmente limpias y de energías alternativas no 
contaminantes y de bajo impacto. La soberanía energética no se alcanzará 
en detrimento de la soberanía alimentaria, ni afectará el derecho al agua. 
Se prohíbe el desarrollo, producción, tenencia, comercialización, 
importación, transporte, almacenamiento y uso de armas químicas, 
biológicas y nucleares, de contaminantes orgánicos persistentes altamente 
tóxicos, agroquímicos internacionalmente prohibidos, y las tecnologías y 
agentes biológicos experimentales nocivos y organismos genéticamente 
modificados perjudiciales para la salud humana o que atenten contra la 
soberanía alimentaria o los ecosistemas, así como la introducción de 
residuos nucleares y desechos tóxicos al territorio nacional. 
En consecuencia, el derecho al medio ambiente viene siendo 
reconocido como un derecho fundamental en los textos constitucionales de 
diversos países, apreciándose que las constituciones más recientes buscan 
incluir obligaciones más específicas de los Estados orientadas a su 
protección. 
 
3.2.1.4. CONSTITUCIONES DEL PERÚ 
En el caso peruano, un antecedente importante sobre el reconocimiento 
del derecho al medio ambiente como derecho fundamental se 
encuentran en el artículo 123º de la Constitución de 1979, que 
establecía lo siguiente: 
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Todos tienen el derecho de habitar en ambiente saludable, 
ecológicamente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida y la 
preservación del paisaje y la naturaleza. Todos tienen el deber de 
conservar dicho ambiente. Es obligación del Estado prevenir y controlar 
la contaminación ambiental. 
Esta disposición constitucional no se encontraba en la sección 
correspondiente a los Derechos Fundamentales sino en el capítulo 
correspondiente a los Recursos Naturales, ubicado a su vez en el Título 
sobre el Régimen Económico. En cuanto a su contenido, el citado 
artículo 123º reconocía un derecho y a la vez establecía una obligación 
de alcance general para todas las personas. Asimismo, precisaba de 
forma expresa la obligación del Estado de prevenir y controlar la 
contaminación ambiental. 
 
Si bien una de las características de la Constitución de 1993 fue 
reducir el contenido de los derechos fundamentales, en particular los de 
índole social, mantuvo el reconocimiento del derecho al medio 
ambiente, ubicándolo en la sección correspondiente a los derechos 
fundamentales (artículo 2º, inciso 22º) aunque de forma conjunta con 
otros derechos cuyo contenido no se encuentra relacionado con el 
medio ambiente, como el derecho a la paz, a la tranquilidad, al disfrute 
del tiempo libre y al descanso. Para algunos autores, el texto 
constitucional de 1979 era mejor respecto al tratamiento de este 
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derecho (Alegre 2009: 470-471). 
 
A diferencia del texto constitucional anterior, la actual 
Constitución no señala –junto con el reconocimiento del derecho- 
obligación alguna del Estado con relación a la preservación del medio 
ambiente o a la necesidad de evitar la contaminación ambiental. Estos 
temas aparecen tratados en una sección diferente de la Constitución, en 
el Capítulo II (Del Ambiente y los Recursos Naturales) del Título III (del 
Régimen económico), a través de los siguientes artículos: 
 
- Artículo 66.- Señala que los recursos naturales, renovables y no renovables, 
son patrimonio de la Nación y que el Estado es soberano en su 
aprovechamiento. Establece que por ley orgánica se fijan las condiciones de 
su utilización y de su otorgamiento a particulares3 y que la concesión otorga a 
su titular un derecho real, sujeto a dicha norma legal.  
- Artículo 67.- Establece que el Estado determina la política nacional del 
ambiente y que promueve el uso sostenible de sus recursos naturales.  
- Artículo 68.- Establece la obligación del Estado de promover la conservación 
de la diversidad biológica y de las áreas naturales protegidas.  
- Artículo 69.- Señala que el Estado promueve el desarrollo sostenible de la 
Amazonía con una legislación adecuada.  
 
                                                          
3 ley es la Nº 26821, Ley Orgánica para el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, 
publicada el 26 de junio de 1997 en el diario oficial El Peruano. 
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Estos artículos, junto con el reconocimiento del derecho al medio ambiente 
equilibrado y adecuado previsto en el artículo 2º, inciso 22º, constituyen nuestra 
“Constitución Ecológica”. 
 
3.2.1.5. MARCO NORMATIVO E INSTITUCIONES CREADAS PARA 
GARANTIZAR EL MEDIO AMBIENTE 
Son diversos los aspectos relacionados con la obligación del Estado de 
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos fundamentales, así 
como variadas las medidas que pueden ser establecidas con este 
objetivo. 
En lo que se refiere a la supresión de normas y prácticas que 
impliquen una violación del derecho al medio ambiente, especial 
importancia adquiere la jurisprudencia constitucional, pues conforme se 
vayan resolviendo controversias relacionadas con esta materia, será 
posible identificar las normas o prácticas que deban ser dejadas de 
lado. Ello explica la necesidad de que los litigantes puedan plantear 
ante los tribunales casos particularmente relevantes, que permitan 
alcanzar ese objetivo, especialmente tratándose del derecho al medio 
ambiente, cuya protección interesa a un colectivo indeterminado de 
personas. 
 
En cuanto a la expedición de normas y el desarrollo de prácticas 
conducentes a la efectiva observancia del derecho al medio ambiente, 
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todos los Estados deben contar con un marco normativo, instituciones y 
políticas públicas orientadas a dicho objetivo. A efectos del presente 
trabajo consideramos necesario realizar una breve reseña del marco 
normativo vigente en el Perú con relación al medio ambiente y de las 
principales entidades de alcance nacional con competencia en torno a 
esta materia. 
 
 
3.2.1.6.  LEGISLACIÓN AMBIENTAL 
En el Perú, un avance importante sobre este tema significó la 
aprobación, en el año 2005, de la Ley Nº 28611, Ley General del 
Ambiente, publicada el 15 de octubre del 2005 en el diario oficial El 
Peruano4. Esta norma consta de un Título Preliminar, 154 artículos y 
cinco disposiciones transitorias, complementarias y finales. El artículo I 
del Título Preliminar precisa la doble perspectiva del medio ambiente, 
como un derecho y un deber. En este sentido señala: 
 
Artículo I.- Del derecho y deber fundamental 
                                                          
4 Ley Nº 28245, Ley marco del sistema nacional de gestión ambiental, publicada el 8 de junio del 
2004 en el diario oficial El Peruano. Conforme al artículo 1º de esta Ley, la misma tiene por 
objetivo “asegurar el más eficaz cumplimiento de los objetivos ambientales de las entidades 
públicas; fortalecer los mecanismos de transectorialidad en la gestión ambiental, el rol que le 
corresponde al Consejo Nacional del Ambiente - CONAM, y a las entidades sectoriales, regionales 
y locales en el ejercicio de sus atribuciones ambientales a fin de garantizar que cumplan con sus 
funciones y de asegurar que se evite en el ejercicio de ellas superposiciones, omisiones, 
duplicidad, vacíos o conflictos”. 
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Toda persona tiene el derecho irrenunciable a vivir en un ambiente 
saludable, equilibrado y adecuado para el pleno desarrollo de la vida, y el 
deber de contribuir a una efectiva gestión ambiental y de proteger el 
ambiente, así como sus componente asegurando particularmente la salud 
de las personas en forma individual y colectiva, la conservación de la 
diversidad biológica, el aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales y el desarrollo sostenible del país. 
 
En los siguientes artículos del Título Preliminar se establece la 
relación entre el derecho al medio ambiente y otros derechos 
fundamentales, como el acceso a la información (artículo II), la participación 
(artículo III) y el acceso a la justicia (artículo IV). Asimismo, se precisan los 
alcances de los principios desarrollados en el ámbito del Derecho 
Ambiental, como el de sostenibilidad (artículo V), prevención (artículo VI), 
precautorio (artículo VII), internalización de costos (artículo VI), 
responsabilidad ambiental (artículo VIII), equidad (artículo IX) y gobernanza 
ambiental (artículo X). 
 
Luego del Título Preliminar, la Ley se divide en cuatro títulos. El 
Título I aborda la Política Nacional de Ambiente y Gestión Ambiental, y 
define la primera como “el conjunto de lineamientos, objetivos, estrategias, 
metas, programas e instrumentos de carácter público, que tiene como 
propósito definir y orientar el accionar de las entidades del Gobierno 
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Nacional, regional y local, y del sector privado y de la sociedad civil, en 
materia ambiental” (artículo 8.1). Por su parte, la Gestión Ambiental es 
definida como “un proceso permanente y continuo, constituido por el 
conjunto estructurado de principios, normas técnicas, procesos y 
actividades, orientado a administrar los intereses, expectativas y recursos 
relacionados con los objetivos de la política ambiental y alcanzar así, una 
mejor calidad de vida y el desarrollo integral de la población, el desarrollo 
de las actividades económicas y la conservación del patrimonio ambiental y 
natural del país” (artículo 13). 
 
En el marco de estas definiciones a través de la ley se precisan los 
aspectos centrales del denominado Sistema Nacional de Gestión 
Ambiental, señalándose que el mismo (artículo 14): 
 
- Tiene a su cargo la integración funcional y territorial de la política, normas e 
instrumentos de gestión, así como las funciones públicas y relaciones de 
coordinación de las instituciones del Estado y de la sociedad civil, en materia 
ambiental.  
- Se constituye sobre la base de las instituciones estatales, órganos y oficinas 
de los distintos ministerios, organismos públicos descentralizados e 
instituciones públicas a nivel nacional, regional y local que ejercen 
competencias y funciones sobre el ambiente y los recursos naturales; así como 
por los Sistemas Regionales y Locales de Gestión Ambiental, contando con la 
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participación del sector privado y la sociedad civil.  
- Tiene a la Autoridad Ambiental Nacional como el ente rector del Sistema.  
 
En el ámbito de la Gestión Ambiental, la ley precisa que son instrumentos de la 
misma (artículo 17º): 
 
[…] los sistemas de gestión ambiental, nacional, sectoriales, regionales o 
locales; el ordenamiento territorial ambiental; la evaluación del impacto 
ambiental; los Planes de Cierre; los Planes de Contingencias; los 
estándares nacionales de calidad ambiental; la certificación ambiental, las 
garantías ambientales; los sistemas de información ambiental; los 
instrumentos económicos, la contabilidad ambiental, estrategias, planes y 
programas de prevención, adecuación, control y remediación; los 
mecanismos de participación ciudadana; los planes integrales de gestión de 
residuos; los instrumentos orientados a conservar los recursos naturales; 
los instrumentos de fiscalización ambiental y sanción; la clasificación de 
especies, vedas y áreas de protección y conservación; […]”. 
 
En esta misma sección de la ley se hace mención al Sistema Nacional de 
Evaluación de Impacto Ambiental (artículo 24º) que cuenta con una regulación 
especial a través de la Ley Nº 29325, Ley del Sistema Nacional de Evaluación y 
Fiscalización Ambiental, publicada el 5 de marzo del 2009 en el diario oficial El 
Peruano. Corresponde al Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental 
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(OEFA) asumir la competencia en torno a este tema. 
 
De otro lado, en el capítulo 4 del Título I de la Ley General del Ambiente se 
aborda el tema del Acceso a la Información Ambiental y la Participación 
Ciudadana. 
 
Por su parte, el Título II de la Ley está dedicado el tema de los Sujetos de la 
Gestión Ambiental, con referencia a las competencias ambientales del Estado en 
general, de las autoridades públicas, de la población ambiental y de las empresas; 
mientras que el Título III está dedicado al tema de la Integración de la Legislación 
Ambiental, desarrollándose materias como el aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales (artículos 84 al 96), la conservación de la diversidad biológica 
(artículos 97 al 112), la calidad ambiental (artículos 113 al 122), y la ciencia, 
tecnología y educación ambiental (artículos 123 al 129). Finalmente, el Título IV 
aborda la responsabilidad por daño ambiental, desarrollándose materias como la 
fiscalización y control (artículos 130 al 134), el régimen de responsabilidad por 
daño ambiental (artículos 135 al 150) y los medios para la resolución y gestión de 
conflictos ambientales (artículos 151 al 154). 
 
Como se aprecia, el marco normativo sobre el medio ambiente en el Perú 
es bastante completo y complejo; sin embargo, como ocurre con relación a otras 
materias que requieren especial atención, dicho marco no es suficiente para 
garantizar el derecho al medio ambiente. 
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3.2.1.7. ENTIDADES ESTATALES 
Mediante la Ley Nº 26410, publicada el 22 de diciembre de 1994 en el 
diario oficial El Peruano, se creó el Consejo Nacional del Ambiente 
(Conam) como el “organismo descentralizado, con personería jurídica 
de derecho público interno, con autonomía funcional, económica, 
financiera, administrativa y técnica” que dependía de la Presidencia del 
Consejo de Ministros. Posteriormente, mediante el Decreto Legislativo 
Nº 1013, publicado el 14 de mayo del 2008, se creó el Ministerio del 
Ambiente, que asumió las funciones del Conam. En el artículo 3º de 
este decreto se precisa la competencia de este Ministerio de la siguiente 
manera: 
El objeto del Ministerio del Ambiente es la conservación del 
ambiente, de modo tal que se propicie y asegure el uso sostenible, 
responsable, racional y ético de los recursos naturales y del medio que 
los sustenta, que permita contribuir al desarrollo integral social, 
económico y cultural de la persona humana, en permanente armonía 
con su entorno, y así asegurar a las presentes y futuras generaciones el 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida. 
 
En cuanto a sus competencias, el artículo 4º señala que el 
Ministerio del Ambiente “es el organismo del Poder Ejecutivo rector del 
sector ambiental, que desarrolla, dirige, supervisa y ejecuta la política 
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nacional del ambiente. Asimismo, cumple la función de promover la 
conservación y el uso sostenible de los recursos naturales, la diversidad 
biológica y las áreas naturales protegidas”. Asimismo, dispone que su 
actividad “comprende las acciones técnico-normativas de alcance 
nacional en materia de regulación ambiental, entendiéndose como tal el 
establecimiento de la política, la normatividad específica, la 
fiscalización, el control y la potestad sancionadora por el incumplimiento 
de las normas ambientales en el ámbito de su competencia, la misma 
que puede ser ejercida a través de sus organismos públicos 
correspondientes”. 
 
Junto con el Ministerio de Ambiente, existen otras entidades 
estatales que tienen importantes competencias sobre la materia. De 
modo particular, interesa hacer mención a las siguientes: 
 
- Tribunal de Solución de Controversias Ambientales: Conforme al artículo 13º 
del Decreto Legislativo Nº 1013, este tribunal es el órgano encargado de 
“resolver los conflictos de competencia en materia ambiental y la última 
instancia administrativa respecto de los procedimientos administrativos que se 
precisan en el reglamento de la presente ley. Asimismo, es competente para 
resolver conflictos en materia ambiental a través de la conciliación u otros 
mecanismos de solución de controversias extrajudiciales, constituyéndose en 
la instancia previa extrajudicial de carácter obligatorio antes de iniciar una 
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acción judicial en materia ambiental”.  
 
Mediante el Decreto Supremo Nº 15-2011-MINAM, publicado el 9 de 
julio del 2011, se aprobó el Reglamento Interno del Tribunal de Solución de 
Controversias Ambientales. En el artículo 4º de esta norma se precisa que son 
competencias del Tribunal: a) Resolver en última instancia administrativa los 
recursos administrativos interpuestos contra los actos administrativos en 
materia ambiental emitidos por las instancias del MINAM. b) Resolver en casos 
de conflicto de competencia entre dos o más entidades públicas de ámbito 
nacional, regional y/o local, cuál de ellas debe actuar como autoridad 
competente cuando éstas se atribuyan funciones ambientales de carácter 
normativo, fiscalizador o sancionador sobre una misma actividad; así como en 
el procedimiento administrativo de certificación ambiental de proyectos de 
inversión pública, privada y de capital mixto, y, de aprobación de otros 
instrumentos de gestión ambiental complementarios. c) Resolver conflictos en 
materia ambiental a través de la conciliación u otros mecanismos de solución 
de controversias extrajudiciales, constituyéndose en la instancia previa 
extrajudicial de carácter obligatorio antes de iniciar una acción judicial en 
materia ambiental. 
 
- Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA): Conforme a la 
Segunda Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo Nº 1013, 
esta entidad estatal es el organismo encargado de la fiscalización, la 
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supervisión, el control y la sanción en materia ambiental.  
- Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado: De acuerdo 
con la Segunda Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo Nº 
1013, esta entidad es el ente rector del Sistema Nacional de Áreas Naturales 
Protegidas por el Estado (SINANPE) y se constituye en su autoridad técnico-
normativa. El Instituto Nacional de Recursos Naturales (INRENA)5 pasó a 
formar parte del SINANPE.  
- Autoridad Nacional del Agua: Esta entidad estatal fue creada mediante la 
Primera Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo Nº 997, que 
aprueba la  Ley de  Organización  y Funciones  del Ministerio  de Agricultura.  
Entre sus competencias se encuentra “dictar las normas y establecer los 
procedimientos para la gestión integrada y sostenible de los recursos hídricos” 
así como “elaborar la Política y Estrategia Nacional de Recursos Hídricos y el 
Plan Nacional de Recursos Hídricos, ejerciendo potestad sancionadora en la 
materia de su competencia, aplicando las sanciones de amonestación, multa, 
inmovilización, clausura o suspensión por las infracciones que serán 
determinadas por Decreto Supremo y de acuerdo al procedimiento que se 
apruebe para tal efecto, ejerciendo en caso corresponda la facultad de 
ejecución coactiva”. 
 
 
                                                          
5 El INRENA fue creado mediante el Decreto Ley Nº 25902, Ley Orgánica del Ministerio de 
Agricultura, publicado el 29 de noviembre de 1992, y definido como el “organismo encargado de 
promover el uso racional y la conservación de los recursos naturales […]”. 
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Como se aprecia, aparte de las normas que regulan la protección del medio 
ambiente, existen en el Perú entidades estatales con competencia para ejecutar y 
supervisar su cumplimiento. Sin embargo, el desempeño de las labores de estas 
entidades aún no es satisfactorio, como lo demuestra el hecho que muchas 
controversias importantes relacionadas con la protección del derecho al medio 
ambiente se hayan canalizado a través del proceso de amparo. 
 
3.2.1.8. OBLIGACIÓN DE PREVENIR, INVESTIGAR, SANCIONAR Y 
REPARAR LAS VIOLACIONES A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. 
 
La obligación de garantizar los derechos humanos comprende un 
conjunto de obligaciones específicas, que se explican en forma aparte 
por razones didácticas. En este sentido, los Estados "deben prevenir, 
investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la 
Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del 
derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños 
producidos por la violación de los derechos humanos" (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 1988: 35).  
 
En otros términos: 
 
[…] el Estado está en el deber jurídico de prevenir, razonablemente, las 
violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente 
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con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido 
dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los 
responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a 
la víctima adecuada reparación. (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos 1988: 36). 
 
En cuanto a la obligación específica de prevenir se ha señalado que comprende 
todas aquellas medidas: 
 
[…] de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la 
salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren que las eventuales 
violaciones a los mismos sean efectivamente consideradas y tratadas como 
un hecho ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear sanciones para 
quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las víctimas por 
sus consecuencias perjudiciales. (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos 1988: 36) 
 
En el ámbito del Derecho Ambiental, esta obligación merece especial atención si 
se toma en cuenta que existen muchas situaciones que afectan el medio ambiente 
y que de haberse adoptado medidas preventivas, podrían haber sido evitadas: “La 
cultura de la prevención debe constituirse en una política de Estado, para no tener 
que lamentar víctimas y costos –incluyendo los ambientales- que se pueden 
reducir de manera razonable sobre la base de una oportuna prevención y 
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sistemas institucionales de alerta confiables y de atención debida” (Foy 2009: 
139). 
En cuanto a la obligación de investigar toda situación de violación de los derechos 
humanos se ha señalado: 
 
Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no 
se restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima la plenitud de sus 
derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre 
y pleno ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción. Lo mismo es 
válido cuando se tolere que los particulares o grupos de ellos actúen libre o 
impunemente en menoscabo de los derechos humanos reconocidos en la 
Convención.  
 
Esta obligación debe tener un sentido y ser asumida por el Estado 
como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de intereses 
particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus 
familiares o de la aportación privada de elementos probatorios, sin que la 
autoridad busque efectivamente la verdad. (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos 1988: 37) 
 
En este sentido, toda denuncia sobre una violación del derecho al 
medio ambiente debe ser investigada por las autoridades respectivas del 
Estado, a efectos de determinar las responsabilidades del caso y las 
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sanciones correspondientes. Lamentablemente, la falta de investigación y 
sanción de quienes atentan contra este derecho se ha convertido en una 
constante en nuestro país. 
 
La renuncia de un Estado a investigar y sancionar cualquier violación 
del derecho al medio ambiente resulta particularmente grave por el impacto 
que esta omisión tiene sobre la sociedad. Esta impunidad tiene un efecto 
directo, cual es promover la falta de previsión por los posibles daños que se 
puedan generar al medio ambiente, ante la ineficacia de las sanciones para 
revertir y evitar que tales hechos vuelvan a ocurrir. Esto solamente puede 
ser evitado mediante la acción decisiva de los Estados de castigar a los 
autores de actos que afectan el medio ambiente. 
 
A nuestra consideración, el análisis de estas obligaciones del Estado 
implica evaluar las vías o mecanismos establecidos para la protección de 
un derecho. En el caso concreto del derecho al medio ambiente, este 
trabajo se centra en su protección a través del proceso constitucional de 
amparo. Sin embargo, es importante hacer referencia a otras dos 
modalidades de protección, como las que se ofrecen en sede penal y 
administrativa. Esto permitirá, asimismo, aproximarnos a los límites y 
posibilidades de la tutela constitucional, por cuanto a través del proceso de 
amparo no se busca resolver cualquier problema ambiental sino aquellos 
identificados como amenaza o vulneración del derecho al medio ambiente, 
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en cuanto a su contenido constitucional se refiere. 
 
De otro lado, los reales niveles de protección del medio ambiente a 
través de vías procesales penales o de vías administrativas debe servir 
para reforzar la importancia de los procesos constitucionales, pues lo que 
en última instancia se busca, no es tanto que existan diversos mecanismos 
de protección, sino que estos sean efectivos. Además, a diferencia de lo 
que ocurre con el derecho penal, si la protección a través del amparo 
fracasa, se estará afectando el derecho a la protección judicial de los 
derechos fundamentales. 
 
3.2.1.9. PROTECCIÓN PENAL 
En las últimas décadas el medio ambiente ha sido considerado como un 
bien jurídico que debe ser protegido a través del Derecho Penal, lo cual 
ha dado lugar a que de forma progresiva en diversos ordenamientos 
jurídicos se modifiquen los respectivos códigos penales, a fin de 
incorporar capítulos específicos sobre esta materia. Por lo general, esto 
ha ocurrido dentro del marco de reformas penales que han buscado 
incorporar en diversos ordenamientos jurídicos la protección penal de 
derechos colectivos o supraindividuales, tendencia que no ha estado 
libre de críticas, por el uso de tipos penales cuya definición no siempre 
queda del todo clara: 
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[…] la irrupción de los bienes jurídico-penales colectivos en el Derecho 
Penal –entre ellos el medio ambiente- está haciendo temblar los 
cimientos garantistas que a éste caracterizaban. Los nuevos ámbitos de 
actividad social traen a un primer plano objetos de protección de 
características supraindividuales, que están siendo tutelados empleando 
la técnica de la tipificación de los denominados “delitos de peligro”. La 
tutela penal del medio ambiente se caracteriza por los siguientes 
rasgos: a) por ser resultado de una dirección actual de la Política 
criminal de claras tendencias criminalizadoras, b) por formar parte de la 
también actual propensión del legislador a proteger bienes jurídicos 
supraindividuales, y c) por construirse mediante la técnica de los 
llamados “delitos de peligro” y también con frecuencia mediante la 
técnica de las llamadas “leyes penales en blanco”. 
 
Esta escapada hacia una súper protección penal de bienes jurídicos 
difusos respecto de puestas en peligro (abstracto o concreto) puede 
representar una amenaza para los principios garantistas propios de un 
Estado de Derecho; principios político-criminales garantistas como los 
de subsidiariedad, fragmentariedad y ultima ratio. (Sessano 2002:2-3) 
 
Como sucede comúnmente con el derecho penal, con el paso de los años 
han quedado de manifiesto las limitaciones de esta modalidad de 
protección del medio ambiente: 
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El Derecho penal, como es lógico, no ha podido mantenerse aislado 
a dicho fenómeno, produciéndose continuo debate respecto a temas 
fundamentales dentro del Derecho penal económico y que frente a la 
cuestión medioambiental adquieren un tono más acentuado, así la doctrina 
ha discurrido por problemas como la identidad del bien jurídico penalmente 
protegido y sus técnicas de tipificación, los modelos de imputación, el 
recurso a la ley penal en blanco y la accesoriedad administrativa del 
Derecho penal del ambiente, aspectos […] cuya principal característica 
común es su capacidad para poner al descubierto las limitaciones del 
Derecho penal en el resguardo del medio ambiente. 
 
Ahora bien, es evidente que el conocimiento de las limitaciones del 
Derecho penal hará posible evaluar las posibilidades de esta disciplina en el 
resguardo del medio ambiente. Al revisar información del derecho 
comparado sobre el desarrollo del derecho penal para la protección del 
medio ambiente, encontramos la siguiente reflexión sobre el caso de 
España, que refleja resultados negativos: 
 
Es una opinión generalizada en la doctrina que el “Derecho penal del medio 
ambiente” no está siendo un medio eficaz para combatir los ataques más 
graves contra bienes ambientales. Ciertamente, las enormes esperanzas 
que despertó la posibilidad de intervención del Derecho penal en la tutela 
ambiental se han transformado, tras las primeras experiencias 
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legislativas, en desencanto y escepticismo sobre su efectividad e, incluso, 
legitimidad. El Derecho penal medioambiental tampoco se muestra efectivo, 
como instrumento de política criminal en países de nuestro entorno. En 
Alemania pronto aparecieron críticas doctrinales acerca del fracaso del 
Derecho penal alemán del medio ambiente, que ha convertido la protección 
ambiental en una lucha de competencias entre judicaturas y administración, 
otorgando al Derecho penal una función meramente simbólica que lleva a 
parte importante de la doctrina a reclamar la total abolición de los tipos 
penales destinados a la protección del medio ambiente. (Sessano 2002: 33) 
 
En el Perú también se ha previsto una protección penal del derecho al 
medio ambiente. Los delitos respectivos fueron incorporados a través del 
Código Penal de 1991, mediante un Título específico denominado “Delitos 
contra la Ecología”, expresión que reflejaba la confusión del legislador en 
torno a esta materia. Posteriormente, el texto completo de este Título fue 
modificado mediante el artículo 3º de la Ley Nº 29263, publicada el 2 de 
octubre del 2008, que de modo más apropiado fue denominado “Delitos 
Ambientales”. Al respecto, nos parece importante describir brevemente el 
Título XIII del Código Penal, que regula los delitos contra el medio ambiente 
y que se divide en cuatro capítulos. 
 
El Capítulo 1º se denomina “Delitos contra la contaminación” (artículos 304º al 
307º) y en él se desarrolla el delito central de esta sección del Código, 
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denominado “Contaminación del ambiente”, definido de la siguiente manera: 
 
El que, infringiendo leyes, reglamentos o límites máximos permisibles, 
provoque o realice descargas, emisiones, emisiones de gases tóxicos, 
emisiones de ruido, filtraciones, vertimientos o radiaciones contaminantes 
en la atmósfera, el suelo, el subsuelo, las aguas terrestres, marítimas o 
subterráneas, que cause o pueda causar perjuicio, alteración o daño grave 
al ambiente o sus componentes, la calidad ambiental o la salud ambiental, 
según la calificación reglamentaria de la autoridad ambiental, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de cuatro años ni mayor de seis 
años y con cien a seiscientos días-multa. 
 
Si el agente actuó por culpa, la pena será privativa de libertad no mayor de 
tres años o prestación de servicios comunitarios de cuarenta a ochenta 
jornadas. 
 
Los otros artículos del Capítulo 1 están referidos a las formas agravadas 
del delito de contaminación (artículo 305º), el incumplimiento de las normas 
relativas al manejo de residuos sólidos (artículo 306º) y el tráfico ilegal de 
residuos sólidos (artículo 307º). 
 
El segundo Capítulo está dedicado a los delitos contra los recursos 
naturales, en donde se precisan las conductas prohibidas y sancionadas 
penalmente que se relacionan con: 
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 Tráfico ilegal de especies de flora y fauna silvestre protegida (artículo 308º).  
 Tráfico ilegal de especies acuáticas de la flora y fauna silvestre protegidas 
(artículo 308º-A).  
 Extracción ilegal de especies acuáticas (artículo 308º-B).  
 Depredación de flora y fauna silvestre protegida (artículo 308º-C).  
 Tráfico ilegal de recursos genéticos (artículo 308º-D).  
 Delitos contra los bosques o formaciones boscosas (artículo 310º).  
 Tráfico ilegal de productos forestales maderables (artículo 310º-A).  
 Obstrucción de procedimiento (artículo 310º-B).  
 Utilización indebida de tierras agrícolas (artículo 311º).  
 Autorización de actividad contraria a los planes o usos previstos por la ley 
(artículo 312º).  
 Alteración del ambiente o paisaje (artículo 313º).  
 
De otro lado, en el Capítulo III del mismo Título se establecen delitos relacionados 
con la conducta de determinadas personas respecto a decisiones vinculadas con 
actividades que pudiesen afectar el medio ambiente. En este sentido, en el 
artículo 314º se sanciona “al funcionario público que sin observar leyes, 
reglamentos, estándares ambientales vigentes, por haber faltado gravemente a 
sus obligaciones funcionales, autoriza o se pronuncia favorablemente sobre el 
otorgamiento o renovación de autorización, licencia, concesión, permiso u otro 
derecho habilitante en favor de la obra o actividad” a que se refiere este Título del 
Código Penal. Por su parte, mediante el artículo 314-A se sanciona a “los 
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representantes legales de las personas jurídicas dentro de cuya actividad se 
cometan los delitos previstos en este Título”. Finalmente, respecto a la 
“responsabilidad por información falsa contenida en informes”, el Código precisa 
en el artículo 314º-B que “el que, conociendo o pudiendo presumir la falsedad o la 
inexactitud, suscriba o realice estudios, evaluaciones, auditorías ambientales, 
planes de manejo forestal u otro documento de gestión forestal, exigido conforme 
a ley, en los que se incorpore o avale información falsa o inexacta, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de tres años ni mayor de cinco años”. 
 
El último capítulo de este título aborda el tema de las medidas cautelares y 
la reducción de las penas, dos materias completamente distintas entre sí. De 
modo particular, interesa hacer mención a la primera. En este sentido, el artículo 
314º del Código Penal señala: 
 
Sin perjuicio de lo ordenado por la autoridad administrativa, el Juez 
dispondrá la suspensión inmediata de la actividad contaminante, extractiva 
o depredatoria, así como las otras medidas cautelares que correspondan. 
 
En los delitos previstos en este Título, el Juez procederá a la incautación 
previa de los especímenes presuntamente ilícitos y de los aparatos o 
medios utilizados para la comisión del presunto ilícito. Asimismo, el Juez, a 
solicitud del Ministerio Público, ordenará el allanamiento o descerraje del 
lugar donde presuntamente se estuviere cometiendo el ilícito penal. 
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En caso de emitirse sentencia condenatoria, los especímenes ilícitos 
podrán ser entregados a una institución adecuada, según recomendación 
de la autoridad competente, y en caso de no corresponder, serán 
destruidos. 
 
En ningún caso procederá la devolución de los ejemplares ilícitos al 
encausado. 
 
 
Resulta interesante resaltar que el Código Penal regule medidas 
cautelares relacionadas con un delito, no con la finalidad de impedir que el 
desarrollo de la investigación pueda llevarse a cabo (materia que además 
es regulada en el Código Procesal Penal), sino con el objetivo de cautelar 
los bienes jurídicos que son protegidos a través de la vía penal. El Código 
no brinda mayores alcances sobre este tema; sin embargo, es posible 
advertir que para dictar una medida cautelar de este tipo se requiere que se 
encuentre en desarrollo un proceso penal, a partir de lo cual un juez asume 
competencia para evaluar la situación y dictar la orden que corresponda. 
 
3.2.1.10. PROTECCIÓN ADMINISTRATIVA 
La protección del derecho al medio ambiente puede darse a través de 
órganos o instancias administrativas, en diversos procedimientos a 
cargo de la administración. Ello puede ocurrir, por ejemplo, al momento 
de solicitarse una licencia o permiso para el desarrollo de una 
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determinada actividad; o cuando se ejerce una labor de fiscalización, 
sea de oficio o como consecuencia de un reclamo ciudadano. Incluso se 
ha llegado a hablar de la flagrancia administrativa, término empleado 
para designar “aquellas situaciones en que los ilícitos ambientales de 
carácter administrativo son descubiertos por la autoridad en el momento 
mismo de su comisión, razón por la cual, bajo el esquema de los 
procedimientos administrativos de inspección y vigilancia se levanta un 
acta de inspección, que previa su calificación dará lugar a una acuerdo 
de emplazamiento dirigido al infractor y, en su caso, a una sanción 
administrativa” (Quintero Jaramillo 2006: 534). Sobre las tendencias 
actuales en el ámbito del denominado Derecho Administrativo Ambiental 
se ha señalado: 
 
[…] la mayoría de las transformaciones que se están operando en la 
función pública de tutela ambiental traen causa de la incidencia de dos 
cuestiones de distinto orden. En primer término, de la influencia de los 
criterios económicos y de las reglas del mercado, que aparecen como 
una componente imprescindible en la elaboración de normas 
ambientales y como un factor de dinamización en la creación de reglas 
para la tutela ambiental. Junto a ello, el segundo elemento que, a 
nuestro juicio, está incidiendo en los comportamientos de la 
Administración en cuanto al cumplimiento de la función de protección 
del ambiente es la exigencia del principio de participación, dado el 
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talante legitimador que puede atribuírsele; en este sentido, los 
imperativos de la participación se dejan sentir en cuestiones que van 
desde la propia configuración de órganos administrativos, hasta el 
desenvolvimiento de los procedimientos administrativos y, cómo no, en 
la creación del Derecho al ambiente. (Mora Ruiz 2001: 523) 
 
Los problemas que tiene la Administración Pública para cumplir su 
papel tutelar del medio ambiente se aprecia, por ejemplo, en el ámbito de 
los permisos o autorizaciones que las entidades administrativas se 
encuentran facultadas a conceder para la realización de actividades 
económicas que tengan impacto en el medio ambiente. Para tal efecto, se 
establece como requisito que las empresas interesadas demuestren el 
impacto de sus actividades en el medio ambiente y las medidas a adoptar 
para contrarrestarlas, generalmente conocido como la certificación 
ambiental, que por lo general es elaborada por entidades privadas, en parte 
porque las entidades estatales no se encuentran capacitadas ni cuentan 
con los recursos necesarios para llevar a cabo esta actividad. Tal situación 
significa un reto para el Derecho Administrativo: 
 
[…] el Derecho Administrativo debe encontrar la fórmula para 
amparar la colaboración de entidades privadas en el desempeño de 
tareas de control e inspección, partiendo del hecho de que no nos 
encontramos en el supuesto clásico de gestión de un servicio 
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público, que se resuelve, generalmente, por la vía de la concesión; 
en la misma línea, el Derecho Administrativo debe crear el marco 
normativo objetivo necesario que sirva de referente y parámetro de 
legalidad de las actuaciones de dichas entidades y, por último, debe 
resolver el problema de la responsabilidad en el caso de que se 
produzcan daños derivados de una actividad cuyo control fue 
encomendado a dichas entidades. Cualquiera de estas cuestiones 
son auténticos retos para el Derecho Administrativo General, que 
tiene que adecuar sus estructuras a toda esta dinámica”. (Mora Ruiz 
2001: 526) 
 
Las resoluciones de la Administración Pública respecto a un pedido 
ciudadano relacionado con la protección del medio ambiente pueden ser 
impugnadas en sede judicial, lo cual depende del modelo jurídico 
previsto en cada país. En una clasificación propuesta por Cabrera, 
desde el punto de vista procesal existen los denominados sistemas 
cerrados, “en donde los particulares casi carecen de acciones judiciales 
contra los actos de los poderes públicos y los jueces poco pueden 
controlar de manera efectiva a la administración, ni encauzar a ésta 
dentro de la legalidad y de ciertas políticas derivadas de la ley y de la 
lógica” (1981: 74). En el lado opuesto, el mismo autor hace mención a 
los sistemas abiertos, que permiten “acciones judiciales capaces de 
suspender actos administrativos y de sentencias donde el criterio 
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judicial resuelve los conflictos planteados a la administración por los 
particulares”, aunque advierte que “el inconveniente que presenta este 
sistema es que puede disminuir la eficacia de la administración, cuando 
la actividad judicial interfiere demasiado en su trabajo y es excesiva” 
(Cabrera 1981: 74). Para el citado autor, la protección del derecho al 
medio ambiente debe enmarcarse dentro de esta última perspectiva 
“porque no basta la elaboración legislativa que concede facultades, 
impone deberes y otorga discrecionalidad a los órganos administrativos, 
sino que es importantísima la acción ciudadana, encauzada a través de 
acciones judiciales, que desemboca en actos del poder judicial” 
(Cabrera 1981: 76). 
 
3.2.1.11. INTERPRETACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL AL MEDIO 
AMBIENTE 
Como sucede con todos los derechos fundamentales reconocidos en el 
ordenamiento jurídico, cuando se produce una controversia relacionada 
con el derecho al medio ambiente, el intérprete de la Constitución debe 
cuidar de darle a este derecho su correcto contenido y armonizarlo con 
el resto de derechos e instituciones jurídicas consagradas a nivel 
constitucional. Para tal efecto, debe quedar en claro los objetivos de la 
interpretación en materia de derechos fundamentales, así como los 
alcances del único criterio de interpretación previsto en la Constitución 
de 1993, referido a la interpretación de los derechos reconocidos 
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constitucionalmente conforme al derecho internacional de los derechos 
humanos. 
 
3.2.1.12. OBJETIVOS DE LA INTERPRETACIÓN DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES 
Por lo general, las normas sobre derechos fundamentales, nacionales e 
internacionales, se limitan a mencionarlos, sin precisar mayores 
aspectos. Esto obliga a que la labor de interpretación de tales normas 
tenga por finalidad: 
 
- Delimitar el contenido de los derechos.  
- Identificar los actos lesivos a su ejercicio.  
- Evaluar los límites o restricciones a su ejercicio.  
- Reconocer nuevos derechos como fundamentales.  
- Determinar las obligaciones del Estado respecto a estos derechos. 
 
3.2.1.13. DELIMITACIÓN DEL CONTENIDO DE LOS DERECHOS 
Una lectura del texto constitucional de 1993 permite afirmar que la 
mayoría de los derechos no cuentan con una delimitación sobre su 
contenido. Se pueden citar a modo de ejemplo algunos reconocidos en 
el artículo 2º, como el libre desarrollo de la personalidad (inciso 1º), las 
libertades de conciencia y de religión (inciso 3º) o las libertades de 
expresión, pensamiento, opinión e información (inciso 4º). En algunos 
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casos, la mención de su contenido es incompleta, como ocurre con el 
denominado derecho a la autodeterminación informativa (artículo 2º 
inciso 6º). Por esta razón, el intérprete de la Constitución, antes de 
resolver cualquier controversia relacionada con el ejercicio de los 
derechos fundamentales, debe delimitar adecuadamente su contenido, 
pues sólo de esa forma podrá identificar si la controversia puesta a su 
conocimiento tiene relevancia constitucional. 
 
En la primera parte de esta capítulo se ha buscado identificar los 
aspectos centrales relacionados con el contenido del derecho al medio 
ambiente, con miras al análisis de la protección de su contenido 
constitucionalmente protegido como presupuesto procesal para la 
procedencia de las demandas de amparo. 
 
2.2.2. DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL DE DERECHOS  
           FUNDAMENTALES 
Para comprender los fundamentos del derecho a la protección judicial de 
los derechos fundamentales se requiere de forma previa recordar la 
importancia de estos últimos, en tanto se trata de facultades e instituciones 
que concretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad 
humanas (Pérez Luño 1995: 48). En este sentido, los derechos 
fundamentales o derechos humanos comprenden un conjunto de derechos 
de particular importancia, esenciales para el desarrollo del ser humano 
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como tal y en colectividad. Este tema ha sido desarrollado de forma amplia 
en el primer capítulo. 
 
El reconocimiento de la importancia de estos derechos implica que 
cuando se vean afectados, dicha situación debe ser revertida mediante el 
uso de mecanismos adecuados que permitan que el derecho quede 
garantizado y libre de similares amenazas a futuro. Para tal efecto, se han 
ido creando diversos instrumentos orientados a la protección de los 
derechos fundamentales, con distintos efectos y a cargo de diversas 
instancias. Como afirma Rolla, “condición indispensable para la existencia 
de un derecho es la de su garantía: no se puede hablar de derechos si las 
posiciones subjetivas de la persona no se encuentran protegidas 
eficazmente”, razón por la cual las “constituciones liberales y democráticas 
prevén formas de tutela, instrumentos e instituciones de garantía” (2011: 
294). En similar dirección se ha señalado: 
 
- La protección de los derechos fundamentales que debe procurar el Estado 
no es cualquier protección. Se trata, en todo caso, de una protección 
efectiva, es decir, una protección que garantice que, en la práctica, los 
derechos fundamentales sean respetados por todos. De modo que en la 
Constitución encontramos inserto un principio, el principio de efectividad, 
que permite juzgar la constitucionalidad de los actos de protección de los 
derechos fundamentales y censurarlos desde la óptica no tanto de su 
validez procedimental o sustancial sino desde la perspectiva de si esos 
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actos garantizan o no en la realidad la garantía integral de los derechos. 
(Prats 2010: 165) 
 
- Entre todos los mecanismos de defensa de los derechos fundamentales, 
los que implican una protección judicial adquieren especial importancia y 
singularidad. Mientras que la protección a cargo de instituciones como el 
Ministerio Público o la Defensoría del Pueblo presentan las limitaciones 
propias de las funciones que corresponden a estos órganos (denuncia 
penal en el caso del primero, magistratura de la persuasión en el caso del 
segundo), la protección a cargo de instituciones jurisdiccionales se presenta 
como la más completa, a objeto de tutelar de forma adecuada y eficaz los 
derechos fundamentales. Esto obedece principalmente a dos factores; en 
primer lugar, a que las decisiones jurisdiccionales por las cuales se adopta 
una medida relacionada con los derechos y obligaciones de las personas 
tienen calidad de cosa juzgada, y en segundo lugar, porque tales 
decisiones son de cumplimiento obligatorio. 
 
- De todas las decisiones que pueden ser adoptadas para proteger un 
derecho fundamental, la que emiten los órganos jurisdiccionales es la que 
mayor garantía ofrece para una tutela efectiva, pues necesariamente debe 
estar revestida de determinadas garantías, e incluso ser reconocida como 
un derecho fundamental. En este sentido, junto con el reconocimiento de 
los derechos inherentes al ser humano para su desarrollo, se hace 
imprescindible reconocer el derecho de protegerlos en sede judicial. 
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- Esta perspectiva de análisis implica evaluar el contenido de las normas y 
la jurisprudencia que regulan los procesos que se siguen ante los órganos 
jurisdiccionales y los problemas que en los hechos se presentan y afectan 
su normal desarrollo. Así por ejemplo, no puede explicarse lo que ocurrió 
con los procesos constitucionales en el país durante la década de los 
ochenta y noventa del siglo pasado con solo hacer mención a la Ley Nº 
23506 y sus modificatorias, pues resulta imprescindible comprender la 
delicada situación por la que atravesó el Poder Judicial y el Tribunal 
Constitucional en aquellos años, lo que explica el poco grado de eficacia 
que hubo en la protección judicial de los derechos fundamentales. 
 
- En atención a lo expuesto, el derecho a la protección judicial de los 
derechos fundamentales se fundamenta en el reconocimiento mismo de 
estos derechos como base del Estado Constitucional, los cuales requieren 
de una protección rápida y efectiva ante cualquier situación en la que sean 
objeto de una amenaza o violación, siendo los procesos constitucionales 
previstos en la Constitución las vías más idóneas para alcanzar dicha tutela 
procesal. 
 
2.2.2.1. RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL 
A diferencia de lo que ocurre con los instrumentos internacionales de 
derechos humanos, el derecho a la protección judicial de los derechos 
fundamentales no se encuentra reconocido de modo expreso en la 
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Constitución peruana de 1993. Esta puede ser una de las razones por las 
cuales la doctrina nacional ha prestado poca atención a un derecho de 
tanta importancia, lo cual no resulta justificado, especialmente si la misma 
cuenta con un amplio desarrollo a nivel de normas internacionales que 
forman parte del ordenamiento jurídico nacional. 
 
Esta omisión del texto constitucional no puede llevar a concluir que 
no se trata de un derecho que cuente con fundamentos constitucionales. En 
primer lugar, debe recordarse que el artículo 139º inciso 3º de la 
Constitución reconoce el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, cuyo 
contenido abarca el derecho de acceso a la justicia, por medio del cual se 
reconoce el derecho de toda persona para acudir a los órganos 
jurisdiccionales a fin de hacer valer cualquier tipo de pretensión relacionada 
con sus derechos y obligaciones jurídicas, siendo la tutela de sus derechos 
fundamentales una de las variadas y numerosas pretensiones que pueden 
exigirse ante los tribunales. En segundo lugar, puede argumentarse que al 
reconocer la Constitución en su artículo 200º un conjunto de procesos para 
la tutela de derechos fundamentales, implícitamente está reconociendo el 
derecho a la protección judicial de estos derechos. Esta línea interpretativa 
ha sido recogida por el Tribunal Constitucional peruano en su 
jurisprudencia, al señalar que “detrás de la constitucionalización de 
procesos como el hábeas corpus, el amparo o el hábeas data, nuestra 
Carta Magna ha reconocido el derecho (subjetivo-constitucional) a la 
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protección jurisdiccional de los derechos y  libertades fundamentales.6 
 
 Adicionalmente, debe señalarse que en su jurisprudencia el Tribunal 
Constitucional ha hecho referencias importantes al artículo 25º de la 
Convención Americana y las decisiones de las Corte Interamericana sobre 
la materia, lo que ha permitido identificar situaciones contrarias a este 
derecho, sobre lo cual tendremos ocasión de pronunciarnos más adelante. 
 
Sin perjuicio de estos argumentos, que permiten identificar un 
reconocimiento constitucional del derecho a la protección judicial de los 
derechos fundamentales, en una futura reforma al texto constitucional de 
1993 sería adecuado incluir un artículo en el cual se reconozca de forma 
expresa este derecho, luego de lo cual se podrían mencionar cuáles son los 
procesos constitucionales a través de los que se concreta dicha protección. 
 
2.2.2.2. ACTOS LESIVOS DEL DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL DE         
             DERECHOS FUNDAMENTALES. 
Una revisión de los casos resueltos en el sistema interamericano de 
protección de derechos humanos permite identificar hasta seis actos o 
situaciones lesivas del derecho a la protección judicial de derechos 
fundamentales. A continuación haremos mención a cada uno, con 
referencias concretas a casos resueltos por la Comisión y la Corte 
                                                          
6 Sentencia 1230-2002-HC (caso César Tineo Cabrera), publicada el 29 de agosto del 2002, 
fundamento 4, segundo párrafo. 
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Interamericana en controversias contra el Estado peruano, lo que permitirá 
identificar pronunciamientos sobre el desarrollo de los procesos 
constitucionales en el país. 
 
2.2.2.3. VIGENCIA DE NORMAS QUE IMPIDEN SOLICITAR LA PROTECCIÓN   
             JUDICIAL DE DERECHOS FUNDAMENTALES 
Este acto lesivo se presenta cuando se establecen normas mediante las 
cuales se impide de forma expresa presentar un recurso judicial para la 
tutela de derechos fundamentales. Se trata de una situación frecuente en 
diversos países, que se suele justificar en la necesidad de impedir la 
presentación de demandas que puedan paralizar la ejecución de una 
determinada decisión o que signifiquen una considerable carga procesal. 
Entre otros argumentos, se suele apelar a la seguridad jurídica para 
justificar normas de este tipo. 
 
A modo de ejemplo se puede revisar la sentencia sobre el fondo de 
la Corte Interamericana en el caso Loayza Tamayo, del 17 de setiembre 
de 1997. En este caso, la legislación emitida por el Estado demandado 
(Perú) prohibía la presentación de hábeas corpus a favor de personas 
procesadas por el delito de traición a la patria, sea para salvaguardar su 
libertad personal o cuestionar la legalidad de la detención, lo que fue 
considerado por la Corte como violatorio del artículo 25º de la Convención 
Americana. 
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De otro lado, en un caso conocido por la Comisión Interamericana 
se evaluó la compatibilidad entre el artículo 25º de la Convención y el 
artículo 142º de la Constitución de 1993, que prohíbe de forma expresa la 
revisión judicial de las decisiones del Jurado Nacional de Elecciones -tema 
sobre el cual volveremos más adelante, cuando analicemos la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre esta disposición 
constitucional. 
 
Los fallos emitidos en el ámbito del sistema interamericano de 
protección de derechos humanos deben traer como consecuencia 
inmediata la modificación, al interior de los Estados, de aquellas normas 
que impiden la presentación de demandas con la finalidad de obtener la 
tutela judicial de derechos fundamentales. Otra opción puede ser, como 
ocurrió en el caso peruano, a propósito del citado artículo 142º de la 
Constitución, que tales normas reciban una novedosa interpretación por 
parte de los tribunales, en atención a lo cual, a pesar de existir una 
prohibición expresa, se admitan excepciones justificadas. 
A propósito de esta materia, el artículo 5º inciso 2º del Código 
Procesal Constitucional, al impedir la presentación de una demanda de 
amparo cuando exista otra vía procedimental específica igualmente 
satisfactoria para la tutela del derecho invocado, podría ser entendido 
como contrario a la protección judicial de derechos fundamentales a través 
de los procesos constitucionales, tema sobre el cual también nos 
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pronunciaremos en el siguiente capítulo de la tesis. 
 
2.2.2.4.  ACTOS QUE IMPIDEN PRESENTAR UNA DEMANDA DE  
              PROTECCIÓN JUDICIAL DE DERECHOS FUNDAMENTALES 
Aparte de la existencia de normas como las mencionadas en el acápite 
anterior, pueden presentarse otras situaciones relacionadas con 
conductas que impiden en los hechos que una persona pueda presentar 
un recurso judicial para la tutela de sus derechos fundamentales. Esto 
puede ir desde la inexistencia de un mecanismo judicial idóneo para tal 
objetivo hasta la ausencia de actividad por parte de los órganos 
jurisdiccionales del Estado –por ejemplo, una huelga u otro tipo de 
paralización de actividades- que impida el acceso de los ciudadanos a 
los tribunales. 
 
A modo de ejemplo se puede revisar el Informe 1/95 de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (caso 11.006, Alan 
García Pérez), del 7 de febrero de 1995. En este caso se quiso presentar 
un hábeas corpus a favor del ex presidente de la República del Perú, 
pues se afirmaba que existían indicios suficientes para demostrar una 
persecución en su contra luego del golpe de Estado que ocurrió en el 
país el 5 de abril de 1992. Para tal efecto, la esposa del ex presidente 
acudió a las instalaciones del Palacio de Justicia (una de las sedes del 
Poder Judicial), pero éste se encontraba resguardado por las Fuerzas 
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Armadas, lo que impidió, de acuerdo a la Comisión Interamericana, 
ingresar al mismo o mantener contacto con los magistrados de turno. 
 
Este tipo de decisiones del sistema interamericano debe traer 
como consecuencia que los Estados adopten las medidas que sean 
necesarias para garantizar que los ciudadanos no se vean impedidos de 
acceder a los órganos jurisdiccionales a fin de solicitar la protección de 
sus derechos fundamentales. 
 
3.3.5. ACTOS QUE IMPIDEN RESOLVER UNA DEMANDA DE PROTECCIÓN  
JUDICIAL DE DERECHOS FUNDAMENTALES 
Este acto lesivo se presenta cuando a pesar de haberse logrado presentar 
un recurso judicial para la protección de derechos fundamentales, el mismo 
no puede ser resuelto por las autoridades judiciales, por diferentes 
circunstancias. En tales situaciones, se habrá cumplido con la formalidad 
de acudir a los tribunales pero no con la esencia del derecho a la protección 
judicial, cual es la emisión de un fallo por medio de cual, sobre la base de 
los hechos probados, se garantice la tutela de los derechos fundamentales. 
 
A modo de ejemplo se puede citar la sentencia sobre el fondo de la 
Corte Interamericana en el caso Durand y Ugarte, del 16 de agosto del 
2000. En este caso, si bien se pudo presentar un hábeas corpus a favor de 
las personas privadas de libertad en establecimientos penitenciarios, cuyo 
paradero era incierto luego de la debelación de un motín, los jueces no 
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pudieron ingresar a dichos penales pues fueron declarados “zonas militares 
restringidas”, lo cual impidió –en términos de la Corte- “investigar y 
determinar el paradero de las personas a favor de las cuales se había 
interpuesto el recurso” (parágrafo 100 de la sentencia). 
 
Este tipo de decisiones del sistema interamericano debe dar lugar a 
que los Estados establezcan todas las medidas que sean necesarias para 
garantizar que las autoridades jurisdiccionales puedan llevar a cabo todas 
las diligencias orientadas a dar una respuesta oportuna a los pedidos de 
protección judicial de derechos fundamentales. 
 
Esta materia cobra especial relevancia en el ámbito de la protección 
del derecho al medio ambiente por dos razones. En primer lugar, porque en 
estos casos puede ser necesario que los jueces realicen diligencias en 
zonas consideradas como contaminadas o soliciten informes técnicos a las 
autoridades competentes para mejor resolver, siendo necesario colaborar 
en todo sentido para que pueda emitirse una sentencia fundada en todos 
los elementos necesarios para resolver. En segundo lugar, porque en 
zonas de conflicto social a propósito de actividades mineras, la actividad del 
juez con miras a la resolución del caso puede ser contraria a los intereses 
de un determinado sector de la población, por lo que se hace necesario 
brindar las garantías que sean necesarias para que puedan resolver estas 
causas con imparcialidad y sin estar bajo presión. 
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2.2.2.6. INCUMPLIMIENTO  DE  RESOLUCIONES  JUDICIALES  DE   
             PROTECCIÓN  DE  DERECHOS FUNDAMENTALES 
Este acto lesivo se presenta cuando, a pesar de haberse presentado y 
resuelto un recurso judicial para proteger derechos fundamentales, las 
sentencias adoptadas en el marco del mismo no se cumplen. Se pueden 
citar al respecto las sentencias sobre el fondo de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en los casos Cesti Hurtado, del 29 de setiembre de 
1999, y Cinco Pensionistas, del 28 de febrero del 2003, en las que se 
estableció que el Estado peruano violó el artículo 25º de la Convención 
Americana al no garantizar el cumplimiento de las decisiones adoptadas 
en un proceso de hábeas corpus y amparo, respectivamente. En el primer 
caso se ordenaba la puesta en libertad de una persona que fue juzgada 
por un tribunal militar, a pesar de que éste carecía de competencia para tal 
efecto. En el segundo caso, la sentencia judicial ordenaba el pago de las 
pensiones dejadas de percibir a favor de un grupo de ex trabajadores del 
Congreso de la República. 
 
Estas decisiones del sistema interamericano deben dar lugar a que 
los Estados adopten medidas para garantizar el cumplimiento de las 
sentencias judiciales, de modo particular, estableciendo sanciones 
adecuadas para toda aquella persona, autoridad o funcionario renuente a 
cumplirlas. 
 
En el caso de las sentencias orientadas a la protección del 
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medio ambiente, éstas se dirigen principalmente a que las entidades 
estatales o particulares no sigan realizando una determinada actividad, 
por lo que el cumplimiento del fallo final implica la constatación sobre si tal 
conducta ha dejado de llevarse a cabo (por ejemplo, si la sentencia 
ordena la prohibición de importar autor usados con determinadas 
características, el cumplimiento de la sentencia implica verificar si tales 
vehículos no siguen siendo importados). Si la demanda fue presentada 
contra una omisión, deberá verificarse si la misma ha sido subsanada por 
el Estado (por ejemplo, si se ordena la entrega de información sobre 
temas ambientales relacionadas con un proyecto de inversión, el 
cumplimiento de la sentencia implica verificar si ha sido entregada al 
solicitante). 
 
3.3.7. VIOLACIÓN DE LAS GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO EN EL 
MARCO DE LOS PROCESOS JUDICIALES DESTINADOS A LA 
PROTECCIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES 
El derecho reconocido en el artículo 25º de la Convención Americana se 
ve afectado, asimismo, cuando en el marco de los procesos judiciales 
previstos para la tutela de derechos fundamentales no se respetan las 
garantías del debido proceso. Para la Corte, la relación entre los artículos 
8º (debido proceso) y 25º (protección judicial) de la Convención, implican 
la consagración del derecho de las víctimas a obtener protección judicial 
de conformidad con el debido proceso legal (Corte Interamericana de 
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Derechos Humanos 2001: 49). En este sentido, en los procesos 
establecidos para la protección judicial de los derechos fundamentales 
también se deben respetar las garantías del debido proceso: “Para que se 
preserve el derecho a un recurso efectivo, en los términos del artículo 25º 
de la Convención, es indispensable que dicho recurso se tramite conforme 
a las reglas del debido proceso, consagradas en el artículo 8º de la 
Convención” (Corte Interamericana de Derechos Humanos 2002: 55). 
 
A modo de ejemplo se puede citar la sentencia sobre el fondo de la 
Corte Interamericana en el caso Tribunal Constitucional, del 31 de enero del 
2001. En este caso la Corte constató la falta de imparcialidad de los 
magistrados que resolvieron un proceso de amparo iniciado por personas 
afectadas en sus derechos, así como la demora en su resolución, lo que a 
su criterio implicó que dicho recurso estuviera destinado al fracaso, ya que 
a través del mismo no se podía remediar la situación lesiva de los derechos 
invocados, lo cual significaba una violación del artículo 25º de la 
Convención. En este sentido señaló: 
 
Dadas las consecuencias del presente caso, la Corte estima que el fracaso 
de los recursos interpuestos contra la decisión del Congreso que destituyó 
a los magistrados del Tribunal Constitucional se debe a apreciaciones no 
estrictamente jurídicas. Está probado que quienes integraron el Tribunal 
Constitucional y conocieron el amparo de los magistrados destituidos, 
fueron las mismas personas que participaron o se vieron involucradas 
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en el procedimiento de acusación constitucional en el Congreso. En razón 
de lo anterior, de conformidad con los criterios y exigencias esgrimidas por 
este Tribunal sobre la imparcialidad del juez, puede afirmarse que en la 
decisión de los amparos en el caso en análisis no se reunieron las 
exigencias de imparcialidad por parte del Tribunal que conoció los citados 
amparos. Por lo tanto, los recursos intentados por las supuestas víctimas 
no eran capaces de producir el resultado para el que habían sido 
concebidos y estaban condenados al fracaso, como en la práctica sucedió. 
(CorteInteramericana de Derechos Humanos 2001: 47-48) 
 
En consecuencia, corresponde a las autoridades judiciales responsables de 
conocer las demandas de amparo y hábeas corpus, respetar durante el desarrollo 
de tales procesos las garantías del debido proceso. De modo particular, en el 
presente trabajo se hará referencia a uno de los problemas más frecuentes 
relacionados con el debido proceso, cuales la demora excesiva en la resolución 
de las controversias que tengan por finalidad tutelar el derecho al medio ambiente. 
 
2.2.3. ACCIÓN DE AMPARO 
El proceso de amparo está reconocido en el artículo 200.2 de la 
Constitución de 1993, al establecerse que “procede contra el hecho u 
omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que 
vulnera o amenaza los demás derechos reconocidos por la Constitución 
[distintos al hábeas corpus y hábeas data] (…). No procede contra normas 
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legales ni contra resoluciones judiciales emanadas de procedimiento 
regular”. 
 
De acuerdo a Abad Yupanqui, el amparo es “un proceso declarativo 
o de conocimiento, pues tiene como presupuesto la inseguridad o 
incertidumbre respecto a la violación de un derecho constitucional por parte 
de una autoridad, funcionario o persona, que debe ser aclarada por la 
respectiva sentencia. (…) Consideramos, más bien, que el proceso de 
amparo constituye una tutela privilegiada (…) cuya finalidad esencial es 
proteger eficazmente los derechos fundamentales. Se trata, en definitiva de 
un proceso especial que cuenta con un trámite procesal más acelerado”11, 
justificado por Monroy Palacios, “por la naturaleza prevalente del derecho 
en litigio (vg. los derechos fundamentales)”7 
 
La existencia del proceso de amparo se justifica en que, como 
señala Almagro Nosete, “todo derecho fundamental requiere una garantía 
jurisdiccional para que pueda ser considerado un verdadero derecho, por lo 
que no es suficiente la existencia de un derecho, si no cuenta con una 
protección o garantías jurisdiccional o procesal. De esta suerte nos 
encontramos con las garantías del derecho, o lo que es lo mismo, con la 
institución como proceso que tutela a la institución”8. 
                                                          
7 MONROY PALACIOS, Juan. “La tutela procesal de los derechos”. Palestra Editores. Lima, 2004. 
Página 43.  
8 ALMAGRO NOSETE, José. “Constitución y proceso”. Bosch Editores. Barcelona, 1984. Página 
11.  
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2.2.3.1.  PROTECCIÓN DEL CONTENIDO ESENCIAL DE LOS DERECHOS  
              FUNDAMENTALES 
Sobre el campo de acción del proceso de amparo, Eguiguren señala que 
“debe tenerse presente que, en el Perú, el proceso de amparo protege 
determinados derechos reconocidos por la Constitución, mas no así 
derechos emanados de la ley. 
 
Obviamente, en este elenco de derechos protegidos por el amparo 
deben agregarse los que emanan de tratados internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por el Perú, así como tener presente la 
estipulación establecida en el artículo 3 de la Constitución. (…) Sin 
embargo, no considero que la regulación del amparo en el Perú incurra 
en una violación (…) cuando se restringe exclusivamente a la protección 
de derechos fundamentales de rango constitucional, excluyendo a los 
derechos emanados de la ley. Y es que el amparo peruano, a diferencia 
del amparo argentino, desde su incorporación en las constituciones de 
1979 y 1993, siempre fue concebido como una “garantía constitucional” o 
proceso destinado exclusivamente a la protección de derechos 
constitucionales, lo cual es legítimo y razonable dentro de la 
configuración de la estructura de procesos judiciales establecidos en 
cada ordenamiento nacional” (EGUIGUREN PRAELI : 2007: 374-375) 
 
Por tal motivo, “siendo el amparo un proceso de carácter constitucional, 
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destinado a la tutela de urgencia de un derecho constitucional, se quiere evitar 
que se lleven a esta vía extraordinaria asuntos ajenos al contenido relevante y 
esencial constitucionalmente protegido del derecho invocado, los que pueden 
resolverse por las vías judiciales ordinarias o específicas. Dada la habitual 
“generalidad” con que la Constitución suele recoger estos derechos, 
corresponderá a la jurisprudencia, fundamentalmente del Tribunal Constitucional, 
determinar y delimitar dicho “contenido constitucionalmente protegido”, así como a 
los órganos jurisdiccionales verificar su presencia en la demanda y cuestión 
controvertida, lo que será decisivo para la procedencia o improcedencia del 
amparo promovido”9. 
 
Al respecto, Medina Guerrero señala que “en cuanto integrantes del 
contenido constitucionalmente protegido, cabría distinguir, de un lado, un 
contenido no esencial, esto es, claudicante ante los límites proporcionados que el 
legislador establezca a fin de proteger otros derechos o bienes 
constitucionalmente garantizados, y, de otra parte, el contenido esencial, 
absolutamente intangible para el legislador; y, extramuros del contenido 
constitucionalmente protegido, un contenido adicional formado por aquellas 
facultades y derechos concretos que el legislador quiera crear impulsado por el 
mandato genérico de asegurar la plena eficacia de los derechos fundamentales”10. 
                                                          
9 EGUIGUREN PRAELI, Francisco. Ob. Cit. Páginas 374-375. 
10 MEDINA GUERRERO, Manuel. “La vinculación negativa del legislador a los derechos 
fundamentales”. McGraw-Hill. Madrid, 1996. Página 41. 
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Para mayor detalle recurrimos a la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional que ha establecido cánones para determinar el contenido esencial 
de los derechos susceptibles de ser tramitados a través del proceso de amparo: 
 
“ (…), todo ámbito constitucionalmente protegido de un derecho 
fundamental se reconduce en mayor o menor grado a su contenido 
esencial, pues todo límite al derecho fundamental sólo resulta válido en la 
medida de que el contenido esencial se mantenga incólume. 
 
Este Tribunal Constitucional considera que la determinación del contenido 
esencial de los derechos fundamentales no puede efectuarse a priori, es decir, al 
margen de los principios, los valores y los demás derechos fundamentales que la 
Constitución reconoce. En efecto, en tanto el contenido esencial de un derecho 
fundamental es la concreción de las esenciales manifestaciones de los principios y 
valores que lo informan, su determinación requiere un análisis sistemático de este 
conjunto de bienes constitucionales, en el que adquiere participación medular el 
principio-derecho de dignidad humana, al que se reconducen, en última instancia, 
todos los derechos fundamentales de la persona. 
 
En tal sentido, el contenido esencial de un derecho fundamental y los 
límites que sobre la base de éste resultan admisibles, forman una unidad (Häberle, 
Peter. La libertad fundamental en el Estado Constitucional. Lima: Fondo Editorial 
de la PUCP, 1997, p. 117); por lo que, en la ponderación que resulte necesaria a 
efectos de determinar la validez de tales límites, cumplen una función vital los 
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principios de interpretación constitucional de “unidad de la Constitución” y de 
“concordancia práctica”, cuyo principal cometido es opmitimizar la fuerza 
normativo-axiológica de la Constitución en su conjunto. 
Si bien es cierto que la exactitud de aquello que constituye o no el 
contenido protegido por parte de un derecho fundamental, y, más 
específicamente, el contenido esencial de dicho derecho, sólo puede ser 
determinado a la luz de cada caso concreto, no menos cierto es que existen 
determinadas premisas generales que pueden coadyuvar en su ubicación. Para 
ello, es preciso tener presente la estructura de todo derecho fundamental. 
 
2.2.3.2. CONDICIONES PARA LA ESTIMACIÓN DE LA DEMANDA DE    
              AMPARO 
Sobre la base de la definición de la estructura de los derechos 
fundamentales y de su contenido como presupuestos para la 
interposición de la demanda de amparo, el Tribunal Constitucional ha 
establecido las condiciones para que la demanda de amparo sea 
estimada: 
- Validez de la pretensión 
Conforme ha señalado el Tribunal Constitucional, la estimación de la 
demanda está condicionada a “que dicha pretensión sea válida, o, dicho de 
otro modo, a que sea consecuencia de un sentido interpretativo (norma) 
que sea válidamente atribuible a la disposición constitucional que reconoce 
un derecho. 
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Por ejemplo, no sería válida la pretensión que amparándose en el 
derecho constitucional a la libertad de expresión, reconocido en el inciso 4) 
del artículo 2º de la Constitución, pretenda que se reconozca como legítimo 
el insulto proferido contra una persona, pues se estaría vulnerando el 
contenido protegido por el derecho constitucional a la buena reputación, 
reconocido en el inciso 7º del mismo artículo de la Constitución. 
 
En consecuencia, la demanda de amparo que so pretexto de ejercer 
el derecho a la libertad de expresión pretenda el reconocimiento de la 
validez de dicha pretensión, será declarada infundada, pues ella no forma 
parte del contenido constitucionalmente protegido por tal derecho; o, dicho 
de otro modo, se fundamenta en una norma inválida atribuida a la 
disposición contenida en el inciso 4) del artículo 2º constitucional. 
 
Por tal motivo, el Código Procesal Constitucional desarrolla los 
lineamientos del proceso de amparo a partir de su artículo 37, enfocando 
en primer lugar, la mención de los derechos susceptibles de ser tutelados a 
través de este derecho”11. 
 
- Las pretensiones del proceso de amparo deriven del contenido esencial 
del derecho reclamado  
De igual manera, el Tribunal Constitucional ha señalado que “(…) en los casos 
                                                          
11 STC 1417-2005-AA, FJ. 27. 
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de pretensiones válidas, éstas deriven directamente del contenido esencial de un 
derecho protegido por una disposición constitucional. En otras palabras, una 
demanda planteada en un proceso constitucional de la libertad, resultará 
procedente toda vez que la protección de la esfera subjetiva que se aduzca 
violada pertenezca al contenido esencial del derecho fundamental o tenga una 
relación directa con él. Y, contrario sensu, resultará improcedente cuando la 
titularidad subjetiva afectada tenga su origen en la ley o, en general, en 
disposiciones infraconstitucionales. 
 
En efecto, dado que los procesos constitucionales de la libertad son la 
garantía jurisdiccional de protección de los derechos fundamentales, no pueden 
encontrarse orientados a la defensa de los derechos creados por el legislador, 
sino sólo aquellos reconocidos por el Poder Constituyente en su creación; a saber, 
la Constitución. 
 
En consecuencia, si bien el legislador es competente para crear derechos 
subjetivos a través de la ley, empero, la protección jurisdiccional de éstos debe 
verificarse en los procesos ordinarios. Mientras que, por imperio del artículo 200º 
de la Constitución y del artículo 38º del CPConst., a los procesos constitucionales 
de la libertad es privativa la protección de los derechos de sustento constitucional 
directo. 
 
Lo expuesto no podría ser interpretado en el sentido de que los derechos 
fundamentales de configuración legal, carezcan de protección a través del amparo 
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constitucional, pues resulta claro (…) que las posiciones subjetivas previstas en la 
ley que concretizan el contenido esencial de los derechos fundamentales, o los 
ámbitos a él directamente vinculados, no tienen sustento directo en la fuente legal, 
sino, justamente, en la disposición constitucional que reconoce el respectivo 
derecho fundamental. 
 
Sin embargo, es preciso tener presente que prima facie las posiciones 
jurídicas que se deriven válidamente de la ley y no directamente del contenido 
esencial de un derecho fundamental, no son susceptibles de ser estimadas en el 
proceso de amparo constitucional, pues ello implicaría pretender otorgar 
protección mediante los procesos constitucionales a derechos que carecen de un 
sustento constitucional directo, lo que conllevaría su desnaturalización”12. 
 
 
2.2.3.3. DERECHOS FUNDAMENTALES TUTELADOS POR EL PROCESO DE   
             AMPARO 
Son dos clases de derechos fundamentales los protegidos a través del 
proceso de amparo: 
a. Derechos fundamentales sustantivos 
Conforme establece el artículo 37 del Código Procesal 
Constitucional, identificamos que el proceso de amparo tiene por propósito 
la defensa de los siguientes derechos fundamentales sustantivos: 
- Igualdad y no discriminación 
                                                          
12  
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El artículo 37.1 del Código establece la tutela del derecho “de igualdad y de no ser 
discriminado por razón de origen, sexo, raza, orientación sexual, religión, opinión, 
condición económica, social, idioma, o de cualquier otra índole”. 
 
Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado que la igualdad, “(…) en 
cuanto principio, constituye el enunciado de un contenido material objetivo que, 
en tanto componente axiológico del fundamento del ordenamiento constitucional, 
vincula de modo general y se proyecta sobre todo el ordenamiento jurídico. En 
cuanto derecho fundamental, constituye el reconocimiento de un auténtico 
derecho subjetivo, esto es, la titularidad de la persona sobre un bien 
constitucional, la igualdad, oponible a un destinatario. Se trata del reconocimiento 
de un derecho a no ser discriminado por razones proscritas por la propia 
Constitución (origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica) o 
por otras (“motivo” “de cualquier otra índole”) que, jurídicamente, resulten 
relevantes. 
 
En cuanto constituye un derecho fundamental, el mandato correlativo 
derivado de aquél, respecto a los sujetos destinatarios de este derecho (Estado y 
particulares), será la prohibición de discriminación. Se trata, entonces, de la 
configuración de una prohibición de intervención en el mandato de igualdad”13 
 
- Libertad religiosa 
El inciso 2 del mencionado artículo establece que el amparo protege el “ejercicio 
                                                          
13 STC 0045-2004-AI, FJ. 20 
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público de cualquier confesión religiosa”. 
 
Al respecto, el Tribunal ha señalado que “(…) la libertad de religión 
comporta el derecho fundamental de todo individuo de formar parte de una 
determinada confesión religiosa, de creer en el dogma y la doctrina propuesta por 
dicha confesión, de manifestar pública y privadamente las consecuentes 
convicciones religiosas y de practicar el culto. Como todo derecho de libertad, el 
derecho a la libertad religiosa tiene una vertiente negativa, que garantiza la 
libertad de cada persona para decidir en conciencia que no desea tomar parte en 
actos de la naturaleza antes descrita”14 
 
- Libertades de información, opinión y expresión 
El artículo 37.3 reconoce que el amparo protege las libertades de 
información, opinión y expresión, reconocidas por el artículo 2.4 de la Constitución 
y que han sido desarrolladas por el Tribunal Constitucional al establecer que “son 
consustanciales al régimen democrático-constitucional, pues contribuyen con la 
formación de una opinión pública libre. En consecuencia, al mismo tiempo de 
garantizarlas, el Estado está legitimado a reprimir a aquellas conductas que, con 
su ejercicio, busquen destruir el propio sistema democrático, ámbito natural donde 
es posible el goce y el ejercicio de todos los derechos fundamentales del ser 
humano. 
                                                          
14 STC 0895-2001-AA, FJ. 3.  
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- Libertad de contratación 
Desarrollada en el inciso 4, la libertad de contratación es susceptible de ser 
tutelada a través del proceso de amparo, pues es una manifestación de la 
autonomía de la voluntad, tal como reconocen el artículo 2.14 de la Carta Política 
y el Tribunal Constitucional, al establecer que dicho derecho garantiza la “ 
autodeterminación para decidir la celebración de un contrato, así como la potestad 
de elegir al co-celebrante y la autodeterminación para decidir, de común acuerdo, 
la materia objeto de regulación contractual. 
 
Ello porque de acuerdo a lo “ (…) consagrado en el inciso 14) del artículo 2º 
de la Constitución, el derecho a la libre contratación se concibe como el acuerdo o 
convención de voluntades entre dos o más personas naturales y/o jurídicas para 
crear, regular, modificar o extinguir una relación jurídica de carácter patrimonial. 
Dicho vínculo –fruto de la concertación de voluntades– debe versar sobre bienes o 
intereses que posean apreciación económica, tengan fines lícitos y no 
contravengan las leyes de orden público. 
 
- Derecho a la creación artística, intelectual y científica 
El inciso 5 establece que la creación artística, intelectual y científica serán 
tuteladas por el proceso de amparo, debido a que tales derechos están 
sustentados en la cultura, a cuyo acceso “(…) se relaciona con varios aspectos, 
siendo uno de ellos la obligación de los poderes públicos de promoverla y 
tutelarla. Sin embargo, dicho derecho es limitado y se relaciona con otros, como el 
derecho de propiedad sobre las creaciones intelectual, artística, técnica y 
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científica. En consecuencia, la afectación, o no, al ejercicio de este derecho debe 
ser analizada tomando en cuenta el derecho de propiedad de las creaciones 
intelectual y artística, en el que se incluye la música. 
 
- Derecho a la inviolabilidad y secreto de los documentos privados y de las 
comunicaciones 
De acuerdo al inciso 6, el amparo protege la inviolabilidad y secreto de los 
documentos privados y de las comunicaciones, sobre la cual el Tribunal 
Constitucional ha calificado en la categoría de autodeterminación informativa, 
señalando que “el derecho reconocido en el inciso 6) del artículo 2° de la 
Constitución es denominado por la doctrina derecho a la autodeterminación 
informativa y tiene por objeto proteger la intimidad, personal o familiar, la imagen y 
la identidad frente al peligro que representa el uso y la eventual manipulación de 
los datos a través de los ordenadores electrónicos. Por otro lado, aunque su objeto 
sea la protección de la intimidad, el derecho a la autodeterminación informativa no 
puede identificarse con el derecho a la intimidad, personal o familiar, reconocido, a 
su vez, por el inciso 7) del mismo artículo 2° de la Constitución.  
 
Ello se debe a que mientras que este protege el derecho a la vida privada, 
esto es, el poder jurídico de rechazar intromisiones ilegítimas en la vida íntima o 
familiar de las personas, aquel garantiza la facultad de todo individuo de poder 
preservarla controlando el registro, uso y revelación de los datos que les 
conciernen. 
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- Derecho de reunión 
De acuerdo al inciso 7, el amparo protege el derecho de reunión, el cual es 
“(…) un derecho individualmente titularizado, pero sólo susceptible de ejercitarse 
de manera colectiva. Lo ejercita una agrupación de personas con fines o 
propósitos, en esencia, comunes. La identidad básica de la intención de quienes 
se congregan, es decir, el factor volitivo común de los agrupados, es el que 
permite distinguir la reunión constitucionalmente protegida por el artículo 2º 12 de 
la Constitución, de aquellas meras aglomeraciones casuales de individuos a 
quienes no asiste tal identidad. Por ello, buenos ejemplos del ejercicio del derecho 
de reunión son el encuentro de los miembros sindicalizados para protestar por un 
hacer o no hacer de su empleador o empleadores, las marchas de los colectivos a 
quienes une el sentimiento de repudio frente a una medida adoptada por un poder 
público, las procesiones organizadas por los miembros de un determinado credo, 
los mítines coordinados por las agrupaciones políticas, etc. 
 
- Derecho al honor, intimidad, voz, imagen y rectificación de informaciones 
inexactas o agraviantes 
El inciso 8 protege el honor, intimidad, voz, imagen y rectificación de 
informaciones inexactas o agraviantes a través del amparo, ya que “el derecho al 
honor y a la buena reputación forma parte del elenco de derechos fundamentales 
protegidos por el inciso 7) del artículo 2º de la Constitución, y está estrechamente 
vinculado con la dignidad de la persona, derecho consagrado en el artículo 1º de 
la Carta Magna; su objeto es proteger a su titular contra el escarnecimiento o 
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la humillación, ante si o ante los demás, e incluso frente al ejercicio arbitrario de 
las libertades de expresión o información, puesto que la información que se 
comunique, en ningún caso puede resultar injuriosa o despectiva. 
 
- Derecho de asociación 
El inciso 9 del artículo 37 establece que el amparo resguarda el derecho de 
asociación, sobre el cual “el inciso 13º del artículo 2º de la Constitución reconoce, 
concretamente, por un lado, el derecho de asociación, como atributo de todas las 
personas, naturales o jurídicas, a asociarse libremente, sin autorización previa y 
con arreglo a la ley, con el objeto de participar en la vida política, económica, 
social y cultural de la Nación, conforme se especifica en el inciso 17º del mismo 
artículo de la Carta. Y, de otro lado, configura la garantía institucional de la 
Asociación, como forma de organización jurídica, constituida como consecuencia 
del ejercicio del derecho de asociación, limitado en los fines que se propone, los 
que no serán de lucro. Se trata pues, de una organización protegida por la 
Constitución, que, a diferencia de los órganos constitucionales, cuya regulación se 
hace en el propio texto constitucional, y su desarrollo se deja al ámbito de la ley 
orgánica, en ésta la configuración constitucional concreta de ella se ha dejado al 
legislador ordinario, al que no se fija más límite que el respeto del núcleo esencial 
de la institución que la Constitución garantiza. 
 
- Derecho al trabajo 
Resguardado por el inciso 10, el trabajo es aquel derecho por el cual el 
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Estado no solo debe garantizar el derecho de acceder a un puesto de trabajo o a 
proteger al trabajador frente al despido arbitrario, sino que, además, debe 
garantizar la libertad de las personas de elegir la actividad mediante la cual se 
procuran los medios necesarios para su subsistencia. En tal sentido, el Estado 
debe proteger tanto al trabajador dependiente como a la persona que realiza 
actividades económicas por cuenta propia. 
 
- Derecho de sindicación, negociación colectiva y huelga 
Este derecho, protegido por el inciso 11, se refiere a los derechos colectivos 
del trabajador, siendo que el contenido del mismo está sustentado en “(…) implica 
un haz de facultades y el ejercicio autónomo de homus faver –homus politicus, 
referido a aspectos tales como: El derecho a fundar organizaciones sindicales. El 
derecho de libre afiliación, desafiliación y reafiliación en las organizaciones 
sindicales existentes. El derecho a la actividad sindical. El derecho de las 
organizaciones sindicales a ejercer libremente las funciones que la Constitución y 
las leyes le asignen, en defensa de los intereses de sus afiliados. Ello comprende 
la reglamentación interna, la representación institucional, la autonomía en la 
gestión, etc. El derecho a que el Estado no interfiera –salvo el caso de violación de 
la Constitución o la ley- en las actividades de las organizaciones sindicales. 
 
- Derecho de propiedad y herencia 
El artículo 37.12 establece que la propiedad y la herencia son susceptibles 
de protección por el amparo, ya que es concebido como el poder jurídico que 
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permite a una persona usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Así, la 
persona propietaria podrá servirse directamente de su bien, percibir sus frutos y 
productos, y darle destino o condición conveniente a sus intereses, siempre que 
ejerza tales actividades en armonía con el bien común y dentro de los límites 
establecidos por la ley; e incluso podrá recuperarlo si alguien se ha apoderado de 
él sin derecho alguno. Dicho derecho corresponde, por naturaleza, a todos los 
seres humanos; quedando éstos habilitados para usar y disponer 
autodeterminativamente de sus bienes y de los frutos de los mismos, así como 
también transmitirlos por donación o herencia. Como tal, deviene en el atributo 
más completo que se puede tener sobre una cosa. 
 
- Derecho de petición 
El inciso 13 establece la procedencia del amparo por la vulneración del 
derecho de petición ante la autoridad competente, el cual “ha sido configurado 
como una facultad constitucional que se ejerce individual o colectivamente y que 
no se encuentra vinculada con la existencia en sí de un derecho subjetivo o de un 
interés legítimo que necesariamente origina la petición. El derecho de petición se 
constituye así en un instrumento o mecanismo que permite a los ciudadanos 
relacionarse con los poderes públicos y, como tal, deviene en un instituto 
característico y esencial del Estado democrático de derecho. Así, todo cuerpo 
político que se precie de ser democrático, deberá establecer la posibilidad de la 
participación y decisión de los ciudadanos en la cosa pública, así como la defensa 
de sus intereses o la sustentación de sus expectativas, ya sean estos particulares 
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o colectivos en su relación con la Administración Pública”. 
 
- Derecho de participación individual o colectiva en la vida política del país 
Recogido en el inciso 14, este derecho, susceptible de tutela por el amparo, 
nos remite a la idea que además de constituir un derecho fundamental por sí 
mismo, es, a su vez, una garantía institucional, en la medida en que promueve el 
ejercicio de otros derechos fundamentales, ya en forma individual, ya en forma 
asociada. 
 
- Derecho a la nacionalidad 
El inciso 15 reconoce que el derecho a la nacionalidad es protegido a través 
del proceso de amparo, debido a que “es el derecho que posee toda persona por 
el hecho de haber nacido dentro del territorio de la República del Perú, 
denominándose peruanos de nacimiento. También son peruanos de nacimiento 
los nacidos en el exterior de padre o madre peruanos, inscritos en el registro 
correspondiente durante su minoría de edad. Son también peruanos los que 
adquieren la nacionalidad por naturalización o por opción, siempre que tengan 
residencia en el Perú. Este derecho está reconocido por el artículo 2º, inciso 21), 
de la Constitución Política, según el cual toda persona tiene derecho a la 
nacionalidad y nadie puede ser despojado de ella. El párrafo segundo del artículo 
53º de la propia Constitución señala que la nacionalidad peruana no se pierde, 
salvo por renuncia expresa ante autoridad peruana”38. 
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- Derecho a impartir y a acceder a la educación 
Los incisos 17 y 18 establecen la procedencia del amparo para resguardar “la 
educación, así como el derecho de los padres de escoger el centro de educación y 
participar en el proceso educativo de sus hijos y el derecho “de impartir educación 
dentro de los principios constitucionales. 
 
Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado que “La función social 
de la educación se encuentra cifrada en los artículos 13° y 14° de la Constitución, 
al integrar en ella la finalidad que le es consubstancial en un Estado democrático y 
social de derecho; a saber, el desarrollo integral de la persona humana, 
promoviendo el conocimiento, el aprendizaje, la práctica de las humanidades, la 
ciencia, la técnica, las artes, la educación física y el deporte; todo ello encauzado 
en el fomento de la solidaridad, la ética y el civismo, y bajo los principios y valores 
que emanan de la propia Constitución y se proyectan hacia la sociedad en su 
conjunto. Toda entidad educativa debe orientarse hacia la consolidación de dichos 
fines, los que determinan, por un lado, las libertades en las que debe desarrollarse 
la difusión del conocimiento y, por otro, los límites en el obrar de los centros 
educativos. 
 
- Derecho a la seguridad social 
El inciso 19 establece la procedencia del amparo para resguardar la 
seguridad social, pues como ha señalado el Tribunal Constitucional, “el derecho a 
la seguridad social se encuentra previsto en forma expresa en el artículo 10º de la 
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Constitución vigente. Se trata de un derecho de configuración legal, esto es, que a 
través de la ley se precisan los requisitos y condiciones que se deben cumplir a 
efectos de gozar de los beneficios que cada uno de los regímenes previsionales 
establece en cada caso en particular (…). Por ello, corresponde inicialmente a las 
autoridades administrativas y, en su defecto, a las jurisdiccionales, que en su 
momento determinen si determinada persona ha cumplido los requisitos 
necesarios para acceder a los beneficios previsionales que el régimen establece, 
tales como ingreso, tiempo de permanencia, años y porcentaje de aportaciones, 
etc. 
 
- Derecho a la remuneración y a la pensión 
Conforme establece el inciso 20, la remuneración y la pensión pueden ser 
resguardadas a través del proceso de amparo, puesto que en el caso de la 
pensión, esta “tiene el rango de derecho fundamental, lo que le otorga una 
posición preferente dentro de nuestro ordenamiento jurídico, razón por la cual el 
operador constitucional estará en la obligación de preferir aquella interpretación 
más favorable al ejercicio de los derechos fundamentales, rechazando aquellas 
que restrinjan sus alcances o no garanticen su eficacia”41. Por su parte, sobre la 
remuneración, el Tribunal Constitucional ha señalado que (…) la Constitución 
Política vigente, en sus artículos 23 y 24, respectivamente, prescribe que nadie 
está obligado a prestar servicios sin retribución remunerativa, y que el trabajador 
tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente como contraprestación 
por el servicio brindado. 
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- Derecho a la libertad de cátedra 
De acuerdo al artículo 37.21, la libertad de cátedra es protegida por el 
proceso de amparo debido a que (…) la libertad de cátedra, como principio 
organizativo dentro de la enseñanza –pública o privada– supone la libre 
transmisión del saber en el proceso educativo. La autonomía e independencia 
como parte de la libertad de cátedra, se desarrolla dentro de la investigación y la 
enseñanza, como libertades para elegir y aplicar los métodos, procedimientos y 
tratamientos conducentes a la adquisición, exposición y transmisión de los 
conocimientos a los posibles receptores o educandos –siempre dentro de los 
límites que supone el respeto de los derechos y libertades de la persona–. Así, 
son sujetos de éste derecho cada uno de los docentes que imparten 
conocimientos en organizaciones educativas. 
 
- Derecho al acceso a los medios de comunicación social 
El inciso 22 establece que el amparo protege el “acceso a los medios de 
comunicación social en los términos del artículo 35 de la Constitución”. Sobre el 
particular, debe señalarse que ello es en relación a los partidos políticos, pues 
como ha establecido el Tribunal Constitucional, “el artículo 41 de la Ley Nº 28094, 
empero, permite a los partidos políticos el uso de los medios de comunicación de 
propiedad del Estado, en período no electoral, “(...) para la difusión de sus 
propuestas y planteamientos (...)”, de manera que cualquier contenido distinto 
debe ser diferido por los órganos competentes para su difusión en el período 
señalado por el artículo 37 de la ley referida. En ese sentido, en ningún caso, los 
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partidos políticos, ni sus integrantes, pueden usar los medios de comunicación 
social para realizar la apología de algún delito, sin incurrir los autores en el ilícito 
previsto en el artículo 316 del Código Penal. El Ministerio Público, bajo la 
responsabilidad que la ley establece, debe, en tal supuesto, ejercer las 
atribuciones previstas en el artículo 159 de la Constitución Política del Perú y en 
su Ley Orgánica. 
 
- Derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la 
vida. 
El inciso 23 establece que el amparo protege el derecho a gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida. Al respecto, el Tribunal 
Constitucional ha señalado que “la Constitución vigente proporciona algunas 
orientaciones a partir de las cuales es posible concretizarlo. En efecto, el citado 
derecho no se limita a señalar que es un atributo subjetivo del ser humano el vivir 
en un medio ambiente (lo que desde luego no significaría gran cosa, pues todos 
vivimos en uno), sino que ese ambiente debe ser “equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida”. Lo que supone que, desde una perspectiva constitucional, 
se tenga que considerar el medio ambiente, bajo las características anotadas, 
como un componente esencial para el pleno disfrute de otros derechos igualmente 
fundamentales reconocidos por la Norma Suprema y los tratados internacionales 
en materia de derechos humanos. 
A partir de la referencia a un medio ambiente “equilibrado”, el Tribunal 
Constitucional considera que es posible inferir que dentro de su contenido 
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protegido se encuentra el conjunto de bases naturales de la vida y su calidad, lo 
que comprende, a su vez, sus componentes bióticos, como la flora y la fauna; los 
componentes abióticos, como el agua, el aire o el subsuelo; los ecosistemas e, 
incluso, la ecósfera, esto es, la suma de todos los ecosistemas, que son las 
comunidades de especies que forman una red de interacciones de orden 
biológico, físico y químico. A todo ello, habría que sumar los elementos sociales y 
culturales aportantes del grupo humano que lo habite. Tales elementos no deben 
entenderse desde una perspectiva fragmentaria o atomizada, vale decir, en 
referencia a cada uno de ellos considerados individualmente, sino en armonía 
sistemática y preservada de grandes cambios. Por consiguiente, el inciso 22) del 
artículo 2° de la Constitución, implica que la protección comprende el sistema 
complejo y dinámico de todos sus componentes, en un estado de estabilidad y 
simetría de sus ecosistemas, que haga posible precisamente el adecuado 
desarrollo de la vida de los seres humanos. 
 
- Derecho a la salud 
De acuerdo al inciso 24, el proceso de amparo resguarda el derecho a la 
salud, el cual “(…) debe entenderse como la facultad que tiene toda persona para 
el disfrute de toda una gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones 
necesarios para alcanzar el más alto nivel posible de salud. A veces las 
condiciones de salud de una persona varían según el grado de libertad que vivan, 
o de la vivienda que habiten, del acceso a alimentación adecuada, a vestido y –
claro está– a trabajo. 
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Según lo dispone la Observación General 14 del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, el derecho al disfrute del más alto nivel posible 
de salud, del 2000, abarca los siguientes elementos esenciales: disponibilidad 
(número suficiente de establecimientos, bienes y servicios públicos de salud), 
accesibilidad (en cuatro dimensiones: no discriminación, accesibilidad física, 
accesibilidad económica –o asequibilidad– y acceso a la información), 
aceptabilidad (establecimientos deben ser respetuosos de la cultura de las 
minorías, comunidades y pueblos) y calidad (capacitación del personal, 
equipamiento hospitalario, medicamentos y suministro de agua potable). 
Entonces, como parte de la accesibilidad, encontramos que existe una 
proscripción de la discriminación, por lo que el derecho a la salud se termina 
integrando con el derecho a la igualdad. 
 
- Derechos innominados 
El inciso 25 señala que el amparo procede para la tutela de “los demás que 
la Constitución reconoce, de acuerdo a la cláusula abierta contenida en el artículo 
3 de la Constitución Política y que expresa que la enumeración de los derechos 
(…) no excluye los demás que la Constitución garantiza, ni otros de naturaleza 
análoga o que se fundan en la dignidad del hombre, o en los principios de 
soberanía del pueblo, del Estado democrático de derecho y de la forma 
republicana de gobierno. 
Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado que “la enumeración de 
los derechos fundamentales previstos en la Constitución, y la cláusula de los 
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derechos implícitos o no enumerados, da lugar a que en nuestro ordenamiento 
todos los derechos fundamentales sean a su vez derechos constitucionales, en 
tanto es la propia Constitución la que incorpora en el orden constitucional no sólo 
a los derechos expresamente contemplados en su texto, sino a todos aquellos 
que, de manera implícita, se deriven de los mismos principios y valores que 
sirvieron de base histórica y dogmática para el reconocimiento de los derechos 
fundamentales. 
 
b. Derechos fundamentales procesales 
Los derechos fundamentales procesales que son garantizados por el proceso de 
amparo son aquellos referidos en el artículo 139 de la Constitución y que se 
encuentran contenidos en el artículo 4 del Código Procesal Constitucional dentro 
de la categoría de “tutela procesal efectiva”: 
- Libre acceso al órgano jurisdiccional,  
- Derecho a probar,  
- Derecho de defensa,  
- Derecho al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso,  
- Derecho a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a 
procedimientos distintos de los previstos por la ley,  
- Derecho a la obtención de una resolución fundada en derecho,  
- Derecho a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la 
imposibilidad de revivir procesos fenecidos,  
- Derecho a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las 
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resoluciones judiciales.  
 
Sin embargo, consideramos que esta lista de derechos debe ser estudiada a partir 
de la establecida en el artículo 139 de la Constitución pues es más amplia y nos 
ayudará a comprender cada derecho que conforma la tutela procesal efectiva de 
manera específica. 
 
- Independencia jurisdiccional 
El artículo 139.2 de la Constitución consagra “la independencia en el 
ejercicio de la función jurisdiccional. Ninguna autoridad puede avocarse a causas 
pendientes ante el órgano jurisdiccional ni interferir en el ejercicio de sus 
funciones. Tampoco puede dejar sin efecto resoluciones que han pasado en 
autoridad de cosa juzgada, ni cortar procedimientos en trámite, ni modificar 
sentencias ni retardar su ejecución. Estas disposiciones no afectan el derecho de 
gracia ni la facultad de investigación del Congreso, cuyo ejercicio no debe, sin 
embargo, interferir en el procedimiento jurisdiccional ni surte efecto jurisdiccional 
alguno. 
 
Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado que la independencia 
jurisdiccional debe comprenderse desde una triple perspectiva: 
“a) Como garantía del órgano que administra justicia (independencia orgánica), 
por sujeción al respeto al principio de separación de poderes. 
b) Como garantía operativa para la actuación del juez (independencia funcional), 
por conexión con los principios de reserva y exclusividad de la 
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jurisdicción.  
 
c) Como capacidad subjetiva, con sujeción a la propia voluntad de ejercer y 
defender dicha independencia. Cabe precisar que en este ámbito radica uno 
de los mayores males de la justicia ordinaria nacional, en gran medida por la 
falta de convicción y energía para hacer cumplir la garantía de independencia 
que desde la primera Constitución republicana se consagra y reconoce”15.  
 
- Debido proceso 
El artículo 139.3 de la Constitución consagra “la observancia del debido 
proceso y la tutela jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la 
jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los 
previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni 
por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su denominación”. 
Sobre este derecho, Monroy Gálvez considera que “[c]uando se hace 
referencia al derecho a un debido proceso, se afirma la existencia de un derecho 
continente al interior del cual existen cierto número de derechos fundamentales 
que aseguran el reconocimiento y plenitud de un sujeto de derecho dentro de un 
procedimiento o proceso”16. 
 
Históricamente, revela Almagro Nosete, “el debido proceso fue una garantía 
procesal del bien de la libertad, de manera que nadie pudiera ser privado de esta, 
                                                          
15 STC 0023-2003-AI, FJ. 31. 
16 MONROY GÁLVEZ, Juan. "Debido proceso y tutela jurisdiccional." En: “La Constitución 
comentada”. Gaceta Jurídica S.A. Tomo II. Lima, 2005. Página 497.  
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sino en virtud de un proceso con las formalidades legales necesarias; esta 
garantía se hizo extensiva a otros bienes, como la propiedad hasta llegar a 
transformarse en una protección más jurídico-material que procesal, en sentido 
estricto, cuando por medio de la misma se ha llegado a enjuiciar la razonabilidad 
de las leyes sustantivas que al establecer un juicio del legislador sobre 
determinados bienes, escamotean al ciudadano la resolución de tal problema 
mediante un proceso garantizado. Esta evolución es, por otra parte, explicable en 
sistemas donde los jueves ordinarios resuelven también sobre la 
inconstitucionalidad de las leyes (control difuso. Mas, no obstante, la 
denominación es expresiva en cuanto que conecta las meras formalidades de un 
proceso con las condiciones de justicia del mismo para garantizar que el 
ciudadano sea razonablemente enjuiciado sin atentar a sus derechos 
fundamentales”17. 
 
- Motivación de resoluciones judiciales 
El artículo 139.5 de la Constitución establece el derecho a “la motivación 
escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos 
de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de 
hecho en que se sustentan”, el cual es susceptible de ser tutelado a través del 
proceso de amparo. 
El derecho a la motivación de las resoluciones judiciales está contenido en 
                                                          
49 17 ALMAGRO NOSETE, José. “Constitución y proceso”. Bosch Editores. Barcelona, 1984. 
Páginas 105 y 106.  
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el artículo 139.5 de la Constitución Política de 1993. Este derecho “permite 
conocer las razones que han conducido al juzgador a la decisión adoptada y se 
puede comprobar que la solución dada al caso es consecuencia de una exégesis 
racional y no el fruto de la arbitrariedad. 
 
Como señala Lorca Navarrete, la interpretación y aplicación de las normas 
procesales tiene trascendencia constitucional, por cuanto este derecho obliga a 
elegir la interpretación de aquella que sea más conforme con el principio pro 
actione y con la efectividad de las garantías que se integran en esa tutela, de 
suerte que si la interpretación de la forma procesal no se acomoda a la finalidad 
de garantía, hasta el punto que desaparezca la proporcionalidad –principio de 
proporcionalidad- entre lo que la forma demanda y el fin que pretende, olvidando 
su lógica y razonable concatenación sustantiva, es claro que el derecho [a la 
motivación de las resoluciones judiciales] (…) resulta vulnerado. 
 
Para que una resolución judicial cuente con una adecuada motivación, 
deberá constatarse la concurrencia de “argumentos cuya identidad, 
conmensurabilidad y oportunidad ha sido satisfecha [ya que] la argumentación 
requiere (…) no solo enunciados falsifiables, sino conmensurables de manera que 
puedan oponerse a los argumentos del interlocutor. De esta manera, en la 
argumentación no es la suma de argumentos la que importa; importa el argumento 
‘que no es refutado. 
 
Esto determina que las premisas de la argumentación no se establecen de 
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antemano sino que son el producto de la interpretación y esta es el proceso de 
argumentación. La conclusión, por [lo] tanto, es [que] el discurso del intérprete [es] 
donde (…) se construye el sentido de la proposición legal. Por lo tanto, para que 
se resguarde el derecho a la motivación de las resoluciones judiciales, tanto 
jueces como abogados litigantes tendrán en consideración que toda 
argumentación jurídica tiene como parámetro, por una parte, la proposición legal 
tal cual como vocablo o frase dentro de un corpus legal y, por otra parte, la 
relación necesaria entre proposición legal y conducta. 
 
En caso que una de las partes considere que una resolución judicial firme 
ha sido expedida vulnerando este derecho procesal, se encontrará legitimado para 
interponer demanda de amparo por vulneración del derecho a la motivación de las 
resoluciones judiciales, pues como expresa Atienza, “el Estado constitucional 
supone (…) un incremento en cuanto a la tarea justificativa de los órganos 
públicos y, por tanto, una mayor demanda de argumentación jurídica (que la 
requerida por el Estado liberal de Derecho). En realidad, el ideal del Estado 
constitucional supone el sometimiento completo del poder al Derecho, a la razón: 
el imperio de la fuerza de la razón, frente a la razón de la fuerza. Parece por ello 
bastante lógico que el avance del Estado constitucional haya ido acompañado de 
un incremento cuantitativo y cualitativo de la exigencia de justificación de las 
decisiones de los órganos públicos; y que el desarrollo de la teoría de la 
argumentación jurídica haya corrido también paralela a la progresiva implantación 
del modelo del Estado constitucional. 
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Sobre el particular, el Tribunal Constitucional ha definido al derecho a la 
motivación de las resoluciones judiciales bajo el entendido de que “según el 
artículo 139°, inciso 5, de la Constitución, toda resolución que emita una instancia 
jurisdiccional (mandato que no se restringe a los órganos del Poder Judicial, sino 
también a toda entidad que resuelva conflictos, incluido el Tribunal Constitucional) 
debe estar debidamente motivada. Ello significa que debe quedar plenamente 
establecida a través de sus considerandos, la ratio decidendi por la que se llega a 
tal o cual conclusión. 
 
Sobre sus características, ha señalado que “la debida motivación debe 
estar presente en toda resolución que se emita en un proceso. Este derecho 
implica que cualquier decisión cuente con un razonamiento que no sea aparente o 
defectuoso, sino que exponga de manera clara, lógica y jurídica los fundamentos 
de hecho y de derecho que la justifican, de manera tal que los destinatarios, a 
partir de conocer las razones por las cuales se decidió en un sentido o en otro, 
estén en la aptitud de realizar los actos necesarios para la defensa de su derecho. 
El derecho a la motivación es un presupuesto fundamental para el adecuado y 
constitucional ejercicio del derecho a la tutela procesal efectiva. 
Asimismo, el Tribunal Constitucional ha señalado que el contenido del 
derecho a la motivación de resoluciones judiciales estará conformado por los 
siguientes elementos: 
 
“a) fundamentación jurídica, que no implica la sola mención de las normas a 
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aplicar al caso, sino la explicación y justificación de por qué tal caso se 
encuentra o no dentro de los supuestos que contemplan tales normas; 
b) congruencia entre lo pedido y lo resuelto, que implica la manifestación de los 
argumentos que expresarán la conformidad entre los pronunciamientos del 
fallo y las pretensiones formuladas por las partes; y  
c) que por sí misma exprese una suficiente justificación de la decisión adoptada, 
aun si esta es breve o concisa, o se presenta el supuesto de motivación por 
remisión”18.  
 
2.3.  MARCO CONCEPTUAL 
a.  Debido proceso 
El debido proceso es un derecho procesal establecido en el artículo 139.3 
de la Constitución y que forma parte de la tutela procesal efectiva. Este 
derecho fundamental de naturaleza procesal garantiza el resguardo del íter 
procesal y de las diferentes garantías que la Constitución Política y que el 
Código Procesal pone a disposición de los justiciables, a efectos de que 
todo proceso judicial sea tramitado de acuerdo a las prerrogativas 
establecidas por nuestro ordenamiento. 
b) Motivación de resoluciones judiciales 
Este derecho está contemplado en el artículo 139.5 de la Constitución 
Política de 1993. El objeto de este derecho fundamental procesal es 
                                                          
79 18 STC 4348-2005-AA, FJ. 2.  
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garantizar que toda resolución judicial contenga argumentos lógicos y 
jurídicos de los cuales se desprendan enunciados que se encuentren 
integrados y que sean coherentes con el petitorio de la demanda, con los 
argumentos expuestos por la contraparte y con el razonamiento elaborado 
por el juzgador al estudiar el caso sobre la base de las pruebas 
incorporadas al proceso. 
c) Derecho de defensa  
Este derecho fundamental de naturaleza procesal se encuentra consagrado 
en el artículo 139.14 de la Constitución de 1993 y garantiza que todas las 
partes que integran un proceso judicial puedan incorporar los elementos 
probatorios de los que se desprendan datos objetivos verificables por el 
juez y que sustenten sus pretensiones. 
d) Cosa juzgada  
La cosa juzgada es un derecho establecido en el artículo 139.13 de la 
Constitución Política del Estado, el cual garantiza que frente a una 
resolución judicial firme, es decir, inimpugnable, cualquier operador judicial 
se abstenga de instaurar un nuevo proceso, en la medida que se protege la 
eficacia de las resoluciones judiciales que han adquirido el carácter de 
firmeza y, en segundo lugar, la seguridad jurídica emanada de estas. 
e) Proceso de amparo  
Uno de los procesos constitucionales consagrados por nuestra Carta 
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Política es el proceso de amparo, el cual permite la tutela de todo derecho 
fundamental que se encuentre fuera del campo de acción de los procesos 
de hábeas corpus y hábeas data. Cabe señalar que el proceso de amparo 
puede ser instaurado cuando se considere que una resolución judicial firme 
atenta contra uno de los derechos procesales establecidos en el artículo 
139 de la Constitución y en el artículo 4 del Código Procesal Constitucional 
 
2.4. HIPÓTESIS 
2.4.1.  HIPÓTESIS GENERAL: 
El proceso de amparo como mecanismo de protección implica un conjunto 
de problemas, identificables a nivel normativo y a través del desarrollo de la 
jurisprudencia, impiden se pueda obtener una tutela efectiva del derecho 
fundamental del medio ambiente equilibrado y adecuado reconocido en la 
constitución política del Perú. 
2.4.2  HIPÓTESIS ESPECÍFICAS: 
- El proceso de amparo en el Perú constituye un mecanismo efectivo de 
protección judicial del derecho fundamental al medio ambiente. 
- La indebida motivación de las decisiones emitidas por el Tribunal 
Constitucional del Perú es la principal causa de vulneración y de 
controversias relacionadas con la protección del derecho al medio ambiente 
a través del proceso amparo. 
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- La tutela de derechos fundamentales sustantivos aún no es tan recurrida 
como la de derechos fundamentales procesales a través del amparo contra 
resoluciones judiciales del derecho fundamental al medio ambiente. 
2.5. IDENTIFICACIÓN DE VARIABLES 
a) VARIABLE INDEPENDIENTE 
- Proceso de amparo 
b) VARIABLE DEPENDIENTES 
- Proceso de amparo 
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2.6. OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES. 
 
 
 
 
 
VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES CRITERIOS DE 
VALORACION 
 
 
 
 
 
1. PROCESO DE 
AMAPARO 
1.1.MECANISMO DE 
DERECHO  
 
 
 
 
 
1.2. MOTIVACION DE 
LAS 
RESOLUCIONES 
JUDICIALES 
 
 
 
 
  
- Siempre. 
- Nunca. 
- A veces 
 
 
 
 
-Se presentan casos. 
 
No se presentan casos 
 
 
2 DERECHO DEL 
MEDIO AMBIENTE 
2.1.  PROTECCION Y 
TUTELA 
 
 
 
2.2. DERECHOS 
FUNDAMENTALES 
PROCESALES 
 - Si  
- No 
-  A  veces 
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CAPÍTULO III 
METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1  MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
Para toda investigación es de importancia fundamental que los hechos y 
relaciones que establece, los resultados obtenidos o nuevos conocimientos, 
tengan el grado máximo de exactitud y confiabilidad. 
 
Se ha seguido el método científico social poniendo especial énfasis 
en los siguientes métodos: 
a. Exegético 
 El Método exegético ha permitido hacer el estudio de diferentes 
normas relacionadas con el derecho de acceso a la información;  
buscando el origen etimológico de la norma, figura u objeto de 
estudio, desarrollarlo, describirlo y encontrar el significado a fin de 
obtener información y conclusiones legales. 
b.  Inductivo 
      Desarrollado a través del análisis teórico de los variables e 
indicadores del problema para llegar a conclusiones generales. 
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c. Deductivo 
Aplicado en la generación de hipótesis y conclusiones sobre la 
opinión de los agentes involucrados y comprender los factores 
particulares.  
 d. Analítico 
La investigación enfoca y explica   las   variables e indicadores del 
problema tratado con el fin estudiar la postura sobre los mecanismos 
de protección del derecho al medio ambiente. 
e. Dialéctico 
Para analizar el problema social dentro del contenido jurídico. 
f. Síntesis  
Infiere los resultados encontrados de las variables: proceso de 
amparo y derecho al medio ambiente. 
g. Estadístico: 
Los resultados han sido procesados y graficados a través de la 
estadística descriptiva. 
h. Bibliográfico documental:  
Desarrollándose a través  de la recopilación y sistematización de las 
fuentes de información registrados en las técnicas de fichaje y  del 
análisis de contenido 
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3.2 DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
3.2.1. NIVEL Y TIPO 
Según la finalidad o propósito de la investigación es de nivel básica porque 
se adquirirán conocimientos nuevos sobre el proceso de amparo como 
mecanismo de protección del derecho ambiental. 
Según el enfoque asumido es el cualitativo y cuantitativo porque 
utilizaremos datos estadísticos y casos referidos al problema de 
investigación.  
Según el alcance temporal es longitudinal o diacrónica porque el 
estudio se realizara para el periodo comprendido entre los meses de enero a 
diciembre del 2014. 
Según el criterio de la naturaleza de la investigación, es una 
investigación  de tipo dogmática, descriptiva, toda vez que describimos de 
qué manera  la doctrina, la legislación y la jurisprudencia contempla  los 
mecanismos de protección al medio ambiente. 
 
3.2.2. DISEÑO 
El diseño de la investigación entendida como el conjunto de estrategias 
procedimentales y metodológicas definidas y elaboradas previamente para 
desarrollar el proceso investigativo, guiando los propósitos y contratarlas a 
través de la prueba de hipótesis, para el presente estudio es de carácter no 
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experimental y cuyo diseño especifico es el dogmático (descriptivo)19 
DISEÑO ESPECÍFICO 
Para el  presente estudio  se estableció el diseño: 
M --------------------- O 
Donde M represente a la muestra con quien se ha de realizar el estudio; O 
= observación. 
 
3.3 POBLACIÓN Y MUESTRA 
a) Población.- la población está compuesta por las sentencias  del tribunal 
constitucional y casos presentados hasta el año 2014. 
b) Muestra.- Para determinar la muestra se aplicó la prueba de 
proporciones, quedando confirmada la muestra por: 50 sentencias, 
correspondientes hasta al año 2014. 
 
3.4 TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
3.4.1. TECNICAS  
Para el presente estudio de investigación, se utilizaron las siguientes 
técnicas: Análisis documental y  encuestas. 
Análisis documental: 
                                                          
19 Sampieri H. y otros. Metodología de la investigación” Pp 161. 
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Para  la recolección de  datos, de acuerdo al  proceso de 
investigación se empleó el análisis documental que consistió en la 
revisión de los diferentes expedientes, casos  que se presentaron 
con frecuencia respecto del problema estudiado, específicamente lo 
relacionado con los mecanismos de protección del medio ambiente 
tramitados en el distrito judicial de Puno, expresado en sus 
diferentes juzgados. 
Las estrategias de recolección de datos que se  utilizaron 
para la ejecución de la investigación: 
- La Recopilación documental.-  
- Análisis de registro documental 
- Técnicas para el procesamiento y análisis de datos 
 
3.4.2. INSTRUMENTOS: 
 Los resultados de la entrevista efectuada se presentan en el capítulo 
presentación y análisis de resultados. 
- Ficha textual. Bibliográfica y de resumen. 
- Matriz para el cotejo de expediente. 
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3.6  MATRIZ DE CONSISTENCIA  
PROBLEMA OBJETIVO HIPÓTESIS VARIABLES MÉTODOLOGÍA 
¿Cuáles son las implicancias del 
proceso de amparo como 
mecanismo de protección del 
derecho fundamental del medio 
ambiente equilibrado y adecuado 
reconocido en la constitución 
política del Perú? 
Determinar las implicancias que 
tiene el  proceso de amparo como 
mecanismo de protección del 
derecho fundamental del medio 
ambiente equilibrado y adecuado 
reconocido en la constitución 
política del Perú. 
OBJETIVOS ESPECIFICOS. 
- Analizar si el proceso de 
amparo en el Perú 
constituye un 
mecanismo de 
protección judicial 
efectivo del derecho 
fundamental al medio 
ambiente. 
- Identificar y describir las 
decisiones emitidas por 
el Tribunal 
Constitucional del Perú 
respecto a controversias 
relacionadas con la 
protección del derecho 
al medio ambiente a 
través del proceso 
amparo. 
El proceso de amparo como mecanismo de 
protección implica un conjunto de 
problemas, identificables a nivel normativo y 
a través del desarrollo de la jurisprudencia, 
impiden se pueda obtener una tutela efectiva 
del derecho fundamental del medio 
ambiente equilibrado y adecuado reconocido 
en la constitución política del Perú. 
HIPOTESIS ESPECÍFICAS. 
El proceso de amparo en el Perú constituye 
un mecanismo efectivo de protección judicial 
del derecho fundamental al medio ambiente. 
La indebida motivación de las decisiones 
emitidas por el Tribunal Constitucional del 
Perú es la principal causa de vulneración y 
de controversias relacionadas con la 
protección del derecho al medio ambiente a 
través del proceso amparo. 
La tutela de derechos fundamentales 
sustantivos aún no es tan recurrida como la 
de derechos fundamentales procesales a 
través del amparo contra resoluciones 
judiciales del derecho fundamental al medio 
ambiente. 
VARIABLE 
INDEPENDIENTE. 
Proceso de amparo 
VARIABLE 
DEPENDIENTE 
Derecho del medio 
ambiente 
POBLACION 
 Y MUESTRA 
Casos que se 
presenten en el TC. 
 
DISEÑO Dogmático  
NIVEL Descriptivo  
TIPO Básica  
TECNICAS DE 
RECOLECCION DE 
DATOS. 
La observación 
Análisis bibliográfico y 
documentario. 
Entrevista. 
Análisis o revisión de 
expedientes 
INSTRUMENTOS DE 
RECOLECCION DE 
DATOS 
Ficha textual. 
Bibliográfica y de 
resumen. 
Guía de entrevista. 
Matriz para el cotejo de 
expediente. 
Cédula o formato de 
encuesta o cuestionario. 
  
 
 
CAPÍTULO IV 
RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
Luego de la ejecución, procesamos los datos cuyos resultados presentamos: 
En  este  capítulo  se  analizan  sentencias  del  Tribunal  Constitucional  
peruano  sobre  la protección  del  derecho  al  medio  ambiente  a  través  del  
proceso  constitucional  de amparo,  a  fin  de  identificar  problemas  concretos  
de  índole  procesal.  El  análisis  a realizar  se  centrará  en  la  forma  en  que  
el  Tribunal  ha  resuelto  los  aspectos  procesales relacionados  con  los  
casos  que  han  llegado  a  su  conocimiento.  Desde  esta  perspectiva, se 
identificarán datos de relevancia vinculados a los temas desarrollados en los 
capítulos anteriores de la tesis, relacionados con la protección judicial de 
derechos fundamentales y  los  aspectos  centrales  del  proceso  de  amparo.  
Esta  revisión  de  la  jurisprudencia  del Tribunal  permitirá  identificar  si  en  el  
caso  peruano  las  instituciones  procesales  del amparo  son  empleadas  
adecuadamente  para  la  tutela  procesal  del  derecho  al  medio ambiente.  
 
Antes  de  iniciar  el  análisis,  es  apropiado recordar  que  no  es  fácil  
encontrar trabajos  de investigación  sobre  las  tendencias  jurisprudenciales  
del  Tribunal  Constitucional respecto a instituciones jurídicas específicas, dado 
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que por lo general los estudios sobre la  jurisprudencia  emitida  por  este  
órgano  se  limitan  a  un  caso  en  particular,  y  no  al análisis global de un 
conjunto de casos sobre un tema determinado. Por ello, nos parece importante 
hacer  mención a  la síntesis que sobre  la  jurisprudencia del Tribunal  ha sido  
elaborada por Carreño Peralta (2009: 139-144), para quien este órgano ha 
precisado los siguientes aspectos sobre el derecho al medio ambiente: 
 Prevalencia de los derechos de tercera generación.  
 Precisión sobre  la característica del derecho a gozar de un ambiente 
equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida como un derecho 
subjetivo y un interés difuso justiciable. 
 Precisión sobre los alcances del derecho al medio ambiente.  
 Precisión sobre la relación entre los alcances del derecho al ambiente 
adecuado y el desarrollo de la vida humana.  
 Precisión  sobre  los  alcances  de  este  derecho,  que  abarca  a  los  
derechos reaccionales como prestacionales.  
 Fortalecimiento  y  confirmación  de  la  vigencia  y  validez  del  principio  
de prevención y del principio precautorio.  
 
Se trata de una aproximación general al desarrollo jurisprudencial sobre 
la materia, pero que  resulta  apropiado  mencionarla  de  forma  previa  
a  nuestro  análisis  sobre  temas específicos  relacionados  con  la  
tutela  procesal  del  derecho  al  medio  ambiente,  a  fin  de contar  con  
una  aproximación  a  lo  que  el  Tribunal  ha  venido  señalando  sobre  
este derecho en su jurisprudencia.  
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Finalmente, corresponde indicar que para el análisis de  la  
jurisprudencia  se  seguirá  un orden cronológico, que permitirá  luego 
hacer una evaluación global de  la  forma en que estos  casos  han  
venido  siendo  resueltos,  identificando  los  respectivos  avances  o  
retrocesos desde un punto de vista procesal. 
 
4.2  Caso Salomón Linares Cornejo (STC 221-97-AA) – 199820 
Este fue el primer caso que llegó a conocimiento del Tribunal en donde 
el demandante,  un  particular,  cuestionaba  una  serie  de  actividades  
que  se  realizaban  en  la  ciudad  de Arequipa y que consideraba 
lesivas de sus derechos fundamentales, entre ellos, al medio ambiente.  
En  la  síntesis  de  la  demanda  que  aparece  en  la  sentencia  del  
Tribunal  se señala lo siguiente: 
 
Don José Salomón Linares Cornejo interpone acción de amparo 
contra la Municipalidad Provincial  de  Arequipa,  representada  
por  su  Alcalde  don  Roger  Cáceres  Pérez,  con  el propósito  
que  se  disponga  que  este  Gobierno  Local  suspenda  todo  
tipo  de  celebración en  el  centro  de  la  ciudad  de  Arequipa,  
que  entrañe  causar  daños  a  la  propiedad  y  las personas,  
suspenda  igualmente  todo  tipo  de  tráfico  pesado  por  
"Arequipa  cuadrada", cancele cualquier licencia de transporte por 
el centro de la ciudad y erradique todos los centros  nocturnos  
que  existen  en  "Arequipa  cuadrada"  y  los  locales  que  
expenden bebidas alcohólicas adulteradas.  
                                                          
20 La  sentencia  fue  publicada  el  6  de  enero de  1998  y  expedida por  el  Pleno  del  
Tribunal,  conformado únicamente por los magistrados Acosta Sánchez, Nugent, Díaz Valverde 
y García Marcelo, debido a que los otros tres magistrados habían sido arbitrariamente 
destituidos en mayo de 1997.   
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Manifiesta  el  accionante  que  es  vecino  de  la  Calle  Bolivar  
Nº  319  de  la  ciudad  de Arequipa;  que  cada  14  de  agosto  –
fecha  en  que  se  celebra  la  verbena  de  la  ciudad-  él, sus 
familiares y vecinos son víctimas de actos  de inmoralidad  y 
vandalismo , producto del  alcoholismo;  que,  el  transporte  
pesado  provoca  graves  daños  al  medio  ambiente local,  a  la  
salud  de  los  pobladores  y  está  socavando  las  estructuras  de  
las  antiguas casonas  de  la  ciudad  de  Arequipa,  con  el  riesgo  
que  desaparezcan  estos  monumentos arquitectónicos; agrega 
que la circulación de vehículos de transporte público y de carga 
por las calles céntricas de esta ciudad pone en peligro la vida de 
cientos de escolares que estudian en centros educativos de las 
Calles Puente Grau, Bolivar y Sucre. 
 
En  el  Poder  Judicial  la  demanda  fue  declarada  improcedente,  por  
considerarse  que  el petitorio resultaba oscuro y ambiguo y que a través del 
amparo se cuestionaban materias que  no  correspondían  ser  analizadas  en  
esta  vía  procesal.  El  Tribunal  Constitucional siguió una línea similar, aunque 
con diferente argumento, pues declaró improcedente la demanda  por  
considerar  que  el  demandante  “no  ha  acreditado  haber  ejercido 
previamente  su  derecho  de  petición  ante  la  autoridad  administrativa;  
máxime  [si]  las Municipalidades  gozan  de  autonomía  para  establecer  
pautas  respecto  al  tránsito, espectáculos  y  otorgamiento  de  licencias,  por  
lo  que  el  Juez  no  puede  suplir  a  dicha autoridad en el ejercicio de sus 
atribuciones” (fundamento jurídico Nº 3). 
 
A  pesar  de  esta  respuesta,  el  caso  resulta  interesante  por  el  hecho  que  
el  Tribunal  plantea  la  particularidad  que  presentan  los  procesos  
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constitucionales  en  materia  de  defensa del derecho al medio ambiente. En 
este sentido señaló: 
 
2. […] en el presente caso estamos frente a derechos de incidencia 
colectiva, a los que la doctrina  conoce  con  el  nombre  de  intereses  
difusos  o  colectivos,  principalmente vinculados  con  la  preservación  
del  ambiente;  cuyos  valores  puestos  en  juego  afectan prácticamente 
a todos; interés jurídicamente relevante que ha hecho nacer un nuevo 
tipo de  amparo,  denominado  amparo  colectivo  por  el  estudioso  
argentino  Augusto  M. Morello;  y  cuya  admisibilidad  ha  sido  
expresamente  reconocida  –para  el  caso  de derechos  
constitucionales  de  naturaleza  ambiental-  por  el  art.  26º  tercer  
párrafo  de  la Ley 23506, de Hábeas Corpus y Amparo; dispositivo legal, 
que por otra parte, reconoce la legitimatio ad causam a cualquier 
persona, aun cuando la violación o amenaza no lo afecte directamente. 
 
Reiteramos que la mención a este caso es meramente referencial, pues 
pasarán bastantes años hasta que el Tribunal emita pronunciamientos 
sustantivos sobre el tema de nuestra investigación  y  en  donde  se  pueda  
apreciar  un  análisis  y  uso  práctico  de  los instrumentos  procesales  del  
amparo  para  la  defensa  del  medio  ambiente.  Sin  embargo, este  fallo  
refleja  una  primera  orientación  respecto  a  la  resolución  de  controversias  
en materia ambiental como si de un problema de carácter administrativo se 
tratara. 
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4.2  Caso Cruz del Sur (STC 1202-99-AA) - 200121 
La  mención  a  este  caso  se  justifica  por  el  hecho  de  constituir  
también  una  de  las primeras  controversias  resueltas  por  el  Tribunal  
Constitucional  relacionadas  con  la protección del derecho al medio 
ambiente, aunque esta materia en sí no mereció mayor análisis. Fue 
resuelta por el Tribunal recompuesto luego de la renuncia del ex 
presidente Fujimori. 
En este caso, la demanda de amparo fue presentada contra una 
ordenanza municipal que prohibía  el  paso  por  el  centro  histórico  del  
Cusco  de  vehículos  con  un  peso  mayor  a 6,000  kgs.  Se  trataba,  
en  consecuencia,  de  un  amparo  contra  normas  legales.  Hasta  el 
año del pronunciamiento del Tribunal, 2001, su doctrina jurisprudencial 
sobre este tema se  limitaba  a  admitir  este  tipo  de  demandas,  pero  
sin  haber  emitido  mayores pronunciamientos sobre el fondo.  
  
El  demandante  era  una  persona  jurídica.  Nos  referimos  a  
una  conocida  empresa dedicada  al  servicio  de  transporte  
interprovincial  (empresa  Cruz  del  Sur).  La  parte demandada era la 
Municipalidad Provincial del Cusco, es decir, una entidad pública.  
  
El derecho invocado como lesivo era la libertad de empresa y el 
acto lesivo lo constituía la  ordenanza  emitida  por  la  municipalidad,  
que  prohibía  la  circulación  por  el  centro histórico  de  buses  
                                                          
21 La sentencia fue publicada el 3 de agosto del 2001 y expedida por el Pleno del Tribunal, 
conformado por  los  magistrados  Rey  Terry,  Nugent,  Díaz  Valverde,  Acosta  Sánchez,  
Revoredo  Marsano  y  García Marcelo. 
119 
 
 
 
interprovinciales  con  determinadas  características.  Para  la  empresa 
demandante,  la  prohibición  impedía  el  acceso  de  sus  vehículos  de  
transporte interprovincial  de  pasajeros  a  los  terminales  terrestres  y  
sus  oficinas.  Se  alegaba, asimismo,  que  ese  tipo  de  medida  era  
competencia  del  Ministerio  de  Transportes  y Comunicaciones  y  no  
de  la  municipalidad.  La  demanda  tenía  por  objetivo  que  se 
inaplique  la  ordenanza  impugnada,  en  consecuencia,  que  los  buses  
de  la  empresa puedan circular por el centro histórico del Cusco sin 
restricciones.  
 
A  nuestra  consideración  el  caso  debió  ser  resuelto  de  la  
siguiente  manera.  En  la  parte correspondiente  al  juicio  de  
procedibilidad  debió  analizarse  si  la  norma  era autoaplicativa,  por 
tratarse  de  una  demanda  de  amparo  contra  normas  legales.  En  
caso afirmativo,  se  debía  pasar  al  juicio  de  fondo  y  analizar  si  el  
acto  lesivo  afectaba  el derecho  invocado  (al  tratarse  de  una  
medida  que  prohibía  una  actividad,  correspondía aplicar  la  teoría  de  
resolución  de  casos  sobre  restricciones  a  los  derechos 
fundamentales). Sin embargo, el Tribunal no hizo lo uno ni lo otro.  
 
En  efecto,  los  argumentos  del  Tribunal  sobre  el  caso  
concreto  se  centraron  en  los siguientes  aspectos:  a)  la  ordenanza  
fue  dictada  por  el  municipio  sobre  la  base  de  un estudio  técnico  
(acto  debidamente  sustentado);  b)  se  identificó  un  conflicto,  pero  
entre el  procedimiento  preestablecido  en  la  ley  y  la  protección  del  
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derecho  a  la  salud  y  al medio  ambiente,  determinando  que  deben  
prevalecer  los  últimos  en  razón  “a  su superioridad”;  y,  c)  la  
municipalidad  demandada  dictó  la  norma  impugnada  dentro  del 
ámbito de sus competencias.   
 
Sin  duda,  la  generalidad  de  los  argumentos  es  lo  que  más  
llama  la  atención,  siendo  el segundo  de  los  puntos  el  que  especial  
atención  merece,  pues  allí  se  concentra  el  poco análisis 
constitucional presente en la sentencia, aparte de la referencia a la 
supremacía o prevalencia del derecho al medio ambiente:  
 
- Que, en cuanto a lo que establece el Decreto Legislativo N.° 776; Ley 
de Tributación Municipal, en el sentido de que el cambio de zonificación 
no es oponible al titular de la licencia dentro de los primeros cinco años 
de producido dicho cambio, debe tenerse  en cuenta,  que  si  bien  en  
el  ordenamiento  constitucional  coexisten  diversos  derechos 
constitucionales,  todos  de  igual  importancia,  hay  circunstancias  que  
legitiman  la restricción  de  unos  derechos  en  salvaguarda  de  otros,  
atendiendo  a  finalidades superiores  del  ordenamiento  constitucional.  
Bajo  esta  perspectiva,  si  el  respeto  al procedimiento preestablecido  
en la ley supone  menoscabar el derecho a la salud de  las personas y a 
su medio ambiente convirtiéndolo en irreparable por el hecho de que 
debe cumplirse previamente otro derecho, es evidente que se hace 
necesario hacer prevalecer el  segundo  de  ellos,  por  estar  conectado  
con  el  principio  de  protección  al  ser  humano, contenido además  en  
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el artículo 1° de la Constitución Política del Estado, en virtud del cual la 
defensa de la persona humana, y el respeto de su dignidad son el fin 
supremo de la  sociedad  y  del  Estado,  y  sin  cuya  vigencia  
carecerían  de  sentido  todos  los  derechos constitucionales. 
 
- En cuanto a los plazos se debe señalar que la presentación de la 
demanda se produjo el 31  de  marzo  de  1999,  la  resolución  de  
primer  grado  –que  declaró  improcedente  la demanda-  el  15  de  
junio  de  1999,  la  resolución  de  segundo  grado  –que  confirmó  la 
improcedencia-  el  28  de  setiembre  de  1999.  Finalmente,  la  
sentencia  del  Tribunal  por medio de la cual se declaró infundada la 
demanda fue emitida el 22 de enero del 2000 y publicada en agosto del 
año siguiente (2001). En consecuencia, este amparo contra una norma 
legal tuvo una duración de dos años y tres meses.  
 
4.3  Caso Sociedad Minera y Yanacocha (STC 769-2002-AA y otra) –  
200322 
Este  caso  es  de  particular  importancia  pues  se  trata  de  una  de  
las  primeras  demandas presentada  por  empresas  mineras  y  que  se  
dirigió  contra  una  medida  adoptada  por  una entidad estatal con la 
finalidad de proteger el medio ambiente.  
  
Los demandantes fueron  la Sociedad Minera de Responsabilidad 
Limitada Chaupiloma Dos  de  Cajamarca  y  la  Minera  Yanococha  
S.R.L.  La  entidad  demandada  fue  la municipalidad  provincial  de  
                                                          
22 Sentencia  del  Tribunal  Constitucional  publicada  el  26  de  agosto  del  2003  y  expedida  
por  la  Sala Segunda, conformada por los magistrados Rey Terry, Revoredo  Marsano y 
García Toma. 
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Hualgayoc-Bambamarca,  ubicada  aproximadamente  a  117 Km.  al  
norte  de  Cajamarca,  una  importante  zona  minera  del  país.  El  
objetivo  de  la demanda  era  cuestionar  la  ordenanza  municipal  por  
medio  de  la  cual  se  declaró  como zona reservada y protegida la 
microcuenca del río Llaucano en el ámbito territorial de la provincia de 
Hualgayoc. 
 
En  este  caso,  las  empresas  demandantes  invocaron  la  
afectación  de  diversos  derechos fundamentales,  como  la  propiedad  
y  la  libertad  de  trabajo.  Al  ser  el  acto  lesivo  la expedición  de  una  
ordenanza  municipal,  el  caso  resultaba  siendo  una  demanda  contra 
una  norma  legal.  En  este  sentido,  era  objetivo  de  los  demandantes  
que  se  inaplique  la ordenanza  respecto  a  ellos,  aunque  no  queda  
en  claro  cómo  podría  ser  inaplicada  una norma que declara una 
determinada zona como protegida.  
 
A  nuestra  consideración,  el  caso  debió  ser resuelto  de  la  
siguiente  forma.  En  cuanto  al juicio de procedibilidad correspondía 
analizar si la norma impugnada era autoaplicativa. En el análisis de  
fondo, si  la declaración de una zona como área protegida afectaba  los 
derechos invocados.  
 
Al  resolver  el  caso,  el  Tribunal  determinó  que  la  norma  que  
se  cuestionaba  era autoaplicativa, aplicando criterios que forman parte 
de la línea argumentativa que suele emplear en casos similares de 
amparos contra normas legales:  
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2.  […]  en  el  caso  de  autos,  resulta  evidente  el  cuestionamiento  a  
los  alcances  de  una norma  de  naturaleza  autoaplicativa,  motivo  por  
el  que,  por  principio,  no  cabe  invocar una  presunta  causal  de  
improcedencia  sustentada  en  el  inciso  2),  párrafo  segundo,  del 
artículo 200° de la Constitución Política del Perú. Esta consideración, por 
lo demás, se sustenta  en  que  la  Ordenanza  cuestionada,  
particularmente  en  sus  artículos  cuarto  y sexto,  establece  un  
régimen  de  obligaciones  y  prerrogativas  que  no  necesita  por  si 
mismo  de  ningún  acto  concreto  de  aplicación,  sino  que  
inobjetablemente  opera,  de forma  automática,  desde  el  instante  
mismo  en  que  se  acepta  el  establecimiento  de  una zona  reservada  
y  protegida  a  cuyos  condiciones  se  sujetan  las  recurrentes.  Por 
consiguiente  y  al  ser  ésta  la  situación  jurídica  de  la  demandada  
frente  a  las demandantes, no opera la prohibición de procedencia del 
amparo contra normas, sino su  habilitación,  a  fin  de  determinar  si,  
en  efecto,  existe  o  no  vulneración  de  los  derechos invocados,  
criterio  que  por  lo  demás  resulta  compatible  con  jurisprudencia  
precedente emitida por este Colegiado.   
 
Con este argumento, el Tribunal  validó  que  las  ordenanzas  que  establecen  
una  zona reservada  con  fines  de  protección  ambiental,  así  como  medidas  
orientadas  para garantizar esta medida, deben ser calificadas como normas 
autoaplicativas.  Se trató del aspecto más significativo de este proceso.  
 
Sobre  el  fondo  del  asunto,  el  Tribunal  consideró que  la  ordenanza  
de  la  municipalidad no guardaba relación alguna con el ejercicio de  los 
derechos  invocados en  la demanda. Por esta razón, la declaró infundada.  
 
En  cuanto  a  la  duración  del  proceso  se  debe  mencionar  que  la  
demanda  respectiva  fue presentada el 30 de mayo del 2001. La sentencia de 
primer grado declaró improcedente la  demanda  con  fecha  12  de  noviembre  
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del  2001  y  la  de  segundo  grado  confirmó  la improcedencia  el  31  de  
enero  del  2002.  La  sentencia  del  Tribunal  Constitucional  fue expedida  el  
30  de  enero  del  2003  y  publicada  en  agosto  del  mismo  año.  En 
consecuencia, este caso tuvo una duración mayor a los dos años.   
 
4.4  Caso Depósitos Químicos Mineros (SETC 921-2003-AA) - 200323 
A  partir  de  esta  decisión  presentaremos  los  aspectos  más  
importantes  del  caso  a través de  diversas  secciones.  Ello  obedece  
a  que  se  ingresa  a  una  etapa  en  que  los pronunciamientos  del  
Tribunal  empezaron  a  desarrollar  con  mayor  detalle  aspectos  de 
importancia relacionados con la protección del derecho al medio 
ambiente.  
  
a) Demandante y derechos invocados  
La  demanda  fue  interpuesta  por  cuatro  pobladores  de  la  
urbanización  Chacaritas  de  la Provincia  Constitucional  del  Callao  e  
invocaron  la  protección  de  sus  derechos  a  la salud,  a  la  vida  y  a  
un  medio  ambiente  equilibrado  y  adecuado.  En  su  demanda 
indicaron  que  la  mencionada  urbanización  cuenta  con  80,000  
habitantes,  por  lo  que  se trataba  de  un  proceso  en  el  cual  el  
número  de  beneficiarios  resultaba  identificable,  al menos en cuanto al 
número.  
b) Demandado y acto lesivo  
                                                          
23 Sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional publicada el 10 de noviembre del 2003 y 
suscrita por los magistrados Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen, Aguirre Roca, Revoredo 
Marsano, Gonzales Ojeda y García Toma.   
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La  demanda  fue  interpuesta  contra  una  empresa,  tres  ministerios  y  
un  gobierno  local, con la finalidad que se ordene:  
-  Cesar  la  amenaza  sobre  los  derechos  constitucionales,  
dejándose  sin  efecto  la Resolución  Directoral  N.°  058-2001-
MTC/15.15,  del  24  de  abril  de  2001,  que autorizaba  la  construcción  
de  un  sistema    de  carga  y  descarga  en  favor  de  la demandada 
Depósitos Químicos Mineros S.A.  
 -  Impedir  a  la  citada  empresa  la  construcción  del  almacén  y  
sistema  de  carga  y descarga.  
 -  Dejar  sin  efecto  la  licencia  de  construcción    otorgada  por  la  
Municipalidad Provincial del Callao para el citado depósito y almacén.  
 -  Ordenar  a  la  misma  municipalidad  abstenerse  de  emitir  
resolución  que  autorice  el funcionamiento del referido depósito.  
 -  Dejar  sin  efecto  la  aprobación  del  Estudio  de  Impacto  Ambiental  
dada  por  el Ministerio de Industrias.  
 -  Dejar sin efecto la opinión técnica  favorable emitida por el Ministerio 
de Energía  y Minas para la construcción  de la planta respectiva. 
 
De  la  revisión  de  este  petitorio  se  puede  deducir  que  los  actos  lesivos  
eran  diversos, siendo  el  principal  la  autorización  dada  para  la  
construcción  de  un  sistema    de  carga  y descarga  en  favor  de  la  
empresa  demandada  Depósitos  Químicos  Mineros  S.A,  razón por  la  cual  
se  invocan  también  como  actos  lesivos  acciones  previas  adoptadas  por 
diferentes entidades estatales que permitieron dar lugar a dicha autorización.  
  
126 
 
 
 
c) Decisiones del Poder Judicial  
 En primera instancia se declararon fundadas las excepciones de falta de 
legitimidad para obrar  pasiva  deducidas  por  el  Ministerio  de  Energía  y  
Minas  y  el  Ministerio  de Industria, Turismo, Integración y Negociaciones 
Comerciales Internacionales,  así como las  excepciones  de  caducidad  y  de  
falta  de  agotamiento  de  la  vía  administrativa, deducidas  por  el  Ministerio  
de  Transportes,  Vivienda  y  Construcción.  Junto  a  ello,  la demanda  fue  
declarada  improcedente  por  considerarse  que  los  hechos  materia  de 
controversia requerían un mayor debate, no siendo la vía del amparo la idónea 
para ello.  
En segunda instancia se confirmó la decisión por los mismos fundamentos.  
Estas respuestas reflejan el problema que se presenta cuando se interpone 
una demanda contra  varios  actos  lesivos,  y  por  ende  contra  varias  
entidades  estatales.  Asimismo, permiten identificar la respuesta de la 
judicatura, orientada a considerar como complejas estas controversias, lo cual 
tiene repercusión directa en la viabilidad de las demandas de amparo.  
  
d) Decisión del Tribunal Constitucional  
El  Tribunal  Constitucional  dividió  su  pronunciamiento  en  dos  partes.  En  
primer  lugar, se  pronunció  sobre  las  excepciones  planteadas  y  que  fueron  
acogidas  por  el  Poder Judicial.  En  segundo  lugar,  analizó  el  fondo  de  la  
controversia.  En  cuanto  a  las excepciones señaló:  
 -  Respecto a la excepción de falta de legitimidad para obrar pasiva, señaló 
que si bien la  Resolución  Directoral  impugnada  fue  emitida  por  el  
Ministerio  de Transportes  y Comunicaciones,  ello  no  impedía  que  la  
demanda  se  interpusiera  contra  los ministerios  de  Industria,  Turismo,  
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Integración  y  Negociaciones  Comerciales Internacionales,  y  el  de  Energía  
y  Minas,  pues  emitieron  pronunciamientos sectoriales  previos  que  
permitieron  la  expedición  de  la  mencionada  Resolución Directoral.  Se  
aprecia  aquí  una  tendencia  por  mantener  en  el  proceso  a  todas  las 
entidades que pudieran tener alguna relación con el fondo de la controversia.  
 -  Respecto  a  la  excepción  de  caducidad,  si  bien  la  resolución  
impugnada  fue publicada  el  12  de  mayo  del  2001  en  el  diario  oficial  El  
Peruano,  “los  actos reclamados  mediante  la  presente  demanda  no  se  
limitan  exclusivamente  al cuestionamiento  de  dicho  pronunciamiento  
administrativo,  sino  que  se  proyectan sobre  todos  aquellos  actos  que  
tengan  por  objeto  materializar  el  proyecto  de construcción,  instalación  y  
funcionamiento  de  la  empresa  Depósitos  Químicos Mineros  S.A”.  En  este  
sentido,  consideró  que  el  acto  lesivo  era  de  carácter permanente.  Al  igual  
que  en  la  excepción  anterior,  se  aprecia  una  tendencia  por parte  del  
Tribunal  de  evitar  que  por  aspectos  de  forma  no  se  pueda  emitir  un 
pronunciamiento sobre el fondo.  
-  En  cuanto  a  la  excepción  de  falta  de  agotamiento  de  la  vía  
administrativa,  el Tribunal  determinó  que  dicho  agotamiento  no  
correspondía  ser  exigido,  por  cuanto el acto lesivo era una amenaza. 
Además, señaló que el proyecto de construcción de la  planta  se  estaba  
ejecutando,  por  lo  que  eran  de  aplicación  las  excepciones previstas  en  la  
legislación  procesal  constitucional  sobre  la  excepción  a  su agotamiento en 
caso el acto se ejecute de inmediato.   
 -  Aunque  no  fue  materia  de  alguna  excepción,  el  Tribunal  señaló  que  
en  el  presente caso no podía objetarse  la  falta de  legitimidad para  la  
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interposición de  la demanda, pues  “los  derechos  objeto  de  reclamo  se  
sustentan  en  lo  que  la  doctrina  califica como  intereses  difusos  y,  por  
tanto,  vinculan  a  título  de  derecho  subjetivo  a cualquier persona, grupo 
humano o sector de la sociedad”.  
  
De  lo  expuesto  se  observa  el  particular  interés  del  Tribunal  por  evitar  
que  se  declare improcedente  la  demanda,  en  tanto  considera  de  suma  
importancia  emitir  un pronunciamiento  respecto  al  acto  lesivo  invocado.  
Precisamente,  la  segunda  parte  del fallo estará orientada a evaluar el  fondo 
de la controversia. Para ello, analiza en primer lugar  si  mediante  el  presente  
proceso  era  posible  cuestionar  pronunciamientos eminentemente  técnicos,  
como  la  aprobación  del  Estudio  de  Impacto  Ambiental  por parte de la 
Dirección de Asuntos Ambientales del Ministerio de Industrias, o la opinión 
técnica  favorable  emitida  por  la  Dirección  General  de  Asuntos  
Ambientales  del Ministerio de Energía y Minas. Al respecto señaló:  
5.  […]  cuando  una  dependencia  del  Estado  emite  una  opinión  
técnica  acerca  de  un asunto  propio  de  su  competencia,  no  vulnera  
ni  amenaza  per  se  derechos constitucionales, a menos  que  con la  
emisión  de  dicho dictamen, se  hubiese  obrado  de una  forma  
absolutamente  incompatible  con  los  objetivos  propios  de  la  función  
que  se ejerce,  u  omitido  el  cumplimiento  de  normas  preestablecidas  
que  regulan  su  ejercicio. […] 
 
A  nuestra  consideración,  esta  apreciación  del  Tribunal  resulta  de  
relevancia  para comprender su línea jurisprudencial en torno a las demandas 
de amparo que cuestionan una  decisión  estatal  relacionada  con  el  medio  
ambiente  por  considerar  que  no  se  han seguido  los  procedimientos  
129 
 
 
 
previstos  a  nivel  normativo.  Respecto  al  caso  concreto,  el Tribunal  
identificó  que  al  momento  de  emitirse  las  opiniones  especializadas  se  
habían observado  los  criterios  y  exigencias  mínimas  y  que  tales  opiniones  
fueron adecuadamente sustentadas.  
  
En  segundo  lugar,  el  Tribunal  analizó  si  había  existido  alguna  
irregularidad  en  el procedimiento iniciado por la codemandada empresa 
Depósitos Químicos Mineros S.A. para  poder  obtener  los  permisos  para  la  
construcción  y  funcionamiento  de  su  planta.  
 
Luego  de  un  análisis  de  los  diferentes  procedimientos  administrativos  que  
se  siguieron ante  diversas  instancias,  concluyó  que  respecto  a  los  
procedimientos  seguidos  hasta  la fecha  de  la  sentencia,  no  se  observaba  
infracción  legal  alguna  “pues  la  empresa codemandada  ha  solicitado  sus  
autorizaciones  ante  las  autoridades  competentes,  no apreciándose omisión 
o infracción alguna en los requisitos exigidos por la normatividad aplicable” 
(fundamento jurídico Nº 6).  
  
En tercer lugar, el Tribunal  evaluó si, al  margen  de  los procedimientos 
establecidos,  la sola  presencia  de  instalaciones  en  un  área  como  la  que  
ocupaban  los  demandantes, generaba  una  situación  de  amenaza  para  la  
vida,  la  salud  o  el  medio  ambiente.  Al respecto concluyó: 
 
Respecto a la existencia o no de peligro o amenaza sobre los derechos 
invocados, al margen  del  cumplimiento  de  los  requisitos  legalmente  
establecidos,  este  Colegiado advierte  que,  a  la  luz  del  estado  de  
los  procedimientos  en  trámite,  no  existe  en  la actualidad  ningún  
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peligro  real  sobre  los  recurrentes  o  sobre  quienes  habitan  en  las 
inmediaciones  del  local  de  la  empresa  codemandada,  puesto  que  
ésta  todavía  no  está funcionando  por  existir  trámites  pendientes,  y  
solo  en  el  caso  de  que  se  ejecutara  tal proyecto  se  plantearía  la  
necesidad  de  ponderar  si  dicha  planta  podría  amenazar  los 
derechos a la vida, a la salud y al medio ambiente.   
 
Finalmente, el  Tribunal  procedió  a  evaluar  si  las  exigencias  establecidas  a  
la  empresa demandada pueden considerarse suficientes con relación a la 
protección de los derechos reclamados.  En  este  sentido  afirmó  que,  aparte  
de  las  exigencias  legales  de  carácter administrativo,  existen  otro  tipo  de  
medidas  que  deben  adoptarse  a  fin  de  tutelar  el derecho  de  las  
personas  que  pudiesen  verse  afectadas  por  la  construcción  del  depósito 
químico.  En  este  sentido,  realizó  las  siguientes  exhortaciones  a  la  
Municipalidad Provincial  del  Callao  para  otorgar  cualquier  autorización,  
licencia  o  permiso  a  futuro (fundamento jurídico Nº 8):  
 
a)  Que adopte las decisiones que considere pertinentes  dentro  del  
marco de su sistema de gestión ambiental local y en concordancia con el 
sistema ambiental nacional y regional.  
b)  Que  dentro  de  los  criterios  que  ayuden  a  la  toma  de  las  
decisiones  pertinentes,  se consideren los relativos al saneamiento, 
salubridad y salud ambiental.  
c)  Que  Depósitos  Químicos  Mineros  S.A.,  al  momento  de  solicitar  
la  licencia  de funcionamiento, ofrezca de manera previa un estudio 
integral de seguridad que abarque necesaria  e  imprescindiblemente  a  
las  zonas  pobladas  aledañas  a  las  instalaciones  de dicha empresa.   
d)  Que  se  tome  en  cuenta,  a  través  de  los  mecanismos  de  
representación  que  confiere  la Ley Orgánica de Municipalidades, la 
opinión de los vecinos de la zona.   
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e)  Que,  en  el  supuesto  de  que  la  corporación  municipal  otorgue  la  
respectiva  licencia  de funcionamiento, se vele por una adecuada 
vinculación por razones de seguridad entre la empresa demandada y la 
comunidad organizada de la zona.   
 
Para el Tribunal, sólo con el cumplimiento de estos requisitos podría 
considerarse como “legítima  la  referida  instalación,  así  como  la  garantía  
correlativa  de  que  con  ello  no  se vulneren o amenacen los derechos 
fundamentales reclamados”.  
  
De  esta  decisión  se  pueden  deducir  los  pasos  del  análisis  que  a  
consideración  del Tribunal Constitucional corresponde efectuar para analizar 
una controversia relacionada con la protección del medio ambiente:  
i.  En primer lugar, verificar si las autorizaciones respectivas para llevar a 
cabo una determinada  actividad  han  sido  emitidas  conforme  a  los  
procedimientos  y requisitos  establecidos  a  nivel  normativo.  En  este  
nivel,  el  análisis  del  Tribunal en  el  proceso  de  amparo  se  asemeja  
más  a  un  control  de  la  actuación  de  la Administración  Pública  
conforme  a  las  leyes  sobre  protección  del  medio ambiente.  
 ii.  En  segundo  lugar,  analizar  si  se  presenta  un  peligro  real  de  
afectación  del derecho  al  medio  ambiente.  En  este  nivel,  el  análisis  
se  relaciona  directamente con el objetivo de un proceso de tutela de 
derechos.  
 iii.  En tercer lugar, evaluar si corresponde  invocar a  las autoridades  la 
adopción de alguna  medida  que  pueda  prevenir  la  afectación  de  
derechos.  En  este  nivel,  la labor  del  Tribunal  es  esencialmente  
exhortativa,  por  lo  que  para  analizar  su impacto  correspondería  
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identificar  si  con  posterioridad  a  la  sentencia,  las medidas invocadas 
han sido implementadas por las autoridades competentes. 
Conforme se sigan analizando los siguientes casos, evaluaremos en qué 
nivel de análisis suele centrarse la labor del Tribunal Constitucional.  
  
e) Decisión final del Tribunal Constitucional  
 El  Tribunal  declaró  infundada  la  demanda,  principalmente  por  
considerar  que  no  se había acreditado la amenaza de los derechos 
fundamentales invocados en la demanda.  
  
f) Plazos  
 La  demanda  fue  interpuesta  el  11  de  diciembre  del  2001.  La  
sentencia  de  primera instancia, emitida por el Sexagésimo Sexto 
Juzgado Especializado en lo Civil de Lima  y que declaró improcedente 
la demanda, fue emitida el 5 de junio del 2002; mientras que la  
sentencia  de  la  Sala  de  Vacaciones  de  la  Corte  Superior  de  
Justicia  de  Lima,  que confirmó la apelada, lleva por fecha 17 de 
febrero del 2003. En este caso, la declaratoria de  improcedencia  de  la  
demanda  por  parte  de  dos  instancias  en  el  Poder  Judicial  tuvo una  
duración  aproximada  de  un  año  y  dos  meses.  La  sentencia  final  
del  Tribunal Constitucional,  que  contiene  un  pronunciamiento  sobre  
el  fondo  de  la  controversia, lleva por fecha 12 de agosto del 2003, 
siendo publicada la sentencia el 10 de noviembre del mismo año. En 
conjunto, el proceso tuvo una duración de casi dos años.  
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4.5  Caso Nextel 1 (STC 964-2002-AA) - 200324 
 
La primera década del siglo XXI ha sido testigo del incremento del uso 
de los teléfonos celulares  o  móviles,  lo  que  ha  dado  lugar  a  la  
necesidad  por  parte  de  las  empresas  que brindan este servicio de  
instalar antenas en diversas ciudades del país. En aquellas con mayor  
demanda  de  servicios,  como  es  el  caso  de la  capital,  la  
proliferación  de  antenas ha  dado  lugar  a  la  interposición  de  
demandas  de  amparo.  Respecto  a  este  tema,  el Tribunal  
Constitucional  ha  emitido  diversos  pronunciamientos,  variando  en  el  
camino de línea jurisprudencial. Aquí se expondrá el primer caso 
resuelto sobre la materia.   
 
a) Demandante y derechos invocados  
 La  demanda  de  amparo  fue  presentada  por  Alida  Cortez  Gómez  
de  Nano,  quien solicitaba  la  protección  de  sus  derechos  a  la  paz,  
a  la  tranquilidad  y  a  gozar  de  un ambiente  equilibrado  y  adecuado  
al  desarrollo  de  su  vida.  Es  de  interés  resaltar  que  la demanda  fue  
interpuesta  por  una  sola  persona,  a  pesar  de  que  los  derechos  
invocados tenían una connotación colectiva.  
 b) Demandado y acto lesivo  
 La  demanda  fue  interpuesta  contra  una  empresa  prestadora  del  
servicio  de  telefonía celular,  Nextel  S.A. El  acto  lesivo  invocado  fue  
la  instalación  de  una  antena,  actividad que  se  alegaba  que  no  
                                                          
24 La sentencia fue publicada el 30 de setiembre del 2003 y expedida por la Sala Primera del 
Tribunal, conformada por los magistrados Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen y Gonzales 
Ojeda 
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contaba  con  la  autorización  municipal  respectiva.  Se  afirmaba, 
asimismo,  que  la  instalación  fue  realizada  sin  haberse  cumplido  de  
forma  previa  con algunos  requisitos  legales,  como  la  elaboración  de  
informes  por  parte  de  órganos técnicos especializados.   
  c) Decisiones del Poder Judicial  
El  Primer  Juzgado  Corporativo  Transitorio Especializado  en  Derecho  
Público  de  Lima declaró  fundada  la  demanda  por  considerar  que  
“la  alegada  amenaza  de  violación constitucional  se  pone  de  
manifiesto  con  la  existencia  del  riesgo  para  la  salud  que implica la 
instalación de la referida antena, ya que hay incertidumbre científica 
sobre el daño  que  podría  producir  en  las  personas,  agregando  que  
si  bien  es  cierto  que  los trabajos  de  instalación  de  la  estación  
base  están  suspendidos  y,  que,  por tanto,  ésta  no funciona,  
también  lo  es  que  tales  instalaciones  representan  un  peligro  
inminente  y evidente,  con  lo  que  se  acredita  la  amenaza  de  
violación  de  los  derechos  invocados”.   
En  este  sentido,  se  equiparó  la  amenaza  con  la  
incertidumbre  científica  sobre  el probable daño.  
La  Sala  de  Derecho  Público  de  la  Corte  Superior  de  Justicia  
de  Lima  declaró improcedente  la  demanda  por  aspectos  de  forma,  
en  tanto  consideró  que  no  se  había agotado  la  vía  administrativa.  
Al  respecto  señaló  que  la  Resolución  Directoral  N°  132, expedida  
por  la  Municipalidad  Distrital  de  Ate,  que  ordenó  la  paralización  y/o 
demolición  de  la  construcción  efectuada  por  la  empresa  Nextel  del  
Perú  S.A.  fue apelada  por  la  demandante  y  sus  vecinos  de  
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Mayorazgo  el  20  de  febrero  de  2001,  así como  por  la  empresa  
demandada  y  que,  “sin  embargo,  la  presente  demanda  fue 
interpuesta el 6 de febrero de 2001, es decir, con anterioridad a la 
presentación de dicho recurso;  más  aún,  con  fecha  23  de  mayo  de  
2001,  se  expidió  la  Resolución  Directoral N.° 404, que declaró 
fundado el mencionado recurso de apelación”.  
d) Sentencia del Tribunal Constitucional  
Al resolver la controversia, el Tribunal toma en primer lugar una posición 
respecto a la vía  administrativa  a  la  cual  acudió  la  parte  
demandante  para  reclamar  contra  la instalación  de  la  antena  y  que  
recibió  una  respuesta  favorable  por  parte  de  la municipalidad. Al 
respecto concluyó que como la demanda iba dirigida contra el acto de un 
particular (la empresa demandada), no cabía exigir el agotamiento de 
una vía previa administrativa. En este sentido señaló:  
  
2. […] este Tribunal considera necesario señalar que en el 
presente caso no es necesario que  se  exija  el  agotamiento  de  
la  vía administrativa,  pues,  como  se  ha  expuesto  en  los 
antecedentes  de  esta  sentencia,  el  acto  reclamado  no  fue  
ejecutado  por  un  órgano público,  sino  por  una  persona  
jurídica  de  derecho  privado,  con  la  que  la  recurrente  no tenía 
(ni tiene) ninguna relación.  
 
Acto  seguido,  el  Tribunal  delimitó  el  aspecto  central  de  la  
controversia,  señalando  un aspecto clave para comprender  la 
diferencia entre un proceso constitucional  y  las otras vías  para  
la  resolución  de  un  problema  relacionado  con  el  derecho  al  
medio  ambiente. En este sentido señaló:  
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- Ciertamente, si todo  el problema se redujese a un tema de  mera 
legalidad, esto  es, a determinar si la instalación de antenas y equipos se 
efectuó o no de acuerdo con la ley, y nada  más  que  ello,  este  
Tribunal  usurparía  una  atribución  que,  en  principio,  la Constitución 
ha  confiado  al  Poder  Judicial.  Cabe,  entonces,  plantear  una  nueva 
interrogante:  ¿Con  la  instalación  de  tales  antenas  y  equipos,  para  
la  prestación  del servicio de telefonía, puede amenazarse o vulnerarse 
un derecho constitucional? 
 
A  partir  de  identificar  la  pregunta  central  del  caso,  el  Tribunal  
procedió  a  precisar  los alcances  del  derecho  al  medio  ambiente  
equilibrado  y  adecuado,  así  como  las obligaciones  del  Estado  
respecto  a  este  derecho.  Luego  de  ello,  identificó  que  en  el 
presente caso correspondía adoptar medidas orientadas a evitar 
posibles afectaciones al derecho invocado, reconociendo que existía 
incertidumbre sobre si el funcionamiento de las antenas para el uso de 
celulares afectaba el medio ambiente. En este sentido señaló:  
  
- Respecto de la posible afectación del derecho a la salud y a un medio 
ambiente sano y adecuado a consecuencia de la propagación de ondas 
electromagnéticas, este Tribunal debe  destacar  que  se  trata  de  un  
tema  en  el  que,  desde  un  punto  de  vista  científico,  no existe  
actualmente  consenso.  Sí  existe  consenso,  sin  embargo,  en  que  a  
través  de  la legislación  correspondiente  se  establezca  una  serie  de  
precauciones  destinadas  a  evitar que la carencia de resultados 
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satisfactorios en la investigación sobre el tema, no termine generando  
problemas  irreversibles  en  la  salud  y  el  medio  ambiente,  y,  en  ese  
sentido, que  en  la  medida  de  lo  posible  tales  equipos  y  antenas  
se  instalen  en  lugares  donde  la gente  no  pase  prolongados  
periodos  de  tiempo.  Forma  parte  de  ese  denominado “principio de 
precaución”, que el Estado prevea a través de medidas de regulación en 
la prestación  de  ese  servicio  público  o  mediante  la  regulación  de  la  
materia  urbanística, que la instalación de tales equipos y antenas no se 
efectúe cerca de hospitales, escuelas o  zonas  residenciales,  y  que  se  
asegure  que  los  que  operan  en  el  mercado  en  la prestación  del 
servicio público  en referencia, compartan torres para reducir su número.  
 
[…] en ese deber de prevención que el derecho de contar con un 
medio ambiente sano y adecuado  impone  sobre  los  poderes  
públicos  y  dentro  del  cual  hay  que  considerar  al principio  de 
precaución,  es que  el Tribunal estima que tales antenas y 
equipos, cuando no fuese posible su instalación en otras áreas 
que no sean las zonas residenciales, deben necesariamente 
colocarse distante de las viviendas. En el presente caso, la 
recurrente ha acreditado, mediante fotos, que la instalación 
cuestionada está extremadamente próxima a diversas viviendas y, 
además, pese a lo que se ha expuesto en el fundamento N.° 5 de 
esta  sentencia,  que  la  demandada  no  contaba  con  la  
autorización  municipal  para instalarlas.   
 
Si  bien  el  Tribunal  sustentó  su  decisión  en  la  obligación  del  
Estado  de  prevenir  la afectación de derechos, no todo su razonamiento 
está exclusivamente ligado a este tema.  
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Si  esa  hubiera  sido  su  intención,  habría  determinado  simplemente  
que  no  pueden instalarse las antenas. Sin embargo, tanto de los 
fundamentos de la sentencia como de la parte  resolutiva,  se  aprecia  
que  tal  instalación  sí  puede  realizarse  si  se  cuenta  con  la 
autorización  municipal  respectiva.  Ello  queda  reflejado  en  el  
siguiente  fundamento,  en donde  la  amenaza  a  los  derechos  
invocados  en  la  demanda  se  analiza  a  partir  de  la omisión  de  la  
empresa  demandada  de  contar  con  la  autorización  municipal  
respectiva para la instalación de antenas:   
  
12.  […]  El  hecho  de  que  exista  una  necesidad  de  mejorar  
la  prestación  de  ciertos servicios  públicos  no  significa  que  
ésta  se  satisfaga  afectando  los  intereses  de  esos mismos 
ciudadanos o de otros distintos, como parece ocurrir en el 
presente caso. De ahí que  el  Tribunal  considere  que  al  no  
haber  obtenido  la  emplazada  la  autorización municipal  para  la  
ejecución  de  la  obra,  no  se  ha  acreditado  técnicamente  que  
ésta  no representa una amenaza para los derechos 
fundamentales invocados por la recurrente.  
  
Finalmente,  es  interesante  hacer  referencia  a  la  parte  resolutiva  de  
la  sentencia  y  a  la orden  que  en  ella  se  emite.  En  este  sentido,  
luego  de  declarar  fundada  la  demanda  el Tribunal decidió ordenar:  
  
[…]  a  NEXTEL  DEL PERÚ  S.A. retirar  los  equipos  y  antenas  
ubicadas  en  la  avenida Prolongación  Javier  Prado  N.°  7069,  
manzana  A,  lotes  15  y  16,  de  la  urbanización Mayorazgo, 
distrito de Ate-Vitarte, y que se abstenga, en el futuro, de ejecutar 
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obras sin contar con la autorización municipal correspondiente. 
[…]  
  
Aquí  se  aprecia  nuevamente  la  conexión  que  realiza  el  Tribunal  
entre el  acto  lesivo invocado  en  la  demanda  y  la  autorización  
municipal  para  la  instalación  de  antenas. 
 
Asimismo,  debe  resaltarte  que  se  emitió  una  orden  a  futuro,  
que  dentro  del  problema planteado  no  tendría  mayor  objetivo  que  
evitar  que  se  vuelvan  a  presentar  situaciones similares.  Sin  
embargo,  también  podría  ser  interpretado  en  el  sentido  de  evitar  la 
repetición  de  actos  lesivos  homogéneos  por  parte  de  la  misma  
empresa,  consistente  en instalar antenas sin  la respectiva autorización  
municipal, aunque siendo ésta la omisión central  identificada  por  el  
Tribunal  como  lesiva  del  derecho  invocado,  podría  también ser 
invocada en el caso de otras empresas que llevaran a cabo el mismo 
acto lesivo.  
  
e) Plazos del proceso  
 La demanda de amparo fue interpuesta el 6 de febrero del 2001. La sentencia 
de primer grado fue expedida el 22 de junio del mismo año, que constituye un 
plazo bastante corto si  consideramos  que  hubo  un  pronunciamiento  sobre  
el  fondo  de  la  controversia.  La sentencia de segundo grado fue emitida el 18 
de diciembre del 2001, con lo cual todo el proceso  en  el  Poder  Judicial  tuvo  
una  duración  de  un  año.  En  el  Tribunal Constitucional, el expediente subió 
a su conocimiento al año siguiente (2002), siendo la fecha  de  la  sentencia  el  
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17  de  marzo  del  2003,  llevándose  a  cabo  la  publicación respectiva el 30 
de setiembre del  mismo año. En total, el proceso tuvo una duración de dos 
años y siete meses aproximadamente. 
 
4.6 Caso residuos sólidos “La cucaracha” (STC 5270-2005-PA)–200725  
 De forma general, se debe señalar que los residuos sólidos hacen referencia a 
la basura, siendo público el problema que existe en el país respecto a las 
medidas orientadas  a su oportuno recojo y almacenamiento:  
  
La  naturaleza  y  composición  de  los  residuos  varía  en  función  de  
diversos  criterios: origen, estado físico, y características físicas, químicas y 
biológicas. De acuerdo a cada uno  de  estos  criterios,  los  residuos  se  
pueden  clasificar  de  diversas  formas.  Dicha clasificación contribuye a 
seleccionar las técnicas y prácticas para su adecuada gestión o disposición.  
 
Según  su  estado  físico,  los  residuos  pueden  ser  sólidos,  líquidos  o  
gaseosos.  Es importante  notar  que  el  alcance  real  de  esta  clasificación  
puede  fijarse  en  términos puramente  descriptivos,  y  con  fines  de  
identificar  los  sistemas  de  gestión  que correspondan a su naturaleza ya que,  
en  la práctica, la clasificación se realiza según  la forma  de  manejo  asociado.  
Por  ejemplo,  si  bien  un  tambor  con  aceite  usado,  que  es considerado  
residuo,  es  intrínsecamente  un  líquido,  su  manejo  se  realiza  como  un 
sólido, pues es transportado en camiones y no por un sistema de conducción 
hidráulica.  
 
                                                          
25 La  sentencia  fue  publicada  el  19  de  junio  del  2005  y  suscrita  por  los  magistrados  
García  Toma, Gonzales Ojeda y Vergara Gotelli. 
141 
 
 
 
Según esta perspectiva, los residuos sólidos se definen como aquellos 
materiales que no representan  una  utilidad  o  un  valor  económico  para  el  
generador.  Es  decir,  son  los materiales  inservibles  o  inertes  generados  
por  las  unidades  económicas  y  familias, quienes sienten la necesidad de 
deshacerse de estos. (Defensoría del Pueblo s/f: 14)  
  
A nivel legislativo, la Ley Nº 27314, Ley General de Residuos Sólidos, 
publicada el 21 de  julio  del  2000  en  el  diario  oficial  El  Peruano,  establece  
una  serie  de  medidas orientadas  para  su  adecuado  manejo.  Sin  embargo,  
los  resultados  de  la  labor  que corresponde a los gobiernos  locales con 
relación a este tema no son  los mejores. En su informe del año 2007 sobre el 
manejo de los residuos sólidos, la Defensoría del Pueblo concluyó lo siguiente: 
-  Los  residuos  sólidos  municipales  no  reciben  en  el  país  un  
manejo  adecuado  que neutralice  su  capacidad  de  causar  daño  al  
ambiente  y  a  las  personas,  situación  que pone en grave riesgo los 
derechos fundamentales a la vida, salud, trabajo, vivienda, y  a  vivir  en  
un  medio  ambiente  equilibrado  y  adecuado  al  desarrollo  de  la  vida  
(Defensoría del Pueblo s/f: 139).  
  
-  La inadecuada gestión de los residuos sólidos municipales determina 
la presencia en el  ambiente  de  contaminantes  orgánicos  persistentes  
como  las  dioxinas;  metales pesados  como  el  plomo,  cadmio,  
mercurio,  entre  otros;  vectores  de  enfermedades infecciosas  como  
mosquitos,  moscas,  roedores  y  cerdos,  que  son  causantes  o 
transmisores  de  graves  enfermedades  para  los  seres  humanos  y  
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ponen  en  riesgo  el equilibrio de los ecosistemas (Defensoría del 
Pueblo s/f: 140).   
  
Los  problemas  expuestos  justifican  el  interés  en  la  siguiente  
resolución  del  Tribunal Constitucional.  
  
a) Demandante y derechos invocados  
 La demanda  fue presentada por una persona jurídica, la Asociación 
Comité de Defensa del Medio Ambiente y la Salud del Distrito de 
Ventanilla, con la finalidad de proteger el derecho al medio ambiente 
equilibrado y adecuado.  
b) Demandado y acto lesivo  
La  demanda  fue  interpuesta  contra  la  Municipalidad  Provincial  del  
Callao  y  el  acto lesivo  puede  ser  identificado  como  la  autorización  
a  favor  de  la  empresa  Petramas S.A.C.  para  el  funcionamiento  del  
vertedero  de  residuos  sólidos  denominado  “La Cucaracha”.  
c) Decisiones del Poder Judicial  
 En  primera  instancia,  el  Primer  Juzgado  Mixto  de  Ventanilla  
declaró  improcedente  la demanda  por  considerar  que  los  hechos  
señalados  no  constituían  indicios  suficientes para determinar si existía 
una violación o amenaza al derecho constitucional de vivir en un 
ambiente equilibrado y adecuado, no siendo el amparo la vía adecuada 
para resolver las pretensiones planteadas. La Segunda Sala  Civil de  la 
Corte Superior de Justicia del Callao  confirmó  la  improcedencia,  por  
considerar  que  no  se  había  verificado  si  el vertedero se encontraba 
cerca de la población, por lo que era necesario realizar estudios técnicos  
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por  las  autoridades  competentes  a  fin  de  determinar  si  se  estaba  
ante  una amenaza o un daño al medio ambiente.  
d) Decisión del Tribunal Constitucional  
 Este es un caso de especial importancia en la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional.  
Si  bien  no  se  va  a  pronunciar  sobre  el  fondo  de  la  controversia,  
va  a  establecer  un conjunto  de  lineamientos  de  índole  procesal  
para  la  tutela  del  derecho  al  medio ambiente  a  través  del  proceso  
constitucional  de  amparo,  relacionados  con  el desistimiento,  la  
actuación  del  juez  en  los  procesos  constitucionales  y  la  etapa 
probatoria. 
- Sobre el desistimiento: El 26 de marzo del 2006 la Asociación 
demandante se desistió del  proceso,  cuando  el  expediente  se  
encontraba  ante  el  Tribunal  Constitucional.  Al respecto el Tribunal  
evaluó si en  los procesos de tutela de derechos o intereses difusos 
cabía  el  desistimiento,  dado  que  esta  decisión  podía  implicar  la  
conclusión  de  un proceso  que  no  sólo  resultaba  de  interés  para  el  
demandante  sino  para  un  colectivo indeterminado de personas. En 
este sentido afirmó:  
  
8.  […]  la  diferencia  de  los  derechos  difusos  -que  son  
derechos  subjetivos  colectivos- frente a los derechos subjetivos 
individuales, plantea una serie de cuestiones que deben ser  
tomadas  en  cuenta.  Aquellos  requieren  reglas  procesales  
especiales  ya  que  su estructura  no  coincide  necesariamente  
con  el  paradigma  bajo  el  cual  se  desarrolla  el derecho 
procesal tradicional.   
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9.  […]  para  muestra  cabe  recordar  que  desde  una  
perspectiva  clásica  del  derecho procesal,  lo  que  se  pretendía  
era  tutelar  situaciones  privadas  en  donde  la  parte legitimada  
era  el  sujeto  privado  que  afirmaba  ser  titular  de  las  
situaciones  jurídicas  de ventaja  que  se  pretendía  proteger.  
Dicha  óptica  no  puede  ser  aplicada  a  los  derechos difusos 
por cuanto como ya se explicó, la propia estructura del derecho 
material al goce de  un  ambiente  equilibrado  y  adecuado  exige  
un  tratamiento  procesal  distinto  al tradicional, adaptando estos 
a los fines de la protección de tales derechos.   
  
Luego  de  analizar  la  legislación  procesal  vigente  en  torno  a  la  
tutela  de  los  derechos difusos,  el  Tribunal  concluyó  que  existía  una  
incompatibilidad  entre  el  desistimiento planteado  en  el  presente  
caso  y  su  protección,  motivo  por  el  cual  lo  declaró improcedente. A 
nuestra consideración, esta decisión refleja  la  necesidad de aplicar  las  
instituciones procesales en concordancia con las particularidades que 
presentan algunas situaciones  específicas,  como  el  uso  del  amparo  
para  la  tutela  de  derechos fundamentales de carácter difuso. 
 
- Sobre la actividad del juez para el desarrollo del proceso: Si bien el 
Tribunal rechazó el desistimiento planteado por la parte demandante, 
ello no la obligaba a continuar en el proceso  con  un  papel  activo,  lo  
cual  podía  dar  lugar  una  situación  de  defensa inadecuada.  Por  ello,  
el  Tribunal  va  a  poner  especial  énfasis  en  el  papel  que 
correspondía  asumir  a  los  órganos  jurisdiccionales  para  lograr  
compilar  toda  la información necesaria para la resolución de la 
controversia. En este sentido señaló:   
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20. […] si bien  el demandante  es el gestor de su derecho y por 
tanto responsable  de la presentación  de  su  demanda  y  
tramitación  del  proceso,  cuando  se  tramiten  causas  en donde  
los  demandantes  sean  quienes  activan  el  derecho  de  acción,  
recayendo  la titularidad  del  derecho  en  una  comunidad  
indeterminada,  el  juez  debe  solicitar  -si encuentra  indicios  
suficientes,  como  es  el  caso-  la  información  adecuada  para 
resolver el  proceso.  Ello  desde  luego  no  implica  que  la  parte  
demandante  no  deba  actuar diligentemente a fin de probar su 
pretensión, ya que de lo contrario estaría procediendo 
temerariamente.  
  
Si  bien  el  Tribunal  resalta  la  importancia  de  la  actividad  que  
corresponde  al  juez constitucional,  resulta  evidente  que  quien  ha  
deseado  desistirse  de  un  caso  pero  permanece en el  mismo de 
forma obligada, en particular tratándose de la protección de derechos 
difusos  y  no de un  interés particular, no va a tener  la  misma diligencia 
en  las diferentes etapas del proceso y  menos en  los aspectos 
orientados a probar la afectación de los derechos fundamentales 
invocados. De otro lado, si bien ante esta omisión el juez asume  un  
papel  más  activo,  debe  evitarse  que  ello  implique  quebrar  su  
imparcialidad respecto al proceso.   
 
- Sobre la actividad probatoria: En concordancia con lo señalado en el 
acápite anterior, el Tribunal se va a pronunciar sobre las particularidades 
que deben ser observadas en el proceso de amparo respecto a la tutela 
del derecho al medio ambiente: 
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21.  […]  si  bien  el  proceso  de  amparo  no  cuenta  con  etapa  
probatoria  (art.  9°  del CPConst.)  ello  no  implica  que  frente  a  
un  desempeñó  defectuoso  del  representante  o gestor del 
derecho difuso, el juez no pueda desplegar sus facultades cuando 
se encuentre en  discusión  un  derecho  que  afecta  de  forma  
gravísima  y  posiblemente  irreversible  a una comunidad entera. 
En tal sentido, el ente jurisdiccional puede solicitar la actuación 
del  Ejecutivo  a  fin  de  que  a  través  de  las  agencias  
estatales  pertinentes  presten  su cooperación  (art.  139,  inc.  18  
de  la  Constitución)  a  fin  acceder  a  los  datos  que  le permitan 
tomar una decisión sobre la base de mayores medios probatorios.  
  
De esta forma, se aprecia una concordancia con la línea expuesta en el 
caso Proterra vs. Ambev, orientada a precisar  los alcances de  lo que  
implica una actividad probatoria en el proceso de amparo respecto a la 
tutela del derecho al medio ambiente.  
e) Decisión final del Tribunal Constitucional  
 El  Tribunal  Constitucional  declaró  improcedente  el  desistimiento  
presentado.  Sin embargo,  no  se  pronunció  sobre  el  fondo  de  la  
controversia  pues  identificó  un  vicio procesal,  en  tanto  no  se  
notificó  con  la  demanda  a  la  empresa  responsable  del 
funcionamiento del vertedero (Petramas S.A.C.). Para tal efecto se 
invocó el artículo 43º del Código Procesal Constitucional, el cual 
dispone: “Cuando de la demanda apareciera la  necesidad  de  
comprender  a  terceros  que  no  han  sido  emplazados,  el  juez  podrá  
integrar  la  relación  procesal  emplazando  a  otras  personas,  si  de  la  
demanda  o  de  la contestación aparece evidente que la decisión a 
recaer en el proceso los va a afectar”.  
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f) Plazos del proceso  
Este  caso  tuvo  una  duración  excesiva.  La  demanda  respectiva  fue  
presentada  el  13  de enero  del  2004,  emitiéndose  la  sentencia  de  
primer  grado  con  fecha  3  de  mayo  del mismo año, declarándose 
improcedente la demanda. Lamentablemente no se cuenta con 
información  sobre  la  sentencia  de  segundo  grado.  El  expediente  
respectivo  subió  al Tribunal Constitucional el 2005 (dato que se deduce 
del  número del expediente  -5270-2005-PA), y la resolución lleva por 
fecha 18 de octubre del 2006, aunque fue publicada el 19 de junio del 
2007, centrándose la misma básicamente en el problema procesal del 
desistimiento.  En  total,  cerca  de  tres  años  y  medio  para  que  no  
se  emita  un pronunciamiento sobre el fondo de la controversia. 
 
4.7 Caso Cuenca del Mazán (STC 1206-2005-PA-TC) – 200726  
Este  es  uno  de  los  primeros  casos  resueltos  por  el  Tribunal  
Constitucional  relacionado con una cuenca hidrográfica. Nos referimos a  la 
Cuenca del Mazán. Como se explica a continuación,  el  caso  tuvo  mucha  
repercusión  en  la  ciudad  de  Loreto  y  dio  lugar  a procesos constitucionales 
conexos.  
a) Demandante y derechos invocados  
 La  demanda  fue  presentada  por  una  persona  jurídica,  la  
Asociación  de  Promotores  de Salud  del  Vicariato  San  José  del  
                                                          
26 La  sentencia  fue  publicada  el  17  de  marzo  del  2008  y  expedida  por  la  Sala  Primera  
del  Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Landa Arroyo, Beaumont Callirgos y 
Eto Cruz. 163  La  sentencia  fue  publicada  el  24  de  mayo  del  2007  y  expedida  por  el  
Pleno  del  Tribunal Constitucional, conformado por los magistrados Landa Arroyo, Gonzales 
Ojeda, Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen, García Toma y Vergara Gotelli. 
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Amazonas  “Blandine  Masicote  Perú”  y  se  invocó  la protección  del  
derecho  al  medio  ambiente.  Respecto  a  los  demandantes,  resulta  
de interés  hacer  mención  a  la  siguiente  información  disponible  en  
su  página  web (http://www.sanjosedelamazonas.org), que nos ilustra 
asimismo sobre las características de la región donde se produjo la 
controversia que dio lugar al proceso de amparo:  
  
El  Vicariato  Apostólico  San  José  del  Amazonas  es  una  jurisdicción  
eclesiástica misionera confiada por la Santa Sede a los Franciscanos 
desde 1945. Está situado en el noreste  del  Perú,  en  el  departamento  
de  Loreto,  en  la  provincia  de  Maynas,  en  plena selva amazónica. 
Tiene una extensión aproximada de 155,000 Km² y hace fronteras con 
los países de Ecuador, Colombia y Brasil. 
 
Su  población  es  cercana  a  los  160,000  habitantes  (mestizos  e  
indígenas  de  diversas etnias),  la  cual  se  encuentra  dispersa  a  lo  
largo  de  los  inmensos  ríos  de  Amazonas, Yavarí, Putumayo, Napo y 
sus afluentes.  
 
El transporte es por los ríos, a veces en bote, en yate o colectivo. El 
avión es usado por poca gente; no es muy común debido al costo.  
Esta  jurisdicción  es  atendida  por  10  parroquias,  3  Vicarías  
parroquiales  y  1 Cuasiparroquia.  Para  atender  a  más  de  160,000  
personas  dispersas  en  la  amplia geografía  en  más  de  700  
comunidades,  contamos  con  el  apoyo  de  600  animadores  de 
comunidades cristianas (líderes cristianos) y 250 catequistas.  
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[…] El 80 % de la población del Vicariato habita en caseríos y el 
resto en poblados que no  llegan  a  ser  ciudades.  Aunque  se  
calcula  que  el  30  %  de  la  población  tiene ascendencia  en  
grupos  étnicos...  Cada  distrito  cuenta  con  servicio  de  
radiofonía  y televisión.  Sólo  algunos  cuentan con  teléfono.  En  
estos  últimos  años  hubo  una  entrada masiva de población 
humana ajena a la población amazónica.  
 
Para  poder  desarrollar  programas  a  favor  de  las  comunidades  en  
el  campo  social,  el Vicariato  a  través  de  diversas  instituciones  
(Caritas,  Pastoral  Carcelaria,  Derechos Humanos,  Movilidad  Humana,  
Pastoral  de  Salud,  Discapacitados,  Radio  La  Voz  de  la Selva,  
etc....)  quiere  responder  a  través  de  proyectos  productivos  que  
generen  empleo, promuevan  la  dignidad  humana  desde  los  niños  
hasta  los  ancianos  y  capaciten  a  la población  para  estar atentos  a  
los  acontecimientos  ejerciendo  un  liderazgo  cristiano  en sus 
comunidades.  
La  educación  es  de  bajo  nivel  y  varios  jóvenes  emigran  a  
los  centros  urbanos (principalmente a Iquitos o a Lima). Por lo que 
apoyamos a los centros de  educación a través  de  la  ODEC  y  
atendemos  tres  escuelas  con  internados  y  promovemos  algunas 
obras sociales, para generar algunos recursos para sus gastos diarios.  
 b) Demandados y actos lesivos  
 La  demanda  se  interpuso  contra  dos  entidades  estatales,  el  
Instituto  Nacional  de Recursos  Naturales  (INRENA)  y  el  Gobierno  
Regional  de  Loreto.  El  acto  lesivo  
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consistió  en  la  amenaza  al  medio  ambiente,  como  consecuencia  de  
los  concursos públicos  realizados  para  concesiones  forestales  y  la  
inclusión  en  los  mismos  de  la Cuenca del Mazán. Asimismo, la parte 
demandante solicitó que se realicen los estudioscorrespondientes  para  
evaluar  el  impacto  de  las  actividades  forestales,  que  a  su 
consideración  no  se  habían  llevado  a  cabo,  lo  que  podía  ser  
considerado  como  un  acto lesivo de omisión.  
 c) Decisiones del Poder Judicial  
 A  nivel  del Poder Judicial,  el Primer Juzgado Civil de Maynas  declaró 
infundada la demanda por considerar que no se había  acreditado que la 
explotación de recursos naturales implique una afectación del 
ecosistema y de las condiciones de vida de los pobladores de la zona. 
La Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Loreto confirmó la 
sentencia por los mismos argumentos pues consideró que las supuestas 
amenazas no habían quedado acreditadas. La decisiones se basaron,  
en  consecuencia, en la falta de acreditación de la amenaza y afectación 
de derechos invocadas.  
 d) Decisión del Tribunal Constitucional  
 El  Tribunal Constitucional identificó el acto lesivo  como una amenaza  
al derecho invocado, aunque no evaluó si la misma era cierta e  
inminente, centrándose principalmente en evaluar si el INRENA había  
cumplido con llevar a cabo los procedimientos exigidos a nivel legal para 
proceder a  la convocatoria de  los concursos públicos. Al momento de 
fallar, el Tribunal identificó que ya existían zonas que habían sido objeto 
de concesión para fines forestales.  
151 
 
 
 
A partir de estas premisas, el Tribunal va a mencionar como eje  central  
de su fallo el contenido de la Resolución Suprema Nº  262164,  por 
medio de la  cual  se  declaró como zona  reservada  para  el Estado el 
sistema hidrográfico del río Mazán, en su integridad hasta la 
desembocadura del río Naplo, con la finalidad de preservar las  especies 
acuíferas  y  los  recursos  hidrobiológicos de esa zona. En este  sentido, 
identificó  que  en todo  el  proceso  de  concesiones  llevado a cabo por 
INRENA no se tomó en consideración lo dispuesto en la mencionada 
resolución:  
  
21.  […]  a  pesar  de  la  documentación  presentada,  no  se  
aprecia  que  en  los  estudios técnicos  efectuados  por  el  
INRENA  se  haya  tomado  en  cuenta  la  Resolución  Suprema 
N.°  262.  Tan  sólo  se  advierte  que  en  los  escritos  de  
contestación,  los  demandados alegan que las acciones 
realizadas por el INRENA no afectan el sistema hidrográfico de la 
cuenca del Mazán. No obstante, no adjuntan medio probatorio 
alguno que respalde tal afirmación.  
 
- Si bien es cierto que la competencia para llevar a cabo dichos 
trámites recae sobre el Ministerio  de  Agricultura  y  el  INRENA,  
y  que  estos  aducen  haber  cumplido  con  los procedimientos  
establecidos  en  la Ley N.° 28611 y su reglamento; al no  haber 
tomado en  consideración  la  Resolución  Suprema  N.°  262,  el  
proceso  de  zonificación  y  de otorgamiento de concesiones por 
ellos iniciado ha omitido tomar en cuenta un elemento 
fundamental  para  definir  su  conveniencia,  toda  vez  que,  
conforme  al  principio  de prevención,  se  deben  evitar  los  
posibles  daños  que  la  explotación  maderera  pueda causar a la 
cuenca hidrográfica del Mazán.  
  
Asimismo, para  el  Tribunal,  el  hecho  que  se  hayan  realizado  
planes  de  manejo ambiental no puede ser alegado como una respuesta 
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ante la omisión de tomar en cuenta lo dispuesto por la Resolución Nº 
262. En este sentido señaló:  
  
[…]  cabe  inquirir  si  es  que  dichas  consecuencias  podrían  ser  
prevenidas  una  vez otorgadas  las  concesiones,  mediante  la  
exigencia  de  los  planes  de  manejo  a  los concesionarios. 
Cabe resaltar que (de acuerdo al artículo 15 de la Ley N.° 27308) 
estos planes  incluyen un  estudio  de  impacto ambiental. Este 
Colegiado  estima  que  ello sería una solución inadecuada e 
incompleta, puesto que los estudios de impacto ambiental se 
realizarían  tomando  en  cuenta  sólo  la  perspectiva  del  área a  
ser  explotada,  dejando  de lado una perspectiva global o general 
de la mencionada cuenca.  
  
e) Decisión del Tribunal y mandato concreto a favor del derecho     
     invocado  
A partir de estos argumentos, el Tribunal declaró fundada la demanda y 
ordenó dejar sin efecto las concesiones realizadas por INRENA en la 
cuenca del Mazán y que se proceda a  una  nueva  evaluación,  
conforme  al  ordenamiento  jurídico  vigente,  sobre  los  posibles daños 
que la explotación maderera pudiera causar a la cuenca.  
f) Plazos  
La  demanda  fue  interpuesta  el  14  de  abril  del  2004.  La  sentencia  
de  primera  instancia fue emitida el 9 de agosto del  mismo año y  la 
sentencia de segunda  instancia  lleva por fecha  16  de  diciembre  del  
2004.  Hasta  aquí,  un  proceso  bastante  rápido  si  lo comparamos  
con  el  promedio  de  tiempo  de  demora  de  los  amparos  analizados 
anteriormente.   
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El caso subió a conocimiento del Tribunal el año 2005 (según se deduce 
del número del expediente,  1206-2005-PA)  y  su  sentencia  lleva  por  
fecha  20  de  abril  del  2007,  siendo publicada el 24 de mayo del 
mismo año. En consecuencia, el proceso tuvo una duración de tres 
años, presentándose la mayor demora en el Tribunal Constitucional, a 
pesar que la resolución del caso, según los fundamentos de la 
sentencia, dependía básicamente de verificar  el  contenido  de  la  
Resolución  Nº  262  y  si  ésta  había  sido  observada  antes  de darse 
inicio al proceso de concesiones.  
g) Procesos constitucionales conexos  
Los problemas relacionados con las concesiones del INRENA respecto a 
la Cuenca del Mazán  dieron  lugar  a  un  conjunto  de  procesos  
constitucionales,  cuyo  conocimiento permite una mejor comprensión de 
la importancia y efectos de la sentencia del Tribunal Constitucional.   
  
En primer  lugar debe  hacerse  mención al proceso de amparo iniciado 
por el ciudadano Abraham  Guevara  contra  el  INRENA,  para  que  se  
excluya  a  la  cuenca  del  Mazán  del concurso público de concesiones  
forestales del año 2004, es decir, pretensión similar a la planteada en el 
proceso que acabamos de comentar. Mediante Resolución Nº 23, del 1  
de  febrero  del  2005,  la  Sala  Civil  Mixta  de  la  Corte  Superior  de  
Justicia  de  Loreto declaró  fundada  la  demanda.  El  diario  La  
República,  en  su  edición  en  línea  del  10  de febrero del 2005 
(consultada el 20 de marzo del 2012), recogió de la siguiente manera la  
noticia:  
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De  acuerdo  con  lo  sentenciado  por  la  Sala  Civil  Mixta  de  Maynas,  
presidida  por Aristóteles  Alvarez  López,  la  Cuenca  del  Mazán  debe  
ser  excluida  del  proceso  de concesiones  forestales  realizado  en  el  
2004  y  convocado  por  el  Instituto  Nacional  de Recursos Naturales - 
INRENA y el gobierno regional de Loreto.  
Abraham  Guevara  Gonzales,  campesino  de  la  mencionada  cuenca,  
fue  quien  presentó una  acción  de  amparo  fundamentada  en  que  
este  proceso  es  ilegal  porque  no  cumplía con  la  Ley  Forestal,  que  
exige  estudios  de  impacto  ambiental,  económico  y  social previo.  
Esto  logró  que  el  primero  de  febrero  del  2005,  la  Sala  Civil  
sentenciara  la exclusión de la cuenca del Mazán del concurso público 
de concesiones. 
El  hermano  Paul  Mc  Auley,  miembro  de  la  Red  Ambiental  
Loretana,  expresó  a  La República  que  esto  es  un  hecho  
trascendental,  ya  que  se  hizo  justicia  pese  a  la  fuerte presión que 
ejercían estas instituciones estatales en el Poder Judicial.  
  
Esta  sentencia  no  fue  muy  bien  recibida  por  el  gobierno  ni  por  
aquellas  personas  que habían recibido concesiones. La  siguiente 
noticia, aparecida el 4 de  marzo del 2005 en el  portal  web  del  diario  
La  República  (consultada  el  20  de  marzo  del  2012),  lo  refleja 
claramente:  
  
Los  vocales  superiores  de  la  Sala  Civil  Mixta  de  Loreto,  Aristóteles  
Álvarez  López, Javier  Wenceslao  Laynes-Lozada  Zavala  y  Carlos  
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Hugo  Falconí  Robles  serán denunciados  por  la  Procuraduría Pública  
del  ministerio  de  Agricultura  por  el  delito  de prevaricato. 
 
Para  este  efecto,  el  ministerio  de  Agricultura  autorizó  a  su  
Procuraduría  Pública denunciar  por  el  mencionado  delito  a  los  
vocales  superiores  de  la  Sala  Civil  Mixta  de Loreto  Aristóteles  
Álvarez  López,  Javier  Wenceslao  Laynes-Lozada  Zavala  y  Carlos 
Hugo  Falconí  Robles  porque  al  dictar  sentencia  excluyeron  la  
cuenca  del  Mazán  del proceso de ordenamiento de la actividad 
forestal.  
Esta  autorización  la  dio  este  ministerio  el  pasado  23  de  febrero  
del  2005,  con  la resolución  0200  firmada  por  Álvaro  Quijandría  
Salmón,  y  tiene  por  objeto  dejar  sin efecto  la  resolución  judicial  
recaída  en  la  acción  de  amparo  presentada  por  Abraham Guevara 
Gonzáles, poblador de la cuenca del Mazán.  
  
El  15  de  abril  del  mismo  año  (2005),  a  poco  de  conocerse  la  
sentencia  del  Poder Judicial,  el  Procurador  Público  a  cargo  de  los  
asuntos  judiciales  del  Ministerio  de Agricultura interpuso una demanda 
de amparo contra dicha resolución, constituyéndose así un caso de 
amparo contra amparo. Las instancias del Poder Judicial que conocieron  
este  caso  (la  Sala  Civil  Mixta  de  la  Corte  Superior  de  Justicia  de  
Loreto  y  la  Sala  de Derecho Constitucional y Social Permanente de la 
Corte Suprema) rechazaron de planola demanda, mediante sentencias 
del 15  abril del 2005 y 27 de octubre del mismo año, respectivamente.   
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Si  bien  el  Tribunal  Constitucional  se  pronunció  en  similar  dirección,  
lo  interesante  del caso radica en el alegato formulado por la parte 
demandante, para quien la sentencia del Poder  Judicial  afectaba  la  
seguridad  jurídica,  pues  en  casos  similares  anteriores  la respuesta 
de la Sala Civil Mixta había sido diferente. El problema fue identificado 
de la siguiente forma por el Tribunal165:  
  
6.  […]  el  recurrente  alega  la  vulneración  del  principio  de  
seguridad  jurídica  en  base  a dos razones: primero, que la Sala 
emplazada no ha apreciado la sentencia expedida en el proceso  
de  amparo  interpuesto  por  don  Julio  Alberto  Almora  Montoya  
contra  el recurrente  por  los  mismos  hechos,  que  declaró  
infundada  dicha  demanda  y  pasó  en autoridad de cosa juzgada 
al ser consentida por el entonces recurrente; y, segundo, que la  
Sala  recurrida  ya  había  tenido  un  pronunciamiento  distinto  
respecto  del  mismo petitorio en el proceso de amparo seguido 
por la Asociación de Promotores de Salud del Vicariato San José 
del Amazonas Blandine Perú contra el ahora recurrente.  
  
Al respecto, el Tribunal se pronunció considerando que no se había 
afectado el principio de seguridad  jurídica, al no identificarse  la  
igualdad entre los procesos constitucionales mencionados:  
  
6.  Respecto  al  primer  punto,  para  que  se  aprecie  la  
vulneración  del  derecho constitucional de la cosa juzgada el 
tertium comparationis válido no solamente se debe referir  a  
similitud  de  actos  sino  también    a  la  similitud  de  sujetos  
procesales  y  del órgano judicial. En el presente caso no se 
advierte la identidad del sujeto procesal activo como  del  órgano  
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decisor  puesto  que  mientras  en  el  amparo  primigenio,  
conforme aparece  de  fojas  7 a  72,  la  demanda  fue  
interpuesta  por  Abraham  Guevara  Gonzales  y resuelta por la 
Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Loreto, el amparo 
con  el que se pretende realizar la comparación fue  interpuesto, 
como se  ve  de fojas 89 a 116, por don Julio Alberto Almora 
Montoya y resuelto por la Primera Sala Civil de Maynas de  la  
Corte  Superior  de  Justicia  de  Loreto,  resolución  que  tuvo  los  
efectos  de  la  cosa juzgada  para  las  partes  en  ese  proceso,  
los  que  no  pueden  extenderse  a  otros  sujetos procesales.   
 
Asimismo, respecto al segundo punto, el tertium comparationis válido  
exige que, en  el caso de órganos colegiados, estos tengan la misma 
composición.  Así, este Tribunal ha señalado: “(...) cuando el trato 
diferenciado se imputa a un órgano judicial de estructura colegiada,  no  
sólo  es  preciso  que  se  trate  del  mismo  órgano  judicial,  sino  que,  
adicionalmente,  éste  tenga  la  misma  composición,  de  modo  que  la  
no  expresión  de  las razones  del  cambio  de  criterio  refleje  el  
tratamiento  arbitrario  que  el  derecho  de igualdad  no  tolera  (...)”  
(Exp.  2373-2005-AA/TC,  FJ  3).  En  el  presente  caso,  la demanda 
debe también desestimarse en este extremo, toda vez que, como se 
aprecia de autos  de  fojas  34  a  72  y  de  fojas  79  a  87,  si  bien  es  
cierto  se  trata  del  mismo  órgano judicial, su composición es distinta.  
  
Pero  éste  no  fue  el  único  cuestionamiento  a  la  sentencia  del  año  
2005  que  excluía  a  la Cuenca del Mazán de las concesiones 
forestales. El segundo intento fue promovido por las  empresas  que  
habían  recibido  las  concesiones  y  que  estaban  en  desacuerdo  con  
158 
 
 
 
el fallo. El diario La República, en noticia publicada en su portal web el 
15 de febrero del 2005 (consultada el 20 de marzo del 2012) dio cuenta 
de esta situación y del reclamo:  
 La Asociación Forestal de Loreto (AFOL)  en reunión  extraordinaria del 
12 de febrero, mostró su rechazo con respecto la sentencia judicial 
dictada por la Sala Civil de la Corte Superior  de  Justicia  de  Loreto,  
que  excluye  a  la  cuenca  del  Mazán  del  proceso  de Concesiones 
Forestales.  
En  dicha  reunión,  los  miembros  de  esta  asociación  acordaron  
encargar  a  la  Comisión Regional  de  Solución  de  Conflictos,  asumir  
la  defensa  de  los  intereses  de  los concesionarios  asociados  y  de  
todos  aquellos  que,  no  siéndolo,  voluntaria  y formalmente, la faculten 
para la defensa de sus derechos que pretenden ser vulnerados.  
 
En  esta  junta,  los  madereros  analizaron  que  esta  sentencia  que  
ordena  suspender  del Concurso  Público  del  2004  para  Concesiones  
Forestales  en  Loreto  a  la  cuenca  del Mazán;  deviene  en  un  
monumento  de  ignorancia  e  irresponsabilidad  social  de  la judicatura 
loretana, que además estimula y alienta un plan político de desunión.  
 
Refieren  que  actualmente  no  existe  ningún  concurso  público  en  
marcha  por  el  cual  se pueda  suspender  a  la  cuenca  del  Mazán,  
pero,  lo  que  sí  existe  es  un  conjunto  de concesionarios,  
adjudicatarios  de  la  buena  pro  de  un  proceso  que  culminó  el  seis  
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de mayo de 2004, quienes adquirieron derechos y obligaciones 
individualizados.   
 
Señalan  también,  que  en  este  proceso  legal  no  han  sido  
comprendidos  los concesionarios,  quienes  son  los  directamente  
afectados  con  esta  decisión,  por  lo  cual esta resolución no puede 
tener ninguna eficacia jurídica.   
 
En  cuanto  a  la  razón  que  presenta  la  Sala  Civil  para  excluir  al  
Mazán  de  las concesiones, que es el no haber realizado un estudio de 
impacto ambiental; indican que de  acuerdo  a  la  Ley  Forestal  de  
Flora  y  de  Fauna  Silvestre,  resulta  materialmente imposible  abordar  
un  estudio  de  esta  magnitud  que  responda  a  todos  los  impactos  
que podrían  ser  causados  por  cada  concesionario,  además  que  la  
responsabilidad  de  este estudio está estipulado en el plan de manejo 
de bosques, que le corresponde a cada uno de éstos.  
  
Las  quejas  de  las  empresas  que  obtuvieron  las  concesiones  se  
concretaron  en  una demanda  de  amparo  presentada  por  el  
ciudadano  Kherri  Guzmán  Goméz  contra  la sentencia de amparo 
expedida por la Sala Civil Mixta de la Corte Superior de Justicia de 
Loreto,  es  decir,  otro  amparo  contra  amparo  sobre  el  mismo  
problema.  Conforme  a  lo que se expone en la resolución final del 
Tribunal sobre este caso, el demandante alegaba principalmente  no  
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haber  participado  en  el  primer  amparo,  cuya  decisión  lo  afectaba 
directamente166:  
  
[El  demandante] alega  que pese a ser titular de uno  de los 
contratos de concesión para manejo  y  aprovechamiento  forestal  
con  fines  maderables  en  la  Unidad  de Aprovechamiento  del  
Bosque  de  Producción  Permanente  de  Loreto  Nº  16-IQU/C-J-
082-04,  no  ha  sido  notificado  de  los  actuados  en  el  proceso  
de  amparo  Nº  401-2004. 
 
Considera  que  se  ha  vulnerado  sus  derechos  de  defensa,  
contradicción,  pluralidad  de instancias y tutela procesal efectiva.  
 
La  Sala  Civil  Mixta  de  la  Corte  Superior  de  Justicia  de  
Loreto,  es  decir,  la  misma instancia que conoció el primer 
amparo, declaró infundada la demanda, decisión que fue 
confirmada  por  la  Sala  de  Derecho  Constitucional  y  Social  
Permanente  de  la  Corte Suprema, sin que contra ella la parte 
demandante presentara recurso alguno para que el caso  suba  a  
conocimiento  del  Tribunal.  Sin  embargo,  el  Procurador  
Público  Adjunto  a cargo  de  los  Asuntos  Judiciales  del  
Ministerio  de  Agricultura  presentó  un  recurso  de agravio  
constitucional  invocando  ser  tercero  interviniente,  el  cual  fue  
concedido  en  un primer  momento  pero  luego  revocado  al  
identificarse  que  carecía  de  legitimidad procesal para 
interponerlo. En este sentido, el Tribunal Constitucional señaló:  
  
6.  Que  este  Colegiado  observa  de  autos  (fojas  85  del  
segundo  cuaderno)  que  el Procurador  Público  Adjunto  a  
cargo  de  los  Asuntos  Judiciales  del  Ministerio  de Agricultura  
interpone  recurso  de  agravio  constitucional  argumentando  que  
se  ha vulnerado los derechos, del demandante don Kherri 
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Guzmán Gómez, a la tutela procesal efectiva y de defensa, debido 
a que éste no fue notificado con la demanda en el proceso cuya 
nulidad solicita (Exp. N.º 401-2004). Sobre el particular, a criterio 
de este Tribunal el  mencionado  procurador  no  tiene  legitimidad  
procesal  para  interponer  el  recurso  de agravio,  pues  la  
normatividad  vigente  lo  habilita  para  la  defensa  de  los  
intereses  del Estado,  pero  no  así  para  la  defensa  de  
intereses  particulares,  como  ha  ocurrido  en  el caso de autos. 
 
7.  Que  bajo  circunstancias  como  las  descritas  y  apareciendo  
que  el  recurso  de  agravio constitucional, ha sido indebidamente 
concedido a quien carece de legitimidad procesal para 
promoverlo, se ha incurrido en un vicio de nulidad insalvable, por 
lo que resulta de aplicación lo previsto en el artículo 20º del 
Código Procesal Constitucional. 
 
Sobre  la  base  de  este  argumento,  el  Tribunal  declaró  nulo  el  
recurso  de  agravio constitucional  concedido.  Sin  embargo,  señaló  lo  
siguiente  sobre  la  posibilidad  que Kherri Guzmán Gómez presente 
una demanda de amparo:  
  
8. […] independientemente a la consideración precedente, queda 
claro que si  el propio demandante de la causa, decide promover 
su recurso de agravio constitucional, éste será plenamente  
procedente,  en  tanto,  se  cumplan  los  presupuestos  
procesales  establecidos por  el  Código  Procesal  Constitucional,  
debiendo  estarse  en  tal  caso  a  los  criterios establecidos por la 
jurisprudencia en materia de amparo contra amparo.  
  
Al  respecto  debe  advertirse  que  la  sentencia  de  la  Corte  Suprema  
contra  la  cual  se interpuso el recurso de agravio constitucional lleva 
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por fecha 8 de mayo del 2008, por lo que a la fecha de la publicación de 
la resolución del Tribunal Constitucional (9 de enero del  2012)  ya  ha  
pasado  en  exceso  el  plazo  de  diez  días  previsto  en  el  Código  
Procesal Constitucional  para  que  la  parte  demandante  (el  señor  
Kherri  Guzmán  Gómez)  pueda interponerlo nuevamente.  
  
En  este  sentido,  no  debería  entenderse  que  mediante  la  resolución  
que  comentamos  el Tribunal  ha  habilitado  la  interposición  
extraordinaria  del  recurso,  al  margen  de  los plazos previstos 
legalmente. Sin embargo, del sentido final de la parte resolutiva podría  
interpretarse  lo  contario,  pues  a  la  vez  de  declarar  “nulo  el  
concesorio  del  recurso  de agravio  constitucional”,  también  “dispuso  
la  devolución  de  los  actuados  a  la  Sala  de Derecho  Constitucional  
y  Social  Permanente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la 
República,  a  efectos  de  que  la  causa  prosiga  con  su  trámite,  
según  corresponda”.  En realidad, no hay otra forma de seguir el trámite 
que esperar  a que se presente un recurso de agravio constitucional. A 
nuestra consideración, el Tribunal debió solamente declarar nulo el 
concesorio del recurso, para que se proceda al archivo respectivo de la 
causa. 
 
4.8 Caso Cordillera Escalera (STC 3343-2007-PA) - 200927 
 a) Aspectos generales  
                                                          
27 Publicada  el  20 de  febrero  del  2009  y  expedida  por  el  Pleno  del Tribunal  
Constitucional,  compuesto por  los  magistrados  Vergara  Gotelli,  Mesía  Ramírez,  Landa  
Arroyo,  Beaumont  Callirgos,  Eto  Cruz  y Álvarez Miranda. 
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En  el  presente  caso  la  demanda  fue  interpuesta  para  proteger  el  
área  de  conservación regional  “Cordillera  Escalera”,  ubicado  en  la  
Región  San  Martín.  Para  la  mejor comprensión de la sentencia del 
Tribunal, es importante hacer referencia al tema de  las áreas  naturales  
protegidas,  cuyo  marco  legal  se  encuentra  en  la  Ley  Nº  26834  
(1997), Ley  de  Áreas  Naturales  Protegidas,  cuyo  artículo  1º  las  
define  como  “los  espacios continentales  y/o  marinos  del  territorio  
nacional,  expresamente  reconocidos  y declarados  como  tales,  
incluyendo  sus  categorías  y  zonificaciones,  para  conservar  la 
diversidad  biológica  y  demás  valores  asociados  de  interés  cultural,  
paisajístico  y científico, así como por su contribución al desarrollo 
sostenible del país”. En el  mismo artículo  se  establece  que  estas  
áreas  “constituyen  patrimonio  de  la  Nación”  y  que  “su condición 
natural debe ser mantenida a perpetuidad pudiendo permitirse el uso 
regulado del  área  y  el  aprovechamiento  de  recursos,  o  
determinarse  la  restricción  de  los  usos directos”.  La  Ley  precisa  
que  las  áreas  naturales  protegidas  pueden  ser  de administración  
nacional,  de  administración  regional  -denominadas  áreas  de 
conservación regional; y de conservación privadas. La zona conocida 
como “Cordillera Escalera” es un área natural de conservación regional.  
  
Conforme  al  artículo  18º  de  la  Ley,  las  áreas  naturales  protegidas  
deben  contar  con documentos  de  planificación  (conocidos  como  
planes),  aprobados  por  la  autoridad competente  y  elaborados  con  la  
participación  de  los  sectores  correspondientes.  Estos planes, una vez 
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aprobados por la autoridad nacional competente, constituyen normas de 
observancia obligatoria para cualquier actividad que se desarrolle dentro 
de tales áreas.  
 
La  misma  Ley  contempla  dos  planes.  En  primer  lugar  el  Plan  
Director  (artículo  19º), que  debe  contener  los  lineamientos  de  
política  y  planeación  estratégica  de  las  Áreas Naturales  Protegidas  
en  su  conjunto.  En  segundo  lugar,  el  Plan  Maestro,  que  es 
aprobado  por  la  autoridad  competente  para  cada  área  natural  
protegida  en  particular. Conforme al artículo 20º de la Ley:  
  
El  Plan  Maestro  constituye  el  documento  de  planificación  de  más  
alto  nivel  con  que cuenta  un  Área  Natural  Protegida.  Serán  
elaborados  bajo  procesos  participativos, revisados cada 5 años y 
definirán, por lo menos:  
 
a. La zonificación, estrategias y políticas generales para la gestión del 
área.  
b. La organización, objetivos, planes específicos requeridos y programas 
de manejo.  
c.  Los  marcos  de  cooperación,  coordinación  y  participación  
relacionados  al  área  y  sus zonas de amortiguamiento.   
  
La  aprobación  de  los  planes  maestros  de  las  áreas  naturales  protegidas  
de administración  nacional  corresponde  a  Servicio  Nacional  de  Áreas  
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Protegidas  por  el Estado  (SERNANP),  entidad  dependiente  del  Ministerio  
de  Ambiente,  en  cuya  página web se encuentra la información disponible 
sobre los planes maestros aprobados.  
  
Respecto  a  la  aprobación  de  los  planes  maestros  de  las  áreas  naturales  
protegidas  de administración  regional,  ésta  corresponde  a  los  gobiernos  
regionales.  Sin  embargo, mediante el Decreto Supremo 008-2009-MINAM, 
publicado el 24 de abril del 2009, se ha  establecido  que  para  tal  efecto  se  
requiere  contar  con  “la  opinión  previa  vinculante del SERNANP”, medida 
que ha sido sustentada en el reconocimiento del Ministerio de Ambiente como 
el ente rector en materia de políticas ambientales171, pero que a su vez ha  
sido  criticada  por  diversos  gobiernos  regionales,  por  considerar  que  limita  
sus competencias en materia ambiental.  
  
En  las  áreas  naturales  protegidas  no  se  encuentra  prohibida  todo  tipo  de  
actividad, incluida  la  explotación  de  recursos  naturales.  La  misma  ley  se  
encarga  de  precisar  que para su realización deberán observarse 
determinados requisitos,  como que se encuentre prevista en el Plan Maestro. 
En este sentido, señala que el aprovechamiento de recursos naturales en estas 
áreas “sólo podrá ser autorizado si resulta compatible con la categoría, la 
zonificación asignada y el Plan Maestro del área. El aprovechamiento de 
recursos  no debe  perjudicar  el  cumplimiento  de  los  fines  para  los  cuales  
se  ha  establecido  el  área” (artículo  27º).  Asimismo  dispone  (artículo  28º)  
que  las  solicitudes  para  aprovechar recursos  naturales  al  interior  de  las  
áreas  naturales  protegidas  se  tramitan  ante  la autoridad  sectorial  
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competente  y  sólo  son  resueltas  favorablemente  si  se  cumplen  las 
condiciones señaladas en el artículo 27º.  
  
En observancia de esta Ley, mediante el Decreto Supremo Nº 45-2005-AG, 
publicado el 25  de  diciembre  del  2005,  se  calificó  a  la  zona  conocida  
como  “Cordillera  Escalera” como un área natural protegida, en  la  modalidad  
de área de conservación regional. Los considerandos  de  esta  norma  
permiten  tener  una  idea  de  la  importancia  y  las características de esta 
zona:  
  
[…] existe un área conocida como Cordillera Escalera, la cual cuenta con 
una superficie de  ciento  cuarenta  y  nueve  mil  ochocientos  setenta  
hectáreas  (149  870,00  ha.)  ubicada en  los  distritos  de  Pinto  
Recodo,  San  Roque  de  Cumbaza,  Caynarachi  y  Barranquita, 
pertenecientes  a  la  provincia  de  Lamas;  y  los  distritos  de  San  
Antonio,  Tarapoto,  la Banda  de  Shilcayo,  Shapaja  y  Chazuta,  
pertenecientes  a  la  provincia  de  San  Martín, Región  San  Martín,  
que  comprende  una  muestra  significativa  de  los  bosques  nublados 
montanos tropicales típicos del norte del Perú, cuya conservación 
permitirá garantizar el mantenimiento  de  los  actuales  servicios  
ambientales  para  las  ciudades  de  Tarapoto  y Lamas;  
 
[…]  la  Cordillera  Escalera  es  una  zona  prioritaria  para  la  
conservación  de  mamíferos, anfibios, reptiles y aves ya que alberga 
especies de distribución muy restringida, además de ser considerada 
como una zona donde  existe un  vacío  de información para diversos 
taxones de importancia;  
[…]  en  la  Cordillera  Escalera  se  han  registrado  de  acuerdo  a  la  
categorización  de especies  amenazadas  de  fauna  silvestre  y  que  
prohíbe  su  caza,  captura,  tenencia, transporte o exportación con fines 
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comerciales, aprobada mediante Decreto Supremo Nº 034-2004-AG,  las  
siguientes  Especies  en  Peligro  (EN):  Tremarctus  ornatus  “Oso  de 
anteojos”,  Aulacorhynchus  huallagae  “tucancito  semiamarillo”,  
Grallaricula ochraceifrons  “tororoi  frentiocrácea”,  Herpsilochmus  
parkeri  “hormiguerito garganticeniza”,  Vultur  gryphus  “cóndor  andino”,  
Xenoglaux  loweryi”  “Lechucita bigotona”;  especies  Vulnerables  (VU),  
tales  como:  Heliangelus  regalis  “Angel  del  sol azul”,  Lagothrix  
lagotricha  “mono  choro  común”,  Tapirus  terrestris  “Sachavaca”,  Ara 
militaris  “guacamayo  verde”,  Hemispingus  rufosuperciliaris  
“hemispingo  cejirrufa”, Netta  erythropthalma  “pato  cabeza  castaña”,  
Wetmorethraupis  sterrhopteron  “tangara gargantinaranja”; así como 
especies Casi Amenazadas (NT), tales como Puma concolor “puma”,  
Andigema  hypoglauca  “tucaneta”,  Hemitriccus  cinnamomeipectus 
“atrapamoscas” y Henicorhina leucoptera “cucarachero”;  
 
[…]  asimismo,  presenta  una  gran  riqueza  paisajística  donde  
resaltaban  diversas cataratas de singular belleza como el Ahuashiyacu, 
Lágrimas de la Novia, Huacamaillo, Turuntunumba y Shanusi, aguas 
termales como las de San José; y restos arqueológicos como  los  
Petroglifos  de  Polish,  encontrándose  rodeada  por  poblaciones  
indígenas, quechuas lamistas, challahuitas, mestizas y colonas.  
  
Este Decreto Supremo también señala (artículo 2º) que son objetivos generales 
del Área conservar y proteger los recursos naturales  y  la diversidad biológica 
de  los ecosistemas frágiles que se encuentran en la Cordillera Escalera, así 
como asegurar la continuidad de los  procesos  biológicos  en  los  
ecosistemas.  En  cuanto  a  los  objetivos  específicos, dispone  que  son:  a)  
contribuir  con  la  zonificación  ecológica  y  económica  para  el ordenamiento 
territorial y la gestión ambiental en la Región San Martín; b) proteger los suelos  
y  la  vegetación  como  reguladores  del  régimen  hidrológico  en  las  cuencas  
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hidrográficas  que  se  originan  en  la  Cordillera  Escalera,  para  asegurar  el  
aprovisionamiento  de  agua  y  otros  servicios  ambientales  en  beneficio  de  
la  población involucrada;  c)  crear  las  condiciones  necesarias  para  la  
realización  de  actividades  de ecoturismo, recreativas, educativas, científicas y 
culturales; y d) evitar la degradación  y pérdida  de  los  recursos  naturales  y  
biológicos  por  destrucción  de  los  ecosistemas frágiles.  
  
Respecto a las actividades de aprovechamiento de los recursos naturales no 
renovables, el Decreto Supremo (artículo 5º) señala que sólo estarán 
permitidas si  así  lo contempla el  respectivo  Plan  Maestro,  “estando  sujeto  
también  a  las  normas  de  protección ambiental  y a  las  limitaciones  y 
restricciones previstas en  los objetivos de creación del área y su zonificación”.  
  
Con  estas  precisiones,  corresponde  ahora  explicar  los  alcances  del  
proceso  de  amparo relacionado con la zona “Coordillera Escalera”.  
  
b) Demandante y derechos invocados  
 La demanda de amparo fue presentada por un particular (Jaime Bustamante 
Johnson)  y en  ella  se  invocaba  la  afectación  de  diversos  derechos  
fundamentales,  entre  ellos  el derecho al medio ambiente equilibrado y 
adecuado.  
 
c) Demandado y acto lesivo  
 La  demanda  fue  interpuesta  contra  tres  empresas  de  exploración  y  
explotación  de recursos  naturales:  Occidental  Petrolera  del  Perú;  LLC,  
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Sucursal  del  Perú  (hoy Talismán  Petrolera  del  Perú,  LLC  Sucursal  del  
Perú),  Repsol  Exploración  Perú, Sucursal  del  Perú    y  Petrobras  Energía  
Perú  S.A.  En  la  sentencia  no  se  señala  que  el Estado haya sido 
demandado; sin embargo, en los antecedentes del caso se da cuenta de la  
intervención  del  Procurador  Público  del  Ministerio  Público  en  la  etapa  de  
contestación de la demanda.  
  
El  acto  lesivo  fue  la  amenaza  a  los  derechos  invocados  por  parte  de  las  
empresas demandadas,  a  través  de  sus  actividades  de  exploración  y  
explotación  en  el  área identificada  como  Lote  103,  ubicado  dentro  del  
área  de  conservación  regional “Cordillera Escalera”. De acuerdo a la sumilla 
de los  fundamentos del demandante que aparecen en la sentencia del 
Tribunal, esta área:  
  
[…]  tiene  especial  importancia  por  su  biodiversidad  y  como  fuente  
captadora  y  almacenadora    de    agua    ya  que  ahí  nacen  las  tres  
cuencas  hidrográficas  (Cumbaza, Caynarachi y Shanusi) que son la 
única fuente proveedora de agua con la que cuenta la población  de  
zonas  aledañas.  Manifiesta  [el  demandante]  que  la  explotación  
petrolera implica que  millones  de litros de agua de producción petrolera 
con alta salinidad serán extraídos  del  subsuelo  y  aflorarán a  la  
superficie  contaminando  y  devastando  el  medio ambiente  
(principalmente  el  agua),  pues  dichas  aguas  saladas  suelen  ser  
vertidas  a  los cauces de los ríos.  
  
Debe señalarse que al momento de presentación de la demanda, las  
empresas demandadas venían realizando actividades de exploración, en 
función a los contratos de concesión  aprobados  en  julio  del  2004,  año  y  
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medio  antes  de  que  la  zona  “Cordillera Escalera” sea calificada como área 
de conservación natural.  
  
De  otro  lado,  el  demandante  alegó  el  incumplimiento  del  artículo  27º  de  
la  Ley  Nº 26834,  Ley  de  Áreas  Naturales  Protegidas,  que  dispone  que  el  
aprovechamiento  de recursos naturales en estas áreas “sólo podrá ser 
autorizado si resulta compatible con la categoría, la zonificación asignada y el 
Plan Maestro del área”.  
  
Se  aprecia,  en  consecuencia,  que  la  controversia  giraba  en  torno  a  la  
amenaza  del derecho  al  medio  ambiente  y  al  incumplimiento  de  una  
norma  legal  orientada  a  la protección de un área natural protegida.  
 d) Decisiones del Poder Judicial  
 El  Juzgado  Especializado  en  lo  Civil  de  San  Martín  declaró  infundada  la  
demanda  por considerar  que  en  las  conclusiones  del  informe  técnico  
presentado  por  un  perito  de  la especialidad  de  ingeniería  ambiental,  se  
señalaba  que  el  impacto  de  los  trabajos  de exploración  había  sido  
mínimo  y  que  no  se  había  utilizado  agua  para  dichos  trabajos, más  allá  
del  agua  para  consumo  humano  directo  del  personal  que  laboró  en  las  
obras.  
Agregó que la  muestra tomada para análisis de  la Quebrada del río Charapillo 
arrojaba que  el  agua  necesitaba  tratamiento  previo  para  el  consumo  
humano,  mas  no  se apreciaban  niveles  de  contaminación  relevantes  o  
que  representaran  un  peligro  para  la población de zonas aledañas.  
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La Primera Sala Mixta Descentralizada de  la Corte Superior de Justicia de San 
Martín, confirmó  la  sentencia  de  primer  grado.  A  partir  de  lo  señalado  en  
un  informe  técnico concluyó  que  no  existía  amenaza  de  violación  al  
medio  ambiente;  y  que  del  peritaje realizado se concluía que no se 
generaron impactos ambientales de envergadura, que en las operaciones de 
exploración realizadas por las emplazadas no se hizo uso del recurso hídrico  y  
que  no  existía  afectación  directa  o  indirecta  sobre  el  agua  superficial  y  
subterránea que atente contra el uso y consumo humano.  
  
Las decisiones de ambos órganos jurisdiccionales estuvieron centradas en la 
revisión de informes  técnicos,  que  podemos  entender  que  fueron  
elaborados  por  encargo  de  las empresas demandadas.  
  
e) Decisión del Tribunal Constitucional  
 Antes  de  analizar  el  fondo  de  la  controversia,  el  Tribunal  reiteró  diversos  
conceptos desarrollados en su jurisprudencia, referidos a la Constitución 
Ecológica y al Desarrollo Sostenible.  Incluso  abordó  el  derecho  a  la  
consulta  previa  a  los  pueblos  indígenas reconocido  en  el  Convenio  169  
de  la  Organización  Internacional  del  Trabajo,  tema totalmente  
intrascendente  para  resolver  el  caso  concreto.  Dejando  de  lado  estas 
materias,  nos  interesa  comentar  los  argumentos  expuestos  por  el  Tribunal  
para  su decisión sobre el tema de fondo.  
  
e.1) Aspectos procesales  
172 
 
 
 
 La  demanda  fue  presentada  contra  una  amenaza  de  afectación  de  
derechos fundamentales  respecto  a  dos  acciones  diferentes  en  el  ámbito  
de  la  extracción  de recursos  naturales,  cuales  son  la  exploración  y  
explotación.  Esta  última  sólo  puede llevarse a cabo si  luego de la 
exploración  se determina que existen recursos a explotar. La exploración y 
explotación toman varios años.  
  
A partir de estas premisas, correspondía al Tribunal analizar si respecto a la 
exploración y  explotación  de  recursos  naturales  en  la  zona  “Cordillera  
Escalera”  por  parte  de  las empresas  demandadas  se  presentaban  las  dos  
características  que  debe  reunir  una amenaza  para  que  proceda  una  
demanda  de  amparo,  cual  es  la  certeza  e  inminencia  de afectación de 
derechos fundamentales. Sin embargo, en ninguna parte del  fallo  aparece  
este  análisis.  De  haberse  realizado,  el  Tribunal  habría  tenido  que  
identificar  posibles daños al  medio ambiente, lo cual no aparecía acreditado 
por el demandante ni tampoco mencionado en los fundamentos de la 
sentencia. Ello se debe a que el tema central de la controversia, como el propio 
Tribunal  finalmente lo señaló, era la  inexistencia del Plan Maestro del área de 
conservación regional “Cordillera Escalera”.   
  
Un tema relacionado con la amenaza de derechos que sí fue materia de 
pronunciamiento por parte del Tribunal fue el argumento de las empresas 
demandadas, en el sentido que tal amenaza no existía pues la etapa de 
exploración de recursos había culminado, lo que implicaba  la  sustracción  de  
la  materia.  Sin  embargo,  el  Tribunal  refuta  este  argumento señalando, en 
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base a la documentación que obra en el expediente, que todavía quedaban 
pendientes  muchas  etapas  de  exploración  (que  abarcarían  7  años)  y  
también  de explotación (que abarcarían 30 a 40 años).   
  
Si bien el Tribunal  menciona  la necesidad de  evitar riesgos respecto a la 
afectación del medio  ambiente  (fundamento  53  de  la  sentencia),  no  
establece  una  relación  entre  este tema  y  los  argumentos  a  favor  de  
sustentar  que  en  el  presente  caso  se  presentaba  una amenaza de 
derechos fundamentales.   
  
e.2) Aspectos sustantivos  
 En  cuanto  al  fondo  de  la  controversia,  el  Tribunal  fijó  los  temas  de  
análisis  en  los siguientes puntos:  
  
El  recurrente  sostiene  que  en  el  Lote  103  (área  reservada  para  su  
exploración  y eventual  explotación)  se  encuentra  la  ACR  Cordillera  
Escalera,  área  establecida mediante  Decreto  Supremo  N.º  045-2005-
AG.  En  tal  sentido,  la  actividad hidrocarburífera,  tanto  en  su  faz  
exploratoria  como  de  explotación,  implicaría  una afectación al 
ecosistema del área protegida; por consiguiente, vulneraría el derecho a 
un ambiente adecuado y equilibrado.  
 
En  primer  lugar,  debe  determinarse  si  efectivamente  existe  tal  
superposición.  En segundo  lugar,  se  debe  analizar  si  resulta  legal  y  
constitucionalmente  factible  la explotación de recursos no renovables 
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ubicados dentro del área protegida. Y por último, es menester verificar si 
la exploración y la explotación cumplen los requisitos previstos para 
efectuar dichas actividades dentro del área protegida.  
  
El  primer  punto  de  análisis  resultaba  bastante  sencillo  pues  lo  que  
correspondía  era verificar  si  la  actividad  de  las  empresas  demandadas  se  
realizaba  dentro  del  área Cordillera Escalera (en adelante ACR). Al respecto, 
el Tribunal verifica “que gran parte de  las  149.  870,00  hectáreas  de  la  ACR  
se  encuentran  dentro  del  Lote  103”,  es  decir, dentro de la zona de 
actividades de las empresas demandadas,   
  
El  segundo  punto  de  análisis  también  resultaba  sencillo.  Si  bien  para  el  
Tribunal correspondía  evaluar  “si  resulta  legal  y  constitucionalmente  
factible  la  explotación  de recursos  no  renovables  ubicados  dentro  del  área  
protegida”,  al  final  no  llega  a  tanto análisis  pues  da  respuesta  a  este  
tema  revisando  el  contenido  del  artículo  27  -citado líneas arriba- de la Ley 
Nº 26834, Ley de Áreas Naturales Protegidas,  que dispone que el  
aprovechamiento  de  recursos  naturales  en  estas  áreas  “sólo  podrá  ser  
autorizado  si resulta  compatible  con  la  categoría,  la  zonificación  asignada  
y  el  Plan  Maestro  del área”.  Por  ello  concluye  que  “en  suma,  la  propia  
normativa  que  regula  las  [áreas naturales  protegidas]  de  uso  directo  
contempla  la  posibilidad  de  que  puedan  realizarse actividades  extractivas,  
inclusive  cuando  se  trata  de  recursos  no  renovables” (fundamento 47 de la 
sentencia).  
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El  tercer  tema  de  análisis  implicaba  verificar  si  se  había  cumplido  con  la  
legislación sobre  las  áreas  natrales  protegidas  y  el  Decreto  Supremo  Nº  
45-2005-AG,  que  creó  el área  de  conservación  regional  “Cordillera  
Escalera”,  que  disponen  que  el aprovechamiento de los recursos naturales 
no renovables sólo estará permitido si así  lo contempla el respectivo Plan 
Maestro. Este aspecto tampoco era difícil de analizar, por cuanto bastaba 
verificar si el Plan Maestro existía. Dado que a la fecha de resolución de la  
causa  el  Tribunal  identificó  que  las  autoridades  competentes  no  habían  
aprobado dicho  Plan,  consideró  que  las  actividades  de  exploración  y  
explotación  debían  ser suspendidas. Este  último  análisis  del  Tribunal  
genera  la  interrogante  sobre  si  el  proceso  de  amparo fue  utilizado  para  
proteger  el  contenido  constitucionalmente  protegido  del  derecho  al medio  
ambiente  o  si  más  bien  sirvió  para  identificar  el  incumplimiento  de  una  
norma legal.  Al respecto se debe  señalar que el Tribunal no establece relación 
alguna  entre el contenido  del  derecho  fundamental  al  medio  ambiente  y  el  
acto  lesivo  invocado.  Una referencia mínima al tema aparece en el 
fundamento 67 de la sentencia, cuando precisa que  sólo  las  últimas  fases  
de  una  etapa  de  exploración  “comprometen  nítidamente  el contenido  
constitucionalmente  protegido  del  derecho  fundamental  al  medio  
ambiente”.  
En  este  sentido,  los  argumentos  principales  para  la  resolución  de  la  
controversia estuvieron centrados en verificar el incumplimiento de la norma 
legal que exigía contar con  un  Plan  Maestro  para  el  desarrollo  de  
actividades  de  exploración  y  extracción  de recursos  naturales,  que  como  
ya  señalamos  no  era  una  labor  muy  compleja,  a  lo  cual debe agregarse 
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que el Tribunal reconoce  –en el  fundamento 67 de la  sentencia- que tal 
omisión  es  imputable  a  las  respectivas  autoridades  administrativas  y  no  a  
las  empresas demandadas.   
  
Dado  que  este  era  el  tema  central  de  la  controversia,  no  tienen  mayor  
relevancia  los argumentos  del  Tribunal  sobre  la  necesidad  de  
compatibilizar  la  protección  del  medio ambiente  con  las  actividades  de  las  
empresas  demandadas  (fundamentos  60  y  62).  El hecho que se condicione 
estas actividades a  la aprobación a  futuro de un Plan Maestro no es resultado 
de ningún ejercicio de ponderación sino de aplicación de  lo establecido en la 
legislación sobre la materia.  
  
Un  tema  interesante  planteado  por  la  parte  demandada  fue  que  las  
concesiones  para  la exploración  y  explotación  de  recursos  se  dieron  
antes  de  que  se  estableciera  la  zona “Cordillera  Escalera”  como  área  de  
conservación  natural.  Este  argumento  obligaba  al Tribunal a determinar si 
los efectos jurídicos del Decreto Supremo Nº 26-2004-EM (que aprobó el 
Contrato de Licencia para  la Exploración  y Explotación de Hidrocarburos en  
el  Lote  103),  publicado  el  20  de  julio  del  2004,  se  veían  afectados  por  
el  Decreto Supremo  Nº  45-2005-AG,  publicado  el  25  de  noviembre  del  
2005  (que  creó  el  área  de conservación  natural).  Lamentablemente,  los  
argumentos  del  Tribunal  sobre  este importante  argumento  de  defensa  de  
los  demandados  caen  en  la  más  completa generalidad:  
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49.  […]  debe  considerarse  que  las  ANP  [áreas  naturales  
protegidas]  son  creadas  por decreto  supremo,  con  la  
aprobación  del  Consejo  de  Ministros,  refrendado  por  el 
Ministro  de  Agricultura,  lo  que  implica  una  serie  de  
procedimientos  previos  entre  la región  interesada  en  la  
protección  especial  de  cierta  área  con  el  Ejecutivo.  Pero  el 
fundamento  por  el  cual  el  argumento  planteado  por  el  
demandante  debe  ceder  es  la relevante  valoración  que  se  
debe  hacer  de  una  ANP  y  la  profunda  incidencia  que  una 
afectación  grave  en  su  entorno  puede  provocar  en  la  
sociedad.  A  ello  cabría  sumar  las demás  incidencias  sociales  
que  tal  daño,  de  ser  irreversible,  generaría  en  la  dinámica 
social,  económica  y  cultural  de  la  región.  No  es,  entonces,  
un  criterio  temporal  o cronológico el que brinda una respuesta 
satisfactoria en el presente caso, sino que debe preferirse  un  
criterio  más  amplio  y  comprensivo  de  los  elementos  que  
significan  la creación  de  una  ANP.  De  lo  contrario,  la  
normativa  consentiría  incoherencias  que importarían un gran 
costo para la legitimidad de la jurisdicción.  
  
A  partir  de  este  argumento,  el  Tribunal  estaría  concluyendo  que  todos  
los  contratos celebrados por el Estado o normas emitidas aprobando 
concesiones para la exploración y  explotación  de  recursos  naturales  “ceden”  
–por  usar  los  términos  del  Tribunal-  ante las normas posteriores que 
establezcan áreas naturales protegidas.  
 
f) Decisión final del Tribunal Constitucional  
 El Tribunal declaró fundada  la demanda  y determinó  lo siguiente en  la parte 
resolutiva del fallo:  
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[El  Tribunal  Constitucional  ha  resuelto]  declarar  FUNDADA  la  
demanda.  En consecuencia, queda prohibida la realización de la última 
fase de la etapa de exploración y  la  etapa  de  explotación  dentro  del  
Área  de  Conservación  Regional  denominada Cordillera Escalera hasta 
que  no se cuente con  el Plan Maestro, pudiendo reiniciar tal actividad 
una vez que éste haya sido elaborado y se establezca la compatibilidad 
entre la actividad  de  exploración  y  explotación  y  los  objetivos  del  
Área  de  Conservación Regional  Cordillera  Escalera.  En  caso  de  
que  ya  se  encuentre  en  ejecución  la  última fase  de  la  etapa  de  
exploración  o  la  etapa  de  explotación,  dichas  actividades  deben 
quedar inmediatamente suspendidas.  
  
De  la  revisión  de  esta  parte  resolutiva  de  la  sentencia  llama  la  atención  
que  no  exista certeza por parte del Tribunal sobre la etapa en que se 
encuentran las actividades de las empresas demandadas, pues se coloca en el 
supuesto que se vayan a realizar (en tal caso las prohíbe) o que se estén 
realizando (en tal caso las suspende).   
  
De  otro  lado,  sea  que  se  decretara  la  prohibición  o  la  suspensión,  ello  
hubiera  sido suficiente,  en  atención  a  que  ese  era  el  objetico  de  la  
demanda.  En  este  sentido,  era innecesario señalar que  las empresas 
demandadas podían continuar con sus actividades si  a  futuro  se  aprobaba  
el  Plan  Maestro  y  se  permitía  en  el  mismo  la  exploración  y extracción de 
recursos naturales.  
  
En  términos  generales,  la  parte  resolutiva  de  la  sentencia  condiciona  sus  
efectos  en  el tiempo, pues se trata de una resolución cuyo  mandato sólo va a 
tener efectos hasta que las  autoridades  estatales  competentes,  y  no  las  
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partes  demandadas,  realicen  un determinado acto (la elaboración del Plan 
Maestro).   
  
El  caso  “Cordillera  Escalera”,  por  lo  tanto,  resultaba  especialmente  
importante  por  la necesidad  de  resolver  los  problemas  relacionados  con  
la  competencia  para  la elaboración de los Planes Maestros de las áreas de 
conservación regional, en  los cuales se determina si está permitida la 
realización de actividades de exploración y explotación de recursos naturales:  
  
Esta  sentencia,  pone  de  manifiesto  que  el  otorgamiento  de  derechos  de  
uso  de  los recursos  naturales  renovables  y  no  renovables  debe  incorporar  
mecanismos  de coordinación entre el Gobierno Central y los gobiernos 
regionales, ya que a éstos se les ha  asignado  la  función  de  definir  el  
ordenamiento  territorial  de  su  jurisdicción  y  es  en base a ese instrumento 
que deben establecerse las prioridades de uso de cada espacio del territorio.   
 
En  este  caso  queda  en  evidencia  que  el  Gobierno  Regional  San  Martín  
no comparte  la  idea  del  Gobierno  Central,  sobre  que  en  esta  área  es  
posible  realizar  el aprovechamiento de hidrocarburos.  
Llamamos la atención por ello, sobre la falta de seguridad jurídica que  el 
otorgamiento de  derechos  sigue  generando  en  el  Perú,  donde    no  sólo  
las  empresas  como  las  de hidrocarburos  reclaman  frente  a  lo  que  
consideran  un  clima  de  inestabilidad  jurídica,  
sino  que  esto  también  se  extiende  a  otras  actividades,  en  donde  
concesionarios madereros, de conservación o de  ecoturismo  ven  amenazada  
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su  inversión  por  el otorgamiento  de  derechos  superpuestos  a  los  suyos  y  
que  afectan  el  cumplimiento  de sus obligaciones frente al Estado.  En  este 
contexto, la resolución  del Tribunal Constitucional  no resuelve  el problema  
de fondo al trasladar esta decisión a un nivel que no le corresponde.  Este tema 
debería ser resuelto  a  otro  nivel,  por  Ley  del  Congreso,  identificando  los  
mecanismos  de coordinación entre los sectores y niveles de gobierno para 
definir las prioridades de uso del  territorio,  y  con  respeto  a  los  derechos  
adquiridos  (Sociedad  Peruana  de  Derecho Ambiental 2009).  
Durante el trabajo de investigación se pudo constatar que el Gobierno Regional 
de Junín se  encontraba  elaborando  el  nuevo  Plan  Maestro,  pues  conforme  
a  la  Ley  de  Áreas Naturales  Protegidas,  éste  debe  actualizarse  cada  
cinco  años.  A  propósito  de  esta actividad  y  mediante  el  Acuerdo  Regional  
Nº  21-2011-GRSM/CR,  del  7  de  abril  del 2011,  manifestó  su  
disconformidad  con  la  norma  que  condiciona  la  aprobación  y actualización 
de los Planes Maestros a la opinión vinculante del SERNANP.  
g) Plazos  
 La demanda respectiva fue presentada el 13 de octubre del 2006 
declarándose infundada mediante sentencia del 31 de enero del 2007. Con 
fecha 10 de mayo del 2007, la Corte Superior  confirmó  la  decisión.  La  
sentencia  del  Tribunal  Constitucional,  que  declara fundada  la  demanda,  
lleva  por  fecha  19  de  febrero  del  2009.  En  este  sentido,  esta 
controversia  demoró  dos  años  y  cuatro  meses  en  ser  resuelta,  durante  
el  cual  no  se elaboró  el  respectivo  Plan  Maestro,  pues  sino  la  demanda  
en  el  Tribunal  hubiese  sido declarada  infundada.  En  este  proceso,  los  
tres  pronunciamientos  fueron  sobre  el  fondo de la controversia.  
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CONCLUSIONES 
 
 
PRIMERA.- Las implicancias del proceso de amparo como mecanismo de 
protección del derecho fundamental del medio ambiente equilibrado y 
adecuado reconocido en la constitución política del Perú, están descritas en 
que  el estudio  de  los  derechos  fundamentales  parte  de  identificar  sus  
fundamentos,  lo que  no  constituye  un  tema  estrictamente  jurídico,  pero  sí  
una  premisa  importante para  los  operadores  jurídicos  en  el  ámbito  de  los  
procesos  judiciales  relacionados con la tutela de estos derechos, en particular 
cuando deben ser ponderados entre sí o con  otros  bienes  jurídico-
constitucionales.  En  el  caso  del  derecho  al  medio ambiente,  su  estudio  y  
análisis  no  puede  partir  de  considerarlo  simplemente  como uno  de  los  
varios  derechos  fundamentales  reconocidos  en  los  textos constitucionales.  
Se  requiere  poner  especial  atención  a  sus  fundamentos,  de  modo tal  que  
puedan  comprenderse  las  razones  por  las  que,  ante  un  conflicto  con  
otros derechos  o  bienes  constitucionalmente  protegidos,  la  decisión  que  
se  adopte  estará guiada decisivamente por su particular importancia en un 
Estado constitucional.   
  
SEGUNDA.- La medida en que el proceso de amparo en el Perú constituye un 
mecanismo de protección judicial efectivo del derecho fundamental al medio 
ambiente, debido a que el análisis jurídico de todo derecho fundamental 
empieza por identificar y delimitar su  contenido,  aspecto  esencial  para  la  
adecuada  evaluación  de  los  presupuestos procesales  que  corresponden  
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ser  analizados  cuando  se  da  inicio  a  una  demanda  de amparo  para  
buscar  su  protección.  La  delimitación  del  contenido  de  un  derecho 
fundamental  se  realiza  de  modo  permanente,  lo  que  permite  
perfeccionarlo  en atención  a  las  exigencias  de  la  realidad,  así  como  
reformular  los  alcances  de  las instituciones procesales de tutela. Para 
delimitar el contenido de un derecho se debe tomar como referencia, en primer  
lugar,  lo dispuesto en  los textos constitucionales, siendo  lo  más  frecuente  
que  estos  se  limiten  a  su  reconocimiento,  sin  precisar mayores  alcances  
sobre  su  contenido.  Corresponderá  a  la  jurisprudencia constitucional  
precisar  esta  materia.  En  todo  caso,  la  falta  de  precisión  sobre  el 
contenido  del  derecho  al  medio  ambiente  puede  llevar  a  que  el  proceso  
de  amparo sea  utilizado  para  hacer  frente  a  cualquier  problema  de  
carácter  ambiental, distorsionándose sus reales alcances y posibilidades de 
resolución de conflictos.   
  
TERCERA.-   como se ha analizado los expedientes sobre el caso estudiado; 
las decisiones emitidas por el Tribunal Constitucional del Perú respecto a 
controversias relacionadas con la protección del derecho al medio ambiente 
tiene implicancias a través del proceso amparo, el reconocimiento  
constitucional  del  derecho  fundamental  al  medio  ambiente origina  
consecuencias  importantes  desde  el  punto  de  vista  jurídico, pues todo 
análisis relacionado con su ejercicio deberá  necesariamente tomar en 
consideración la existencia de otros derechos fundamentales y bienes jurídicos 
que también gozan de protección constitucional, con los que puede entrar en 
conflicto pero con los que también debe ser armonizado. Este reconocimiento 
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constitucional también le otorga una  protección  especial  frente  a  las  normas  
que  sean  contrarias  a  su  ejercicio,  pues pueden  ser  objeto  de  un  control  
constitucional  –a  través  del  proceso  de inconstitucionalidad-  y,  de  ser  el  
caso,  expulsadas  del  ordenamiento  jurídico.  Se trata de una garantía que 
opera frente al legislador, quien al momento de regular un derecho 
fundamental, debe respetar su contenido constitucionalmente protegido.  
 
CUARTA.- Las  normas  constitucionales  sobre  los  procesos  
constitucionales  deben  señalar básicamente su objetivo, dejando a las leyes 
el desarrollo y precisión de los aspectos de  carácter  procesal.  En  cuanto  al  
amparo,  la  Constitución  de  1993  señala  que  su objetivo es la defensa de 
los derechos reconocidos por la Constitución no protegidos a  través  de  otros  
procesos  constitucionales.  Al  igual  que  la  Constitución  de  1979, precisa 
las características esenciales del acto lesivo para su procedencia (amenaza o 
vulneración  de  derechos)  y  los  sujetos  contra  quienes  cabe  interponer  la  
demanda (cualquier autoridad, funcionario o persona). La normativa 
constitucional deja fuera del ámbito de protección del amparo algunos derechos 
fundamentales (tutelados por el  hábeas data) y establece dos causales de  
improcedencia (contra normas  legales  y resoluciones judiciales). En cuanto al 
derecho al medio ambiente, la Constitución de 1993 no contempla regla 
especial alguna sobre su protección a través del amparo. 
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RECOMENDACIONES  
 
PRIMERA.- A fin de evitar la innecesaria interposición de demandas de amparo 
contra resoluciones judiciales y con el propósito de evitar que el aparato judicial 
se sobrecargue de procesos que concluirán con la desestimación de la 
demanda, se recomienda que se tome en consideración que cualquier 
pretensión puesta en conocimiento del juez constitucional que asume un 
proceso de amparo debe estar referida a la vulneración o a la amenaza de 
agravio del contenido constitucionalmente protegido de un derecho 
fundamental al medio ambiente. 
 
SEGUNDA.- La identificación del contenido constitucionalmente protegido de 
los derechos procesales constituye una tarea ciertamente importante en la 
labor del abogado litigante, a efectos de establecer si lo determinado en una 
resolución judicial afecta o no dicho contenido, permitiendo así interponer la 
correspondiente demanda de amparo contra ella. 
 
TERCERA.- Sin perjuicio de lo referido en el párrafo anterior, igualmente es 
importante que el juzgador identifique el contenido constitucionalmente 
protegido del derecho cuya tutela se requiere a través de la demanda de 
amparo contra resoluciones judiciales, sobre el derecho fundamental al medio 
ambiente, ya que a través de ello se permitirá adoptar medidas que sean 
eficaces para que a través de la declaratoria de improcedencia de la demanda, 
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se impida el tránsito por la vía constitucional de una pretensión que no refiere la 
afectación del referido contenido. 
 
CUARTA.- Se recomienda que los jueces apliquen sanciones pecuniarias 
sobre los abogados litigantes que actúen temerariamente interponiendo dichas 
demandas cuando no exista la vulneración del contenido constitucionalmente 
protegido de los derechos fundamentales, como es el caso del derecho 
fundamental al medio ambiente; a efectos de evitar la continuidad de esta 
práctica. 
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